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En México se tiene una población de 10.1 millones de adultos mayo-
res (según datos del Censo de población y vivienda 2010, INEGI); 
esto es, 10 de cada 100 habitantes tienen 60 años o más, pero, ade-

más, este grupo de habitantes sigue posicionado entre los más vulnerables, 
las leyes que les permitan tener una vida plena siguen siendo escasas.

La carencia económica y las enfermedades no son los únicos proble-
mas a los que se enfrenta este sector sino la discriminación e incluso la 
violencia.

Desde esta perspectiva, el Estado debe garantizar a las personas adul-
tas mayores la atención de sus necesidades.

También debemos trabajar intensamente no sólo en la atención, sino 
en la prevención de las enfermedades que afectan al adulto mayor, ya que 
de cada 100 adultos mayores, 26 tienen alguna discapacidad.

El bienestar de las personas mayores en todas sus vertientes, como de-
ber de cuidado que la actuación gubernamental tiene para quienes, en el 
umbral de sus últimos años demandan calidad de vida y respeto a sus 
derechos humanos, debe ser fortalecido a través de la promoción y con-
certación de acciones con los sectores social, privado y académico. 

Desde esta perspectiva y buscando la consolidación de tales acciones, 
la Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Xochimilco y el Insti-
tuto Nacional de Geriatría, han conjuntado sus esfuerzos para establecer 
en esta Unidad académica, un Grupo Interdisciplinario de Estudios sobre 
el Envejecimiento, denominado Giesen.

Los objetivos de este grupo consideran la realización de investigacio-
nes y estudios académicos con carácter propositivo sobre la salud física 
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en general, la salud mental, la seguridad, el retiro y sus modalidades en el 
envejecimiento, así como sobre los mecanismos e instituciones de previ-
sión, cuidado, defensa, representación, asistencia social y legal de los 
adultos mayores en México y otros proyectos académicos relativos. El 
Giesen está integrado con investigadores de ambas instituciones, así como 
con especialistas y expertos externos en temas de interés y de investiga-
ción en las enfermedades, cuidados y asistencia social del adulto mayor.

Así también son objetivos fundamentales del Giesen, la promoción del 
envejecimiento activo y saludable de la población mediante la produc-
ción de nuevos conocimientos, su aplicación y difusión; la formación de 
recursos humanos especializados y el impulso al desarrollo de servicios 
de salud en el conjunto del sistema nacional de salud, conjuntamente con 
la construcción de un modelo de atención geriátrica capaz de insertarse 
en los niveles de atención a la salud, vigilancia epidemiológica y regula-
ción sanitaria y la articulación de las acciones necesarias para promover 
un envejecimiento activo y saludable.

Para la consolidación y formalización de los objetivos del Giesen y pre-
vias las acciones contenidas en la Carta de Intención suscrita entre la Rec-
toría de la Universidad Autónoma Metropolitana y la Dirección General 
del Instituto Nacional de Geriatría, se realizó en noviembre de 2012, el 
Seminario “Autonomía, autorrealización y derechos humanos de las perso-
nas mayores”, que tuvo como finalidad la incorporación a la agenda públi-
ca del tema de la autonomía y autorrealización como derechos humanos, 
así como fundamentar la propuesta de creación de una Defensoría de las 
Personas Adultas Mayores, con el fin de crear un sistema de asistencia le-
gal, en el ámbito de procuración y representación jurídica gratuita e insti-
tucional para los adultos mayores y en el que participaron diversas 
instituciones: la Universidad Autónoma Metropolitana, el Instituto Nacio-
nal de Geriatría, la Secretaría de Salud y el Instituto de Investigaciones 
Económicas de la Universidad Nacional Autónoma de México.

La importancia de los trabajos presentados en el Seminario son el pun-
to de partida del Giesen, que habrán de enmarcar la generación de pro-
puestas que permitirán continuar y encontrar nuevas vías para asegurar 
acciones ininterrumpidas, que permitan tener a los adultos mayores, cali-
dad de vida.

Es por esto que en este libro se han agrupado las reflexiones y análisis 
vertidas en el Seminario, con la convicción de que propiciarán conductas 
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que darán base y sustento a la construcción de un porvenir más saludable 
y de cuidados, dentro del marco y respeto a los derechos humanos, en 
beneficio de uno de los segmentos poblacionales hasta hoy más desprote-
gido: las personas mayores. 

Dr. Salvador Vega y León
Rector

Universidad Autónoma Metropolitana
Unidad Xochimilco
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Introducción

El Grupo Interdisciplinario de Estudios sobre el Envejecimiento(Giesen) 
nace en 2012 mediante una colaboración y uniendo esfuerzos en el 
estudio de la vejez entre la Universidad Autónoma Metropolitana, 

Unidad Xochimilco y el Instituto Nacional de Geriatría, este grupo inter-
disciplinario lo conforma un grupo de investigadores que tienen estudios 
sobre la temática del envejecimiento poblacional y las necesidades del 
bienestar de las personas mayores.

Ante esta tarea, el equipo de trabajo del Giesen consideró realizar un 
seminario en el que se abordarán aspectos relacionados en aras de cons-
truir mejores escenarios ante la situación del envejecimiento de la pobla-
ción. Durante la celebración del Seminario “Autonomía, autorrealización y 
derechos humanos de las personas mayores”, cuyo objetivo fue incorporar 
a la agenda pública el tema de la autonomía y autorrealización como dere-
chos humanos, así como fundamentar la propuesta de creación de una 
Defensoría de las Personas Adultas Mayores, se desarrollaron temas relati-
vos a los aspectos médicos, geriátricos y bioéticos de la dependencia; la 
autonomía personal y dependencia; la autonomía, autorrealización y dere-
chos humanos de las personas mayores, así como una visión de lo que se 
necesita y debe realizarse.

El doctor José Alberto Rivera Márquez se refirió a los aspectos genera-
les de la dependencia como visión global, y señala que la dependencia no 
surge o se agota en la pérdida de capacidades físicas o mentales y que 
tampoco es una característica de la vejez, sino que la dependencia parte 
de la generación de mayor desigualdad y pobreza entre grupos que dejan 
de ser útiles en términos productivos y son entonces dependientes econó-
micos que agudizan la pérdida de funcionalidad y autonomía y señaló 
como obligación del Estado, dirigir políticas públicas a los ancianos y 
ancianas consecuentes con un enfoque de derechos.
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El doctor Luis Miguel Gutiérrez Robledo, al referirse al tema de la de-
pendencia a la autonomía en reflexión sobre el valor intrínseco de la vejez, 
analiza el problema que se vive actualmente, es la convivencia de cuatro y 
hasta cinco generaciones, que no tienen el espacio social para dar cabida a 
las mismas y es ahí donde surge el conflicto y señala que además de valorar 
las capacidades de los adultos mayores, éstos deben desarrollarse para per-
mitir consolidar los lazos entre generaciones. No se trata solamente de rei-
vindicar los derechos de los adultos mayores como un deber moral o social, 
sino se trata, más bien, de hacer de la autorrealización un valor intrínseco 
a la propia vejez, que haga sentir que vale la pena vivirla y que mas allá de 
lo que se haga desde la perspectiva de derechos humanos, debe reconocerse 
la responsabilidad que tanto a nivel individual como comunitario se genera 
con la perspectiva de éstos, los derechos humanos.

Por su parte, el doctor Manuel Ruiz de Chávez, refiere en el tema políti-
cas públicas, bioética y dependencia, que la bioética es una de las diversas 
perspectivas desde donde se puede tratar el tema del envejecimiento, por-
que se constituye como un espacio dialógico e interdisciplinario que abarca 
temas y conflictos éticos diversos y el envejecimiento es uno de ellos. Señala 
también que algunos de los principales aspectos bioéticos en torno al enve-
jecimiento, tienen que ver con la vulnerabilidad asociada a la vejez y gene-
rada a partir de la dependencia que resulta por la falta de oportunidades y 
por la discriminación. Sin embargo, no debe perderse de vista la importan-
cia en el ejercicio de la autonomía porque, señala, al momento en que una 
persona ya no es competente, necesitará ser protegida para no afectar sus 
derechos, en razón a esa vulnerabilidad, que a su vez genera el deber moral 
de proteger al sujeto en las etapas diversas de la vida.

Por lo que hace a la concepción de autonomía, dependencia y discapaci-
dad, la maestra Liliana Giraldo y la doctora Victoria Arango al respecto 
refieren que la Organización Mundial de la Salud (OMS) define como dis-
capacidad las deficiencias, limitaciones de la actividad y las restricciones de 
participación, en tanto que la autonomía es la capacidad percibida de con-
trolar y tomar decisiones de cómo vivir la vida siguiendo normas propias y 
preferencias. A la dependencia la sitúan desde el punto de vista ambiental 
relacionada con la salud, como un estado derivado de condición médica 
prolongada, que por las restricciones diarias, requieren del soporte de un 
tercero y señalan como una línea de acción a seguir, el trabajo en una visión 
integradora que incluya al individuo, sociedad y ambiente.
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En cuanto al tema de la autonomía y dependencia como indicadores y 
prevalencia en el escenario nacional e internacional, la doctora Mariana 
López Ortega manifestó la importancia de contar con indicadores de au-
tonomía y dependencia, para conocer quiénes son las personas afectadas 
y cifras determinadas, que son afectadas por el crecimiento de la pobla-
ción, lo que conlleva a un crecimiento acelerado de enfermedades cróni-
cas y puntualiza que para que las personas puedan gozar de autonomía y 
funcionalidad, es necesario contar con datos y cifras específicas de quie-
nes tienen discapacidad que no pueden ejercer su autonomía y derechos, 
que permitan generar estrategias para la prevención y retraso de la disca-
pacidad y apoyo a quienes ya la tienen.

El actuario Javier Enrique Jiménez Bolón, al abordar el tema de la pre-
vención de las situaciones de dependencia, señala que la atención a la 
causa y efectos de la dependencia debe ser una responsabilidad del Esta-
do mexicano bajo el enfoque de derechos humanos, siendo necesario que 
en el marco de la planeación nacional de desarrollo del país, exista un 
mandado explícito que oriente los trabajos de quienes son responsables 
de la prevención y atención de la dependencia, que involucre a los secto-
res público, social, privado y académico, así como la integración de los 
niveles federal, estatal y municipal, también se aportan elementos como 
base para la construcción de una política pública explícita de atención de 
la dependencia de las personas mayores.

El doctor Leoncio Lara Sáenz propone, en cuanto al deslinde de la auto-
nomía y la autorrealización como derechos humanos, que los principios 
reconocidos y establecidos a favor de las personas de edad por la Organi-
zación de las Naciones Unidas (ONU) desde 1991, así como la reforma 
constitucional de junio de 2011 en materia de derechos humanos, están 
referidos también a la autonomía y autorrealización de los adultos mayo-
res y que el Estado mexicano como derechos humanos, habrá de garantizar 
mediante políticas de Estado desarrolladas por las autoridades relaciona-
das con acciones que las apliquen para el bienestar de la senectud.

Respecto a las políticas públicas de seguridad y asistencia frente a los 
derechos de autonomía y autorrealización, el maestro Juan Carlos Ruiz 
Espíndola se refiere a la evolución de las políticas emitidas por el Estado 
mexicano en las tres últimas décadas, señalando la emisión de importan-
tes directrices que reconocen a los ancianos que requieren protección; el 
funcionamiento de seguridad social, educación y pensiones; la participa-
ción activa en la sociedad del adulto mayor, aprovechando su experien-
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cia, proponiendo el desarrollo de una cultura del envejecimiento, activo, 
que proporcione protección social y seguridad económica.

El derecho a las pensiones y retiro de las personas mayores, fue el tema 
abordado por la doctora Berenice Ramírez López, quien considera que el 
problema principal en el cumplimiento de los derechos es el cómo garan-
tizar su efectiva realización, en tanto que el doctor Gustavo Leal Fernán-
dez señala que el retiro no es representativo de júbilo ni de oportunidad, 
sino que significa enfrentar un envejecimiento precario con ingresos mí-
nimos y que las reformas a las normas protectoras de los adultos mayo-
res, no han sido benéficas para éstos y que las decisiones en torno a la 
atención de los adultos mayores, están limitadas por la restricción de las 
condiciones financieras en este campo.

Por último y en cuanto a la creación de una Defensoría de las personas 
adultas mayores, el doctor Leoncio Lara Sáenz se pronuncia en el sentido 
de que para garantizar los principios de certeza jurídica, de independen-
cia, autorrealización y dignificación de los ancianos, que son derechos 
humanos reconocidos por el sistema jurídico y político de México, el es-
tablecimiento de una Procuraduría de la Defensa de los Derechos de las 
Personas Adultas Mayores, garantizaría y representaría los intereses jurí-
dicos de los ancianos, recibiendo trato digno y en cualquier procedimien-
to judicial que los involucre y con respeto de sus derechos humanos, 
civiles y políticos. La gratuidad, accesibilidad y calidad de las acciones de 
representación, asesoría y ayuda social de la Procuraduría de la Defensa 
de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, deberá estar también 
vinculada con principales características como ser un organismo público, 
autónomo, con jurisdicción nacional dedicado a la defensa especializada 
y ágil sobre la base del derecho, equidad y buena fe, con procedimientos 
sencillos que procuren el buen cumplimiento y observancia de los dere-
chos humanos de los adultos mayores.

Presentamos esta publicación, con los primeros avances de la investi-
gación, dada la complejidad del tema, que esperamos queda abierta a 
nuevos resultados que accionen las propuestas a favor de las personas 
mayores en autonomía, autorrealización y derechos humanos, con el pro-
pósito se poder responder a la necesidad de incorporar en la agenda pú-
blica los temas aquí tratados y que nos atañen a todos los mexicanos.

Dr. Leoncio Lara Sáenz
Miembro fundador del Giesen
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introducción

En la actualidad, es común pensar que “dependencia, vejez y enveje-
cimiento” son sinónimos. Se asume que el viejo siempre depende 
de la familia, de sus pares, de la asistencia social, de otros. Prevale-

ce la idea de que los ancianos carecen de autonomía, que son incapaces 
de decidir por sí mismos, y deben ser cuidados por su edad, porque son 
viejos. Estos prejuicios colocan a la vejez y al envejecimiento como “pro-
blemas sociales que deben ser resueltos” y no como procesos propios del 
ciclo de vida en los que la disminución de algunas capacidades físicas y 
mentales es natural, pero no necesariamente debe traducirse como pérdi-
da de la autonomía (Scolich, 2005; Rizo-López, 2007; Puijalon, 2009; 
Arroyo-Rueda, 2011). La dependencia de las personas mayores a otras 
personas, instituciones o ámbitos, ya sea por limitaciones físicas o menta-
les, se relaciona con la dificultad de los ancianos para llevar a cabo acti-
vidades de la vida diaria. De acuerdo con el Comité de Ministros del 
Consejo de Europa, la dependencia:

[...] es un estado en el que se encuentran las personas que por razones liga-
das a la falta o a la pérdida de autonomía física, psíquica o intelectual 
tienen necesidad de asistencia y/o ayudas importantes a fin de realizar los 
actos corrientes de la vida diaria. La dependencia puede afectar a cual-
quier sector de la población y no sólo a las personas mayores. Si bien es 
cierto que la dependencia tiende a aumentar con la edad, y que la vejez se 

Aspectos generales de la dependencia: 
una visión global

José Alberto Rivera Márquez*
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caracteriza por aparecer frecuentemente asociada con múltiples proble-
mas de salud, la edad no es el único criterio acerca de este estado (Comité 
de Ministros del Consejo de Europa, 1998:3).

En México, las fuentes de información sobre dependencia en la vejez 
son escasas y se refieren esencialmente a la de tipo funcional. Con datos 
del Censo de Población y Vivienda 2010 (INEGI, 2010) se estima que, a 
nivel nacional, 13.2% de las personas de 60 a 69 y 29.5% de las personas 
de 70 y más años tuvo alguna limitación para realizar actividades de la 
vida diaria (INEGI, 2010). De acuerdo con la Encuesta Nacional de Salud 
y Nutrición 2012, (Ensanut, 2012), en México, cerca de la mitad 48% de 
los sujetos de 60 y más años de edad presenta alguna discapacidad, y más 
de 500 mil se encuentran en situación de dependencia. A nivel nacional, 
poco más de la cuarta parte de la población adulta mayor tuvo algún tipo 
de limitación para llevar a cabo actividades de autocuidado, tales como 
caminar, vestirse, levantarse de la cama o bañarse. La Ensanut 2012 tam-
bién reporta que las prevalencias y la severidad de la discapacidad son 
mayores entre las ancianas, en los más viejos, en los sujetos que viven en 
condiciones de pobreza y entre quienes tienen menor grado de escolari-
dad (Gutiérrez et al., 2012).

Sin embargo, el estudio de la dependencia en los sujetos ancianos, así 
como durante la vejez y el envejecimiento, debe ir más allá del análisis o 
la medición de las limitaciones para realizar actividades de la vida diaria 
o de autocuidado. Sin pretender minimizar su importancia para la salud 
pública, estas limitaciones son expresiones muy concretas de procesos de 
un alto grado de generalidad que rebasan con mucho la capacidad indivi-
dual y las dimensiones puramente biológicas, físicas y mentales de la au-
sencia de independencia en poblaciones adultas mayores.

repensando la dependencia 
desde sus determinantes estructurales

Con el envejecimiento ocurren cambios biológicos y emocionales asocia-
dos con una disminución en la funcionalidad de los sujetos. Varía tam-
bién la necesidad de ayuda y en ocasiones ésta se incrementa con la edad. 
Pero a pesar de que tales cambios son comunes en un envejecimiento nor-
mal y activo, existen elementos que aceleran la pérdida de vida saludable 
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y potencian el deterioro de la calidad de vida en las personas mayores. 
Destacan, por ejemplo, la falta de acceso a servicios de salud y seguridad 
social, la imposibilidad de generar recursos propios y trasformar los ya 
disponibles (en caso de haberlos), la ausencia de redes sociales de apoyo, 
un acceso incierto o limitado a los alimentos, así como un entorno social 
adverso (Rivera, 2005).

Estos procesos se originan en un momento histórico particular en el 
que las contradicciones propias de un patrón de acumulación capitalista 
de corte neoliberal generan riqueza –producida socialmente– y al mismo 
tiempo crean mayor desigualdad y pobreza como resultado, entre otras 
razones, de una inserción desigual de los colectivos humanos a los proce-
sos productivos, así como de formas desiguales de participación en el 
consumo para satisfacer sus necesidades. Ambas condiciones explican las 
grandes diferencias observadas entre grupos sociales, particularmente en 
países, regiones y sociedades altamente dependientes, donde los contras-
tes socioeconómicos son muy marcados. En esta lógica de acumulación 
donde los criterios productivistas le asignan valor a la vida humana por 
encima de cualquier argumento, tanto los ancianos como los sujetos que 
envejecen han dejado de ser útiles para el capital y por lo tanto son ex-
cluidos, marginados y discriminados. En síntesis, han dejado de ser pro-
ductivos en un sentido estrictamente económico.

La producción y reproducción del capital están asociadas a “lo joven”, 
a “la juventud”, a etapas tempranas de la vida en las cuales se exige a los 
sujetos desarrollar habilidades físicas e intelectuales en el menor tiempo 
posible, compitiendo constantemente entre ellos mismos, con el objeto de 
acumular la mayor cantidad de riqueza, sin importar el grado de explota-
ción al que son sometidos. Los sujetos que lograron insertarse a la produc-
ción cuando eran jóvenes o adultos arriban a la vejez desgastados, con 
escasas oportunidades de vivir de manera digna los momentos finales del 
ciclo de vida. Se les desecha, se les confina y ya no resulta rentable “repa-
rarlos” para ser reinsertados a la vida productiva. Para muchos otros las 
experiencias prolongadas o recurrentes de desempleo y subempleo –que 
también resultan de las contradicciones propias del actual patrón de acu-
mulación de capital– imponen obstáculos a la posibilidad de envejecer y 
vivir una vejez independiente, en el sentido más amplio del término.

Todas estas causas estructurales explican que los sujetos viejos depen-
dan, sean vulnerables, se fragilicen, pero también determinan las formas 
en que puedan hacerle frente a la adversidad.
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Que durante la vejez ocurra una merma en algunas funciones, o que el 
ritmo con el que se desarrollan ciertas actividades sea cada vez más lento, 
no implica que los ancianos no tengan capacidades físicas e intelectuales 
para trabajar, para decidir, para crear. Sin embargo, la imposibilidad de 
seguir siendo productivos, de acceder a una fuente de ingresos propios, de 
contar con una pensión para el retiro o, en su caso, con sistemas de pro-
tección social cuando no se tiene acceso a tal derecho, puede tener impac-
tos negativos tanto en la salud física como mental, en la movilidad, así 
como en el desarrollo de actividades de la vida diaria. Existe evidencia de 
que los efectos anteriores puede ser aún más adversos en sujetos que se 
retiran de manera involuntaria o en quienes han sido forzados a hacerlo 
(Dave et al., 2006). Por su parte, las relaciones entre desempleo, trabajo 
precario y morbilidad, particularmente la de tipo mental, han sido am-
pliamente documentadas (Blake, 1995; Murphy y Athanasou, 1999; 
Dooley et al., 2000; García, 2010; García Ubaque et al., 2012). En los 
ancianos el desempleo no sólo agudiza las enfermedades presentes, sino 
que además incrementa el riesgo de padecer otras (Schwefel, 1986; 
Liwowsky et al., 2011). Se ha propuesto que las reformas orientadas a 
estimular la participación de los viejos en actividades laborales no sólo 
contribuirían a reforzar los sistemas de seguridad social, sino también 
generarían impactos positivos a la salud de este grupo poblacional (Bon-
sanga et al., 2012).

Estas reflexiones colocan por otro lado el tema de la dependencia du-
rante la vejez y el envejecimiento por encima de la capacidad de los sujetos 
para desplazarse, vestirse, asearse, comer, hacer llamadas telefónicas, rea-
lizar un trámite bancario, etcétera; actividades que en muchas ocasiones 
deben ser llevadas a cabo –o se exige hacerlas– en condiciones que no ne-
cesariamente están pensadas para que las personas mayores resuelvan por 
sí mismas sus propias necesidades. Se ha observado que algunas adapta-
ciones a los distintos ambientes donde se desenvuelven los viejos (el hogar, 
los centros de reunión, la comunidad, etcétera), o ciertos cambios en los 
llamados “estilos de vida” (dieta, actividad física, etcétera), pueden mejo-
rar su funcionalidad (Pearson, 2000). Sin embargo, la dependencia es una 
noción compleja y por tanto su análisis no debe restringirse al ámbito de 
la pérdida del funcionamiento físico. Existen otras formas de dependencia: 
la económica, ante la falta de alojamiento o ante la necesidad del cuidado 
de otras personas (Hernández y Ameijide, 2012).
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otras formas de dependencia: 
algunos indicadores y cifras

La falta de recursos económicos es una razón por la que muchos adultos 
mayores dependen no sólo de otras personas, sino también de la asistencia 
social, siempre y cuando estas fuentes estén disponibles (Del Popolo, 2001). 
Al final de la década de 1990, estimaciones de la Comisión Económica 
para América Latina (CEPAL) señalaban que entre 40 y 60% de las ancia-
nas y los ancianos en la región carecían de un ingreso, ya sea por la falta de 
trabajo o por no contar con una pensión (CEPAL, 2000). En 2006, un tercio 
de los adultos mayores latinoamericanos disponía de un ingreso menor a 
dos dólares estadounidense al día (Jackson et al., 2009). Se calcula que en-
tre 2009 y 2050, la tasa de dependencia senil1 en la región aumentará 3.1 
veces al pasar de 10 a 31 individuos de 65 y más años por cada 100 indivi-
duos entre 15 y 64 años (UN, 2009). Esto significará cada vez mayores 
presiones económicas para los hogares, especialmente en países donde los 
sistemas de seguridad social son menos desarrollados. En América Latina el 
hogar y la familia siguen siendo fuentes importantes de apoyo económico 
–y con frecuencia las únicas– para las personas mayores. En 2006, 2 de 
cada 3 adultos mayores vivía con sus hijos, o dependía de ellos económica-
mente aun cuando no vivieran en el mismo hogar (Jackson et al., 2009).

En México, para el año 2009, menos de 28% de la población de 60 y 
más años contaba con una pensión (Ham Chande, 2011). La tasa de de-
pendencia senil en 2010 fue cercana a 10% en todo el territorio nacional, 
12.5% en localidades con menos de 2 500 habitantes y 9% en las de 2 500 
y más habitantes (INEGI, 2010). En este mismo año cerca de 60% de las 
personas de 60 a 69 años y alrededor de 80% de las de 70 y más años no 
tenía una actividad económica. De cada 100 adultos de 60 y más años, 37 
carecían de acceso a servicios de salud; alrededor de una cuarta parte no 
sabía leer ni escribir; 40% no tenía pareja, y aunque más del 80% de los 
hogares con dos o más miembros y al menos un integrante de 60 y más 
años estuvo encabezado por una anciana o un anciano, sólo 22% de los 
hogares en el país tenía una jefa o jefe adulto mayor (INEGI, 2010). Estas 
cifras son indicativas de la posible situación de dependencia económica 

1 Se refiere al número de adultos mayores que presumiblemente dependen económica-
mente de personas más jóvenes.
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de la población adulta mayor en México, así como también de otras ex-
presiones de precariedad de sus condiciones de vida en los últimos años.

En México, aproximadamente 70% de la población de 60 y más años 
vive en localidades de 5 000 y más habitantes (INEGI, 2010), por lo que se 
trata en esencia de una población adulta mayor predominantemente urba-
na. En la actualidad cada vez más personas mayores en el mundo viven en 
ciudades. En 1998, 56 millones de personas adultas mayores eran residen-
tes de áreas urbanas en los llamados países en vías de desarrollo, para 2050 
se prevé que la cifra llegue a 908 millones de personas (WHO, 2007).

vejez, desigualdad y dependencia: 
un estudio de caso en la ciudad de méxico

En general, las ciudades antagonizan con “la duración y la permanencia” 
porque la vida en ellas es veloz y fugaz (Hiernaux, 2006). Las dinámicas 
urbanas son contrarias a los ritmos con los que comúnmente se desarro-
lla la vida y las relaciones durante la vejez. De acuerdo con Puijalón:

En nuestra sociedad, es imperativo “mantenerse joven” para poderse adap-
tar a un mundo que cambia tecnológicamente más rápido que nosotros 
[...] El tiempo es un adversario que hay que vencer [Paradójicamente, 
para] poder mantenerse joven, adaptarse continuamente, cambiarlo todo, 
vivirlo todo de nuevo, hay algo que no debe cambiar: el cuerpo tiene que 
seguir joven, apto, dinámico [...] Cada vez se es socialmente viejo más 
pronto y biológicamente viejo más tarde (2009:10-11).

El ambiente urbano puede ser potencialmente adverso para los viejos 
por las precarias condiciones de higiene y por la contaminación; por el 
ruido y la falta de tranquilidad; por la imposibilidad de caminar y dete-
nerse a descansar en sitios adecuados; por las dificultades para socializar 
y por la ausencia de paisajes con vegetación, agua y otros elementos de la 
naturaleza, entre otros aspectos (Day, 2010).

La Ciudad de México es un ejemplo claro de lo anterior. Figura como 
un territorio con algunos de los estándares de calidad de vida más altos 
en el país, pero simultáneamente es generadora de condiciones de vida 
profundamente heterogéneas (Blanco et al., 1997; Parnreiter, 2005). Su 
dinámica y formas organizativas son contrarias a lo que reconoce la Or-
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ganización Mundial de la Salud (OMS) como elementos que debe tener 
una ciudad adecuada para las necesidades específicas de las personas ma-
yores, así como para el desarrollo de un envejecimiento sano y activo. 
Entre estos elementos destacan: transporte, vivienda, participación social 
y cívica, respeto, empleo, acceso a la información y posibilidades para 
comunicarse, así como apoyos comunitarios y servicios de salud (WHO, 
2007). Un ambiente hostil potencia discapacidad y deterioro en los ancia-
nos (Day, 2010).

En 2003 se llevó a cabo un estudio en el que se analizaron asociaciones 
entre desigualdad, inseguridad alimentaria y malnutrición en 1 263 varo-
nes y mujeres de 70 y más años residentes de la Ciudad de México y su 
Zona Metropolitana. En este trabajo se encontró una asociación negativa 
entre limitación de AIVD y estrato socioeconómico.2 Las prevalencias fue-
ron, respectivamente, 11.5 y 19% para los estratos socioeconómicos más 
bajo y más alto (p < 0.000). Esto podría atribuirse al hecho de que en con-
diciones de mayor pobreza, y con escasa ayuda de otros, los ancianos de-
ben resolver por sí mismos sus necesidades a pesar de las limitaciones 
físicas, las cuales, además, podrían no ser reconocidas como tales (Cuadro 
1). Los resultados anteriores se contraponen con una lógica de causalidad 
en la que se espera que, a peores condiciones de vida, la funcionalidad de 
los ancianos sea menor, tal y como se ha demostrado en algunos estudios 
(Gurland, 1998; Koster et al., 2006; Hairi et al., 2010). En este mismo 
estudio se analizaron indicadores a partir de los cuales se pueden inferir 
otras formas de dependencia en la vejez, más allá de la que significa la 
disminución de la funcionalidad física.

Pese a que las diferencias entre estratos no fueron estadísticamente sig-
nificativas, la falta de un ingreso afectaba en promedio a 2 de cada 10 
ancianos; una proporción similar se aprecia en la ausencia de apoyo 
cuando se necesita dinero. Aunque en promedio 40% de los hogares estu-
diados no estaban encabezados por una anciana o anciano, el análisis por 
estrato revela una proporción mayor de hogares sin una jefa o jefe de 70 
y más años en el quintil V que en el I (respectivamente, 52.2 frente a 
29.7%; p = 0.000). En países en vías de desarrollo es cada vez más común 

2 Medido según quintil de gasto per cápita en el hogar, como indicador proxy de pobre-
za por condiciones de consumo, en donde el quintil I hace referencia al estrato más pobre 
y el quintil V al de mejores condiciones socioeconómicas.
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la jefatura del hogar a cargo de personas adultas mayores, ya sea por prác-
ticas culturales muy arraigadas respecto a la autoridad que representa un 
sujeto viejo; por las constantes presiones económicas o las dificultades para 
acceder a un hogar en las generaciones más jóvenes, o bien porque los an-
cianos han podido acceder a recursos por vía de una pensión (Ruggles y 
Heggeness, 2008), lo que significa una fuente de ingreso más (y en algunos 
casos la única) para el hogar. En este estudio, al menos un anciano en el 
62% o más de los hogares de cada estrato contaba con una pensión no 
contributiva (resultados no mostrados en el cuadro). En los estratos más 
pobres, la presencia de esta fuente de ingresos, lo mismo que un mayor 
apego a las tradiciones que se refieren al reconocimiento de la autoridad en 
el hogar, bien podrían explicar una mayor proporción de jefas o jefes ancia-
nos que en los estratos menos pobres. Sin embargo, sería importante anali-
zar los datos por tamaño y tipo de hogar, por el número y tipo de fuentes 
de ingreso, así como por indicadores de género, entre otros.

A medida que la pobreza es más aguda los porcentajes de baja escolari-
dad (menos de primaria) son mayores entre los ancianos: 84 frente a 49% 
para los quintiles I y V, respectivamente (p=0.000). En el mismo sentido, la 
proporción de viviendas en condiciones materiales no adecuadas para la 
salud de las personas mayores crece a medida que la pobreza lo hace: 77.3 
frente a 41.8%, para los quintiles I y V, respectivamente (p=0.000).

En promedio, poco más de una cuarta parte de la población de estudio 
carecía de acceso a servicios de salud, aunque las diferencias por estrato 
socioeconómico no fueron significativas. Lo que llama la atención es que 
en el estrato más pobre una mayor proporción de ancianos percibía su 
salud como no adecuada, en comparación con los sujetos del estrato me-
nos pobre (respectivamente, 32.4 frente a 22.1%; p=0.000).

Tres indicadores que evidencian la ausencia de apoyo emocional en la 
población de estudio son: no tener con quien platicar, comer sola o solo la 
mayor parte del tiempo y no decidir sobre la preparación de los alimentos. 
Este último indicador refleja, además, la imposibilidad de tomar decisio-
nes importantes no sólo para sí mismo, sino también para la dinámica del 
hogar. En el primero de este conjunto de indicadores no se observan dife-
rencias significativas entre estratos. La mitad de los ancianos más pobres 
carecía de compañía cuando ingería sus alimentos, mientras que poco más 
de la cuarta parte de los sujetos en el estrato menos pobre reportó esta 
misma experiencia (p=0.000). La condición de no decidir sobre cómo pre-
parar sus propios alimentos se distribuye, en cambio, en un sentido inver-



C
u

a
d

r
o

 1

In
di

ca
do

re
s 

se
le

cc
io

na
do

s 
de

 d
ep

en
de

nc
ia

 s
eg

ún
 q

ui
nt

il 
de

 g
as

to
s 

en
 e

l h
og

ar
 p

er
 c

áp
it

a 
en

 p
ob

la
ci

ón
 d

e 
70

 y
 m

ás
 a

ño
s.

 C
iu

da
d 

de
 M

éx
ic

o,
 2

00
3

Fu
e

n
t

e
: e

nc
ue

st
a 

di
re

ct
a.

V
id

a 
de

pe
nd

ie
nt

e 
o 

ca
si

 d
ep

en
di

en
te

 (LAIV



D

)
Si

n 
fu

en
te

 d
e 

in
gr

es
o

N
o 

tie
ne

 q
ui

en
 le

 a
yu

de
 c

on
 d

in
er

o
N

o 
es

 je
fa

(e
) d

e 
su

 h
og

ar
M

en
os

 d
e 

pr
im

ar
ia

 
V

iv
ie

nd
a 

en
 c

on
di

ci
on

es
 m

at
er

ia
le

s 
no

 s
al

ud
ab

le
s 

Si
n 

se
rv

ic
io

s 
de

 s
al

ud
Sa

lu
d 

no
 a

de
cu

ad
a 

(a
ut

o-
re

po
rt

ad
a)

C
om

e 
so

lo
 la

 m
ay

or
 p

ar
te

 d
el

 ti
em

po
N

o 
tie

ne
 c

on
 q

ui
en

 p
la

tic
ar

N
o 

de
ci

de
 c

óm
o 

pr
ep

ar
a 

su
s 

al
im

en
to

s

% 11
.5

23
.8

21
.9

29
.7

84
.0

77
.3

43
.0

32
.4

54
.7

28
.1

18
.7

n 29 61 56 76 21
5

19
8

11
0 83 14
0 72 48

I

% 13
.8

17
.7

19
.7

37
.4

76
.1

62
.5

33
.3

28
.4

41
.1

22
.2

20
.2

n 35 43 48 91 18
5

15
2 81 69 10
0 54 49

II

% 15
.9

19
.2

23
.2

39
.2

74
.0

58
.4

38
.8

22
.4

34
.4

22
.8

21
.2

n 40 48 58 98 18
5

14
6 97 56 86 57 53

III


% 18
.6

21
.3

18
.1

41
.8

61
.8

49
.4

38
.1

23
.7

32
.1

22
.1

25
.7

n 47 53 45 10
4

15
4

12
3 95 59 80 55 64

IV

% 19
.0

22
.5

16
.1

52
.2

49
.0

41
.8

40
.6

22
.1

28
.1

20
.1

26
.9

n 48 56 40 13
0

12
2

10
4

10
1 55 70 50 67

V

p

0.
00

0
0.

54
5

0.
27

0
0.

00
0

0.
00

0
0.

00
0

0.
79

6
0.

00
0

0.
00

0
0.

03
8

0.
03

2



26  |   José Alberto Rivera Márquez

so al indicador anterior, ya que, a mejor nivel socioeconómico, menor 
proporción de sujetos que toman la decisión antes referida: 26.9 frente a 
18.7%, para los estratos alto y bajo, respectivamente (p=0.032).

Los resultados de este trabajo llaman la atención sobre posibles formas 
en las que, ante condiciones de pobreza y desigualdad, los ancianos son 
dependientes más allá de las dimensiones físicas o mentales del término. Las 
carencias sociales, económicas y ambientales fragilizan a los ancianos (Mar-
kle y Browne, 2003), generándoles formas complejas de dependencia.

conclusiones

El análisis de la dependencia en los ancianos no es sencillo porque invo-
lucra procesos de distinta naturaleza y complejidad. Existen formas y ex-
presiones de dependencia en la vejez, más allá de la disminución de la 
funcionalidad física y las capacidades intelectuales. Las carencias econó-
micas, la falta de protección social, la imposibilidad de participar en la 
toma de decisiones, el abandono y la ausencia de ambientes saludables 
fragilizan a los sujetos viejos, los hacen dependientes. La determinación 
de la dependencia es social e histórica, responde a una lógica de acumula-
ción en la que la vida y sus distintas etapas interesan en la medida en la 
que generan plusvalor. Los ancianos han dejado de ser útiles en esos tér-
minos y para muchos sólo queda esperar la muerte en condiciones de 
abandono social, y con frecuencia familiar. En este trabajo se han analiza-
do algunos datos para América Latina y México, a partir de los cuales es 
posible generar hipótesis para aproximaciones más pormenorizadas a los 
distintos ángulos y matices del tema.

Las políticas públicas para enfrentar la dependencia deben reconocer 
la complejidad antes descrita, superando las ideas tradicionales –y prejui-
ciosas– que sugieren que los adultos mayores son improductivos y enfer-
mos por definición, que constituyen una carga para los hogares, para 
otros sujetos y para el Estado. Asimismo, deben partir del hecho de que 
los viejos constituyen un grupo poblacional heterogéneo y que, en conse-
cuencia, sus necesidades y carencias no son iguales en todos.

Es una obligación de los Estados que las políticas públicas dirigidas a 
las ancianas y a los ancianos sean consecuentes con un enfoque de dere-
chos. En México, por ejemplo, la Ley de los Derechos de las Personas 
Adultas Mayores de 2002, y con reformas en el 2012, representa un avan-



Aspectos generales de la dependencia: una visión global  |   27

ce en el reconocimiento de los viejos como sujetos de derecho, pero aún 
falta por hacer. Desde la academia es posible contribuir a fortalecer la ley 
y las intervenciones que apunten al mejoramiento de la calidad de vida en 
este sector de la población.
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En 1975, Robert Butler escribió, en su obra ganadora del premio 
Pulitzer, “Sólo podremos superar la desventaja manifiesta en la di-
ferencial de longevidad a través de la educación, la generación de 

riqueza y la conquista de la enfermedad [...] lo que sigue en importancia, 
en mi opinión, es el tema de los derechos humanos de las personas mayo-
res”. Ello hace casi 40 años, su clara visión demostró la problemática re-
lativa a la desventaja social y los derechos humanos de las personas 
mayores, al pronunciarse acerca de la necesidad de un reconocimiento 
específico de estos derechos.

En México el tema cobra particular actualidad, pues atravesamos un 
momento de transición demográfica que nos hace agudamente conscientes 
de las necesidades aún no resueltas de nuestros mayores. Hoy en día hay 
más adultos mayores de 60 años que niños menores de 5. Esto en virtud 
de que a la fecha, hemos mejorado nuestra esperanza de vida, que supera 
ya los 77 años en promedio al nacimiento (Conapo, 2013). Esto nos colo-
ca en el lugar 44 a escala mundial con un buen desempeño en el indicador 
aunque con una desigualdad muy importante que prevalece aún, determi-
nada por la grave desventaja social aparejada a la pobreza en que vive la 
mitad de la población de nuestro país (Global AgeWatch, s/f).

El desarrollo del texto que sigue comprende cinco puntos: primero, la 
necesidad de reconocer la nueva imagen de la vejez; la realidad ya superó 
el imaginario que aún prevalece a ese respecto. En segundo lugar, el tema 
de la autonomía y cómo trascenderla. En seguida se presenta una pro-
puesta acerca de cuál es el paradigma al que debiéramos referirnos en su 
lugar; y en consecuencia, porqué colocar a la prevención de la dependen-

De la dependencia a la autonomía: 
una reflexión sobre el valor intrínseco de la vejez

Luis Miguel Gutiérrez Robledo
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cia en el centro de nuestra preocupación, para cerrar con una reflexión 
final acerca del enfoque de envejecimiento positivo.

El esquema tradicional de organización de la vida humana ha cambia-
do dramáticamente casi sin que nos demos cuenta. Nuestra organización 
social gira alrededor del tradicional reconocimiento de la existencia de 
tres etapas en la vida humana. Esto se expresa por ejemplo en numerosas 
representaciones pictóricas, pero en la realidad presente, en una sociedad 
organizada para acoger a tres, convivimos ya cuatro y en ocasiones hasta 
cinco generaciones. Es claro que el espacio social para dar cabida a estas 
nuevas generaciones no existe aún y ello es causa de conflicto. La infancia 
y la edad adulta ocupan el mismo lugar de siempre, el espacio tradicional 
de la vejez, lo ocupan los más ancianos; pero aquellos que ahora se en-
cuentran entre la edad adulta y la vejez extrema no encuentran aún su 
propio lugar.

Pero el punto que nos ocupa en este contexto es ¿cuál es la imagen del 
envejecimiento en México al día de hoy? (Figura 1) 

Figura 1
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Una manera objetiva de responder a esta pregunta es a partir de la 
observación de la moda de los datos del Censo 2010. Tal análisis nos 
muestra cómo la imagen “promedio” corresponde a una mujer plena-
mente funcional de 72 años, que sabe leer y escribir, que vive en pareja y 
tiene acceso a servicios de salud. Ciertamente la imagen de esta mujer ya 
es muy diferente de la imagen tradicional de la abuelita encorvada, des-
dentada y con bastón. La realidad del envejecimiento en el México de 
hoy ha rebasado ya los estereotipos que, sin embargo, aún prevalecen. 
Ahora bien, es cierto que si nos referimos al segmento de la población 
mayor de 80 años; la imagen de este grupo sigue encajando en el estereo-
tipo prevalente. Ciertamente en esta etapa de la vida, la probabilidad de 
sufrir una discapacidad es doble, ya no es del 20% sino del 40%, y es 
cada vez más probable a mayor edad (Cárdenas y González, 2012). De 
hecho, de acuerdo con los datos de la Encuesta nacional de salud y nutri-
ción 2012, la frecuencia de la discapacidad es aún más elevada y adversa-
mente influenciada por la desventaja social. Es cierto, la probabilidad de 
vivir discapacitado se dispara después de los 80 años (INSP, 2012). Es in-
teresante también observar cómo la esperanza de vida libre de discapaci-
dad se ha venido desplazando. Al comparar las cifras de prevalencia de la 
discapacidad para el Censo 2000 es evidente cómo el inicio de la pendien-
te ascendente de la discapacidad se ha venido desplazando hacia edades 
más avanzadas. Si bien en parte esto es efecto de la forma como la esta-
mos midiendo, la realidad es que tanto la discapacidad como la morbili-
dad se están comprimiendo, hacia los últimos años de la existencia.

Con frecuencia se equipara la vejez con la enfermedad y la dependen-
cia. Sin embargo, en un análisis de los datos de la Encuesta nacional de 
salud y nutrición 2006 recientemente publicado (González et al., 2011); 
demostramos cómo el costo de la atención a la salud en familias que tie-
nen adultos mayores en su seno es hasta 50% mayor cuando éstos están 
enfermos, pero en este mismo artículo también pusimos en evidencia 
como cuando la persona mayor conserva la salud, en realidad esos costos 
no se incrementan y el costo de mantenerlos en esa condición es aún me-
nor que en adultos en edad media de la vida. No podemos perder esto de 
vista, puesto que si logramos diferir el momento en que la enfermedad 
nos afecta y repercute en la capacidad funcional podemos ganar mucho 
también en términos de ahorro en gasto en salud.

Un grupo de distinguidos especialistas en envejecimiento publicó en 
2012 en The Lancet una carta –Lloyd-Sherlock et al. (2012)– dedicada a 
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recordar el tema del Día Mundial de la Salud: la salud de los adultos ma-
yores. En esta carta al editor, se insiste primero en que la creciente longe-
vidad de nuestras poblaciones debe ser motivo de celebración. La 
“democratización” de la vejez es un logro gigantesco. Seguidamente se 
destaca que, sí, efectivamente tenemos que reinventar el abordaje de este 
reto, las fórmulas hasta ahora adoptadas probablemente ya no son las 
más apropiadas. Debemos reconocer que el tema clave en el fondo es la 
dependencia. Si al envejecer no deviniéramos dependientes, la vejez en 
realidad no sería un tema. Es ahí donde está el verdadero reto y donde 
debemos enfocar nuestra atención.

El reconocimiento de la dependencia como el verdadero reto tras el 
envejecimiento nos empuja hacia un cambio de paradigmas. A la vez, 
asumir el nuevo rostro de la vejez, y reconocer la preservación de la auto-
nomía como el principal objeto de nuestro interés. No se trata de cambiar 
la imagen del envejecimiento. Ésta ya cambió. Ahora hay que hacerlo sa-
ber a todos, la situación del envejecimiento en México hoy es diferente; la 
evidencia disponible da fe de una mejor calidad de vida al envejecer. Las 
acciones, además de valorizar las capacidades de nuestros mayores deben 
desarrollarse para permitir la consolidación de los lazos entre las genera-
ciones que van encontrando su espacio en los distintos ámbitos de la so-
ciedad. Así contribuiremos a prevenir la dependencia. Más aún: es 
necesario trascender el concepto de autonomía. La autonomía es con fre-
cuencia definida como la ausencia de dependencia. El Consejo de Europa 
define a la dependencia como “la necesidad de ayuda o asistencia impor-
tante para las actividades de la vida cotidiana” (MTAS, 2005:21), tal vi-
sión es simplista y está desarraigada de los orígenes filosóficos y morales 
que han hecho del concepto de autonomía el valor fundamental del que-
hacer gerontológico. Es quizás demasiado limitada. Según la filosofía mo-
ral de Kant la autonomía se define como la capacidad de gobernarse a sí 
mismo guiados tan sólo por el imperativo categórico, principio universal 
de la ley moral. Presupone la capacidad de juicio, es decir, de prever y de 
elegir y la libertad de actuar, aceptar o rechazar en función del propio 
juicio. La autonomía de una persona tiene que ver tanto con la capacidad 
como con la libertad pero se distingue de esta última. Concierne a la in-
dependencia y a la autenticidad de los valores y emociones que mueven al 
acto. La autonomía “básica” es el mínimo necesario para ser responsable, 
independiente y capaz de expresarse por uno mismo; implica que los adul-
tos que no sufren de afecciones debilitantes o se encuentran bajo condicio-
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nes de opresión son autónomos. La autonomía “ideal”, es un logro al que 
cabe aspirar y según el cual la persona se vería libre de cualquier influen-
cia ajena que pudiese distorsionar sus intenciones. La autonomía “básica” 
requiere entonces una base más amplia pues se relaciona con otros “mar-
cadores” de estatus como la responsabilidad moral o legal. Es además un 
criterio de estatus político. Más aún, el ser autónomo es una barrera fren-
te al paternalismo. La falta de autonomía, como se da en los niños invita a 
la simpatía y a la piedad o al paternalismo. Ese paternalismo que aún pre-
valece en muchos modelos de atención al adulto mayor y se torna en un 
problema en sí mismo.

Las intervenciones paternalistas pueden ser tanto interpersonales como 
legales. Se distinguen no por la naturaleza de los actos, sino por la justifi-
cación que se les atribuye. Conciernen a una interferencia con las accio-
nes o el saber de las personas y contra su propia voluntad con el 
propósito de hacerles un bien. En la situación que nos ocupa, el respeto 
de la autonomía debe evitar aquellas intervenciones que involucran un 
juicio de valor acerca de la capacidad de decidir. Es decir, la autonomía 
conlleva capacidad de decisión y el paternalismo no la respeta.

Vivimos actualmente una paradoja: la duración de la vida no cesa de 
aumentar haciendo común y de algún modo, normal a la vejez, pero el 
desarrollo de los espacios sociales no ha seguido el ritmo de la realidad 
biológica. Por ello, para nuestros mayores es difícil encontrar su lugar en 
la sociedad y correlativamente, un valor a su vejez.

Se hace necesario entonces un cambio de paradigma pasando del prin-
cipio de autonomía (optimización de la vejez) o incluso, y muy particular-
mente, contra la corriente de la medicina antienvejecimiento que refleja la 
tendencia a la negación de la vejez; hacia el deseo de envejecer para cul-
minar la autorrealización; y sobre todo, el reconocimiento del valor in-
trínseco de la propia vejez.

Pues cada edad tiene sus placeres, su ánimo y sus costumbres (Boileau, 
1941) y merece ser vivida con plenitud y aquí entra la perspectiva de ser. 
No se trata de combatir el envejecimiento como a una plaga, sino de 
aceptarlo, reconocerlo y vivir al máximo con todas las oportunidades que 
nos ofrece.

No sólo se trata de reivindicar la necesidad de un deber moral o social 
con respecto a los mayores. Ello ha tenido como consecuencias, entre 
otras, la infantilización o peor aún, la sobrevaloración compensatoria. 
Pensar en el valor intrínseco de la vejez invita a seguir el camino inverso: 



36  |   Luis Miguel Gutiérrez Robledo

hacer que mediante la autorrealización, el valor intrínseco de la propia 
vejez se proyecte hacia nosotros y cambie nuestra concepción al respecto. 
Se trata de permitir que el ethos impregne las normas sociales y de conse-
guir que los cambios institucionales no sean enteramente dictados por las 
variables económicas o las directrices tecno-científicas. Se trata también 
de permitir que el impulso vital y el carácter de esta etapa impregnen las 
normas sociales y nos permitan llevar a cabo las transformaciones insti-
tucionales y del espacio social que se requieren conseguir.

Queremos alcanzar una redefinición de normas y valores a este propósi-
to desde la ética, pero admitiendo que la ética no es ni del orden de la mo-
ral social o de las normas efectivamente aplicadas, ni del orden de la moral 
del deber o de las obligaciones formales donde se pierden los valores; es en 
el marco de una ética de vida, el ethos, en el modo de ser, donde se debe 
incider. Se trata entonces de ubicarse del lado del deseo, de la afirmación, y 
de expresar así el deseo de vivir y de actuar de acuerdo con cada etapa de 
la vida en que nos encontremos. Incluso, y particularmente, aceptando y 
dándole un sentido positivo al envejecer.

Es así que podríamos trascender el valor de la autonomía, y valorar 
mejor a la vejez, como una etapa plena de la vida humana que merece ser 
vivida. Ello nos conduce a la necesidad de un cambio de paradigma. Mu-
chos adultos mayores en este contexto esperan ahora una nueva transi-
ción: pasar de ser objetos de protección a ser sujetos de derechos, con 
acceso pleno a las libertades y servicios fundamentales que la mayoría de 
las personas dan por sentados, desarrollados en forma respetuosa y sensi-
ble a las diferencias. Se trata pues de dejar atrás la concepción de la aten-
ción al envejecimiento como cuestión de caridad o de asistencia social y 
adoptar la perspectiva de satisfacción de derechos. Así como hoy hemos 
hecho realidad el derecho al acceso a la salud, aspiramos a hacer realidad 
el derecho de tener una vejez saludable y activa.

Se trata de cambiar la imagen de la vejez para permitir un ejercicio 
vivo de los derechos humanos de los adultos mayores. En las representa-
ciones sociales, la asimilación de la vejez a la dependencia conduce a una 
homogeneidad equívoca: la de la pérdida de la autonomía y de la facultad 
de decidir por uno mismo al envejecer. La primera no implica la segunda. 
Sabemos bien que no es el caso; 80% de los mayores de 60 años son ple-
namente independientes, no tienen discapacidad alguna. Sin embargo, es 
significativo que se insista sobre la libertad de elegir como si los adultos 
mayores estuviesen hoy todos privados de un derecho que se reconoce 
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para los demás y que no se les podría devolver sino a partir de una solem-
ne declaración.

Ahora bien, para permitir que los adultos mayores hagan valer esta li-
bertad en cualquier circunstancia, se requiere de dispositivos que permitan 
la expresión de la voluntad aun en presencia de deterioro cognoscitivo. 
Dispositivos que por anticipación, o por delegación del poder en una ter-
cera persona, podrían ser puestos en práctica (mandato de protección fu-
tura, designación de una persona de confianza, y no sólo directrices 
anticipadas). A este respecto encontramos una serie de barreras que han 
de ser superadas: primera: la existencia de zonas grises donde la capacidad 
de decisión de la persona puede ser puesta en entredicho o expresarse tan 
sólo de manera no verbal. Segunda: la necesidad de articular la libertad 
individual de decisión del adulto mayor con las posibilidades de su entor-
no (vg. la entrada en institución). De manera más general el riesgo indivi-
dual asumido por el adulto mayor (v.g. rechazo de la atención) puede 
entrar en conflicto con los principios éticos de la colectividad o tener con-
secuencias adversas para ésta.

Dicho lo anterior, no podemos cerrar los ojos y decir que al envejecer 
la vulnerabilidad y la fragilidad no existen. Ciertamente al estudiar a las 
poblaciones de edad avanzada enfrentamos esta ambivalencia: efectiva-
mente, casi 70% de nuestros mayores se encuentran en buenas condicio-
nes de salud, pero 25% tiene alguna discapacidad y 5% son totalmente 
dependientes, estamos hablando de cerca de 600 mil personas en situa-
ción de absoluta dependencia (ESDS, 2013). Un factor agravante es la 
desventaja social. Es bien conocido el fenómeno del precoz envejecimien-
to de los más pobres (Crimmins et al., 2009). Y en la más reciente En-
cuesta nacional de salud y nutrición se observa con claridad el gradiente 
social del deterioro funcional. Los pobres son mucho más vulnerables 
desde esta perspectiva y exhiben una mayor probabilidad de discapaci-
dad en función del quintil de ingreso.

Si bien en México tenemos un buen desempeño en indicadores como la 
esperanza de vida al nacimiento y a los 60 años, adolecemos aún de una 
considerable brecha entre la esperanza de vida y la esperanza de vida en 
salud. Tenemos una esperanza de vida de 77 años en promedio y una espe-
ranza de vida en salud de apenas 65. Enfrentamos además el riesgo de que 
esa brecha se siga ensanchando pues el perfil de salud de los mexicanos 
más jóvenes no es mejor que el de los viejos. En los próximos años enfren-
taremos una considerable expansión de la morbilidad, pasaremos más 
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tiempo en vida, pero bajo la carga de la enfermedad y eventualmente de la 
dependencia. En ese sentido, es importante actuar de inmediato en dos ver-
tientes: con una perspectiva de curso de vida, desarrollar programas de 
acción específica para la prevención de la dependencia entre la población 
que va avanzando en edad, y en paralelo, desarrollar un sistema de cuida-
dos de largo plazo de base comunitaria del cual adolecemos.

Por ello y por otras razones que dificultan el acceso a los servicios, debe-
mos admitir que nuestro sistema de salud se ha tornado ineficiente para 
abordar la salud del adulto mayor, y en particular, una vez que el deterioro 
de su salud compromete la capacidad funcional.

La dependencia que afecta al menos al 5% de la población de adultos 
mayores mexicanos y el deterioro funcional que compromete al menos al 
25% afecta seriamente la calidad de vida. Además, este fenómeno, aún 
oculto, es en realidad ya muy oneroso. ¿Qué tanto? A partir de la revisión 
de las cuentas nacionales de salud, podemos cuantificar el valor del traba-
jo no remunerado en salud. Éste corresponde al trabajo que desempeñan 
las familias cuidando de sus enfermos y dependientes. Su valor es equipa-
rable al gasto total en atención hospitalaria, es decir, 19% frente a 21% 
del PIB de salud total (INEGI, 2012).

Esta sola constatación basta para poner en evidencia porqué la preven-
ción de la dependencia debe constituirse en el principal objetivo de la aten-
ción del adulto mayor. Necesitamos, para ello, insertar el enfoque 
gerontológico o de edad en la totalidad de las políticas públicas, así como 
lo hemos venido haciendo con el enfoque de género. Esto permitirá que de 
una manera transversal avancemos hacia una sociedad más saludable que 
permita con una mayor probabilidad permanecer a lo largo de la vida en 
condiciones de autonomía, es decir, envejecer sanos y activos. Ahora bien, 
ciertamente es deseable evitar la indiscriminada generalización de estas 
acciones. En un contexto de limitación de recursos para este propósito, es 
muy importante, en una primera etapa, focalizar las acciones en poblacio-
nes específicas, en razón de condiciones de riesgo tales como la fragilidad 
o la vulnerabilidad social. Debemos además seguir interviniendo para dis-
minuir la brecha de la desventaja social con acciones como las micro-pen-
siones no contributivas; y a ello hay que sumar una serie de intervenciones, 
bajo la línea de las establecidas en el programa de ciudades amigables con 
los adultos mayores, para disminuir las barreras del entorno y contribuir 
así a mitigar el riesgo de dependencia en todas sus formas.
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En la actualidad, los planes de ayuda que tenemos se centran funda-
mentalmente en el apoyo económico a los individuos. Hemos comenzado 
a desarrollar en algunos entornos un trabajo sistemático orientado a la 
formación de cuidadores formales e informales. En general enfatizando 
en el capital humano para apoyar al adulto mayor frágil cuando que, en 
realidad, las alternativas de apoyo posible son muy diversas y no han sido 
suficientemente consideradas. Ni siquiera la declaración de Brasilia inclu-
ye un abordaje sistemático de la prevención de la dependencia, en reali-
dad las acciones que ahí se proponen son todavía de alcances limitados a 
este respecto, tendríamos que avanzar mucho en la identificación y en el 
control de la incidencia de los factores de riesgo de devenir dependientes. 
Para ello es necesario además generar un nuevo modelo de atención mé-
dico social que nos permita un abordaje global de las acciones de preven-
ción de la dependencia. Hay que tener muy presente además, que ello no 
será posible sin la participación activa y comprometida de la comunidad 
y de la familia. Cualquier política pública que se genere en este sentido ha 
de considerar los incentivos necesarios para mantener y acrecentar esta 
participación familiar y comunitaria. Es claro que para avanzar, necesita-
mos también seguir generando conocimiento en este ámbito.

Para concluir, podemos abordar el tema del envejecimiento desde dos 
puntos de vista, en apariencia encontrados. Por una parte con una pers-
pectiva de suma cero, es decir, como un problema, un conflicto, en pocas 
palabras: el apocalipsis de los viejos, que es un pozo sin fondo y donde no 
hay dinero que alcance. Los costos irían para arriba y no habría espacios 
en el ámbito laboral para que convivan jóvenes y viejos. Pero también lo 
podemos ver desde un ángulo positivo, con una perspectiva de curso de 
vida que nos permitiría armonizar las interacciones entre las distintas 
generaciones, a partir de la valorización y el reconocimiento del aporte 
que este grupo social sigue haciendo a la comunidad, reforzando las ideas 
de que cada generación aporta valor a la sociedad, de que es posible en-
vejecer sanos y activos a partir de promover el envejecimiento saludable. 
Probablemente lo que debemos repensar, es cuál es el espacio social que 
ocupa la edad media de la vida, edad que se está ensanchando, haciendo 
recular al envejecimiento. Se debe reconocer que la sociedad da cabida 
por igual a jóvenes y viejos. El enfoque de envejecimiento positivo como 
política pública (Figura 2) no se limita a solucionar problemas de salud 
sino que busca preservar la autonomía individual y la integración a la 
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sociedad. Así como un nivel de bienestar subjetivo comparable al de los 
sujetos más jóvenes.

Figura 2
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Ahora bien, esto no será posible sin abordar eficazmente las enferme-
dades crónicas no transmisibles y previniendo la dependencia funcional. 
Tampoco se llevará a cabo sin generar un nuevo modelo de atención mé-
dico social integrado a los servicios vigentes. Para ello podemos auxiliar-
nos de la innovación tecnológica que ofrece recursos muy interesantes 
para alcanzar a un mayor número de personas mayores que siguen siendo 
autónomas y productivas, aunque no necesariamente en el sentido econó-
mico, conforme envejecen. Se trata, en última instancia, de darnos la 
oportunidad de vivir más y mejor, asumiendo plenamente cada una de las 
etapas de la existencia y aprendiendo a apreciarlas en su justo valor.

Finalmente, no podemos dejar de insistir en que a todo derecho van 
aparejadas responsabilidades. Más allá de lo que hagamos desde la pers-
pectiva de derechos humanos, estamos obligados a asumir las responsabi-
lidades individuales y comunitarias que se desprenden de este enfoque.
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bioética

La bioética surge como respuesta a los conflictos suscitados por el 
rápido avance del conocimiento científico y tecnológico, así como 
su impacto sobre la existencia de todos los seres vivos y el planeta.

Es considerada un campo de conocimiento que reflexiona acerca de los 
conflictos que surgen en relación con el actuar humano y su incidencia 
real o potencial en la vida en el planeta, tanto en la actualidad como en 
generaciones futuras.

El término bioética fue acuñado por Fritz Jahr en 1927, quien lo defi-
nió como la ética de las relaciones de los seres humanos con los animales 
y la naturaleza. Años más tarde, en 1970, Van Rensselaer Potter publicó 
su artículo “Bioética, la ciencia de la supervivencia”, en el que apareció 
por vez primera el término bioética en una publicación, con una visión 
holística y de corte ambientalista, que integraba a todas las áreas del co-
nocimiento en una lucha por la continuidad de la vida en la Tierra.

Aunque en sus inicios la bioética fue de dominio básicamente anglo-
sajón, posteriormente se extendió a los países europeos y ha tenido un 
importante desarrollo en gran parte del mundo, por lo que, actualmente, 
se puede hablar de una bioética internacional con diferentes grupos, vi-
siones y análisis particulares.

Políticas públicas, bioética y dependencia*

Manuel H. Ruiz de Chávez
Nathalie Curuchet Pi-Suñer

* La Comisión Nacional de Bioética extiende su reconocimiento a Alexandra Olmos 
Pérez y a María de los Ángeles Marina Adame Gayosso por su colaboración para la elabo-
ración del presente artículo.
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Si bien las ciencias cada vez definen más a la vida –y no solamente a la 
vida humana, sino a la vida en general–, es la bioética la que busca que ésta 
pueda existir con dignidad. Es por esto que debemos dar a conocer y fo-
mentar cada vez más el conocimiento y estudio de la bioética, no sólo como 
una disciplina académica, sino como una manera de pensar y actuar.

En ese sentido, la bioética se constituye como un espacio dialógico e 
interdisciplinario que permite abarcar temas y conflictos éticos muy di-
versos y cambiantes, ejemplo de ello es el envejecimiento, la problemática 
que hoy nos reúne y que tiene diversos conflictos éticos que es necesario 
abordar. La ventaja de hacerlo desde la perspectiva bioética consiste en 
que para establecer un diálogo es necesario no sólo expresar las propias 
razones, sino escuchar las ajenas, aun cuando éstas expresen puntos di-
vergentes a los propios.

aspectos bioéticos en torno al envejecimiento

En lo relativo al envejecimiento existen ciertas problemáticas y temas que 
presentan retos desde el punto de vista de la bioética, puesto que sin duda 
todo aquello que se encuentra relacionado con la vida y la salud de las 
personas, así como la toma de decisiones y la formulación de políticas 
públicas al respecto, es relevante para ésta. En este sentido, la Comisión 
Nacional de Bioética (Conbioética) ha puesto énfasis en abordar, desde la 
perspectiva de la bioética, el tema del envejecimiento.

Algunos de los principales aspectos que valdría la pena mencionar tie-
nen que ver con la vulnerabilidad asociada a la vejez y generada a partir de 
la dependencia que resulta de la falta de oportunidades y discriminación, 
así como con el ejercicio de la autonomía en la toma de decisiones que ten-
gan injerencia en la salud y la calidad de vida de las personas, que no sola-
mente se hacen a partir de la voluntad ni de la razón, puesto que todo ser 
humano se ve influenciado por su entorno. La autonomía en ese sentido es 
una construcción cultural cuyo contenido se va modificando con el paso 
del tiempo por las influencias que recibimos (Ibarzabal, 2007).

La noción de autonomía tiene una relación muy estrecha con el con-
cepto de competencia, es decir, la posibilidad de desenvolverse adecuada-
mente tanto a nivel individual como en el contexto de una colectividad. 
Desde el punto de vista jurídico, son las tareas y roles concretos los que 
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definen qué debe ser capaz de hacer la persona evaluada para ser conside-
rada, o no, competente (Llovet, 2003).

En este sentido, no debe perderse de vista la importancia de la compe-
tencia en el ejercicio de la autonomía, que al final del día es una expresión 
de la libertad, ya en el momento que una persona no es competente re-
quiere ser protegida para que precisamente no se afecten sus derechos, 
dada su condición de vulnerabilidad. Es necesario enfrentar con acciones 
acordes a la dignidad de estas personas la inminente dificultad en el ejer-
cicio de la autonomía que resulta del proceso natural de envejecimiento, 
y en ese sentido debemos trabajar para que esta situación les permita vi-
vir esta etapa de la mejor manera posible.

Es necesario generar una cultura en la que el adulto mayor no sea con-
cebido como una carga a la sociedad y el envejecimiento como algo nega-
tivo, puesto que el proceso natural de deterioro biológico o físico no 
implica que los planes de vida se hayan agotado y que un adulto mayor 
pierda su valía tanto individual como colectiva. La vida de un adulto ma-
yor no sólo tiene valor por el aprendizaje adquirido y sus aportaciones a 
la sociedad, lo tiene por el simple hecho de que son seres humanos.

Actualmente se tiende a considerar que los adultos mayores no son 
capaces de tomar decisiones, especialmente en lo que concierne a su vida 
y su salud, y no tienen posibilidades reales de acceder a oportunidades 
que les permitan tener la mejor calidad de vida posible, en condiciones 
dignas. Esto tiene que cambiar.

No podemos perder de vista que los adultos mayores constituyen un 
grupo en situación de vulnerabilidad, misma que está asociada a la incerti-
dumbre y a la probabilidad de recibir un daño o lesión (Ortiz, 2008), pero 
sobre todo a la obstaculización que existe en el ejercicio de sus derechos.

La vulnerabilidad es un rasgo antropológico descriptivo de la fragilidad 
humana y se manifiesta en tres planos: vulnerabilidad vital (la fragilidad de 
mantenerse con vida), vulnerabilidad de subsistencia (las dificultades de 
asegurar los elementos biológicos necesarios para mantenerse y desarro-
llarse) y la vulnerabilidad existencial (incluyendo la vulnerabilidad social, 
que son los avatares que amenazan la prosecución del proyecto de vida que 
cada cual persigue) (Kottow, 2008). También se dice que el ser vulnerable 
tiene necesidad de ayuda, de cuidado y protección, por lo cual no pueden 
desatenderse las necesidades de los adultos mayores.

Es así como la vulnerabilidad de los adultos mayores nos plantea, des-
de una perspectiva ética, el deber moral de proteger al sujeto en las dife-
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rentes etapas y circunstancias de su vida, incluso al final de ella, puesto 
que en ese momento se encuentran inmersos una serie de actores, intere-
ses y valores, y en ocasiones hemos obviado quién es el sujeto sobre el 
cual habrá de recaer la decisión.

El envejecimiento muchas veces es considerado como una carga a nivel 
económico y social, como un problema a resolver. Se piensa que los adul-
tos mayores ya no tienen motivaciones, planes de vida, pero, por el con-
trario, en la vejez misma existe vitalidad, y hay estudios que demuestran 
que con la edad las personas tienden más fácilmente a la aceptación de las 
circunstancias en las que viven, y muchos factores como la ambición, la 
frustración, el estrés, entre otros, van desapareciendo, por lo que son más 
propensos a disfrutar y valorar la vida, es decir que con la madurez física 
o biológica adquirimos también una madurez vital o valorativa.

No debemos entender al final de la vida como algo ajeno a la vida, 
sino como parte de la vida misma. Por ello, es necesario reorientar la 
atención hacia qué es lo que la persona quiere, respetar su decisión en 
relación con la atención o el tipo de cuidado que desea recibir, y en su 
caso permitir que viva sus últimos momentos con dignidad, acorde con la 
visión que cada individuo tiene sobre la vida y la muerte, así como lo 
bueno y lo deseable en esa situación. El adulto mayor no es la excepción, 
hay que respetar y fomentar su participación y su decisión incluso en los 
últimos momentos de su vida.

políticas públicas

Las políticas públicas, son el producto de los procesos de toma de deci-
siones del Estado frente a determinados problemas públicos. Estos proce-
sos de toma de decisión implican acciones u omisiones de las instituciones 
gubernamentales. Su éxito consiste en la participación de la sociedad a la 
que va dirigida.

Es fundamental incluir un enfoque bioético en la elaboración de las 
políticas públicas, en virtud de que constituyen una herramienta para rea-
lizar las decisiones y consideraciones que se lleven a cabo desde esta dis-
ciplina para el tratamiento de problemas concretos que se relacionen con 
su objeto.

De tal manera que corresponde a la Comisión Nacional de Bioética 
establecer las políticas públicas de salud vinculadas con la temática bioé-
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tica, según lo establecido en su Decreto de Creación. La reflexión sobre 
las políticas públicas forma parte de las líneas de acción y ejes temáticos 
de la Comisión Nacional de Bioética.

La bioética es fundamental para fortalecer la planeación de acciones 
de gobierno, pues, a partir de su carácter dialógico, incluyente y plural, 
ayuda a construir alternativas que concilian los intereses divergentes que 
se encuentran en la sociedad, con el fin de procurar el bienestar de las 
personas y las comunidades.

políticas públicas en torno al envejecimiento en méxico

En la década de 1970 se dio un importante desarrollo en México en tor-
no al tema del envejecimiento debido a que en el escenario internacional 
se empezó a generar esta preocupación en virtud de la transición demo-
gráfica que vivían ya desde entonces los países desarrollados.

A finales de la década de 1980 se generaron también programas y po-
líticas relevantes en instituciones como el Instituto Mexicano del Seguro 
Social (IMSS), el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado (ISSSTE) y el Sistema Nacional para el Desarrollo Inte-
gral de la Familia (DIF), pero el tema de las personas adultas mayores es 
plasmado explícitamente en el Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000, 
por lo que es en este sexenio que el tema demográfico comienza a tener 
mayor presencia en el desarrollo de políticas públicas.

El primer instrumento jurídico específico en la materia se promulgó en 
Yucatán en 1999, en la Ley para la protección social de las personas en 
edad senescente del estado de Yucatán, y en diciembre de ese mismo año 
se publicó la Ley de los derechos de las personas adultas mayores del 
Distrito Federal.

La administración del periodo 2000-2006 marcó un nuevo impulso al 
tema del envejecimiento, plasmando de manera amplia líneas de acción y 
estrategias en el Plan Nacional de Desarrollo, pero sobre todo es relevan-
te la promulgación de la Ley de los derechos de las personas adultas ma-
yores en 2002, cuyo enfoque es generar políticas públicas que estén 
basadas en los derechos humanos para este grupo de personas, con la fi-
nalidad de lograr condiciones de bienestar estableciendo las bases para 
acciones interinstitucionales e intersectoriales integrales y promover la 
participación ciudadana. Por otro lado, esta ley transforma al Instituto 
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Nacional de la Senectud (Insen) en el Instituto Nacional de Adultos en 
Plenitud, –que posteriormente sería el Instituto Nacional de Personas 
Adultas Mayores (Inapam), pretendiendo así construir en México una 
cultura de la vejez para el trato digno, respetuoso y solidario hacia las 
personas adultas mayores.

Los principales ámbitos de acción contemplados en esta Ley fueron el 
acceso a servicios sociales, salud, vivienda, transporte, el tema relativo a 
la violencia, la discriminación, el maltrato y la participación ciudadana 
de este sector de la población. En este sentido, se logró un avance en lo 
relativo a la protección de los derechos humanos de las personas adultas 
mayores.

En virtud de los compromisos internacionales que México suscribió en 
torno al tema, surge la propuesta de elaborar el Plan Nacional para la 
Atención Integral de las Personas Adultas Mayores y el Programa de Ac-
ción para la Atención al Envejecimiento 2001-2006.

Nuevamente en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 se incluye 
el tema del envejecimiento y, con base en él, se desarrollan una serie de 
estrategias y acciones, dentro de las cuales podemos destacar, en el ámbi-
to de la salud, por ejemplo:

•	 Programa Nacional de Atención al Envejecimiento (Ssa-IMSS-ISSSTE y 
otras): busca mantener la funcionalidad del adulto mayor en el contex-
to de la salud a partir de promoción de la salud, comunicación social, 
detección y diagnóstico oportuno, tratamiento y control de enfermeda-
des, intervenciones a enfermedades más comunes, entre otras.

•	S eguro Popular (Ssa): protección financiera a partir del aseguramiento 
público en salud, cobertura de intervenciones y medicamentos.

•	 Programa de atención a la salud y el envejecimiento (ISSSTE): brinda 
atención primaria a personas adultas mayores, así como segundo y 
tercer nivel de atención.

•	 Programa de envejecimiento activo (Prea) (IMSS): conservar y desarro-
llar el bienestar físico, mental y social del adulto mayor, a partir de 
servicios médicos, actividades educativas, recreativas y de conviven-
cia, entre otros.

•	M odelo de atención gerontológica (Inapam), que consta de cuatro ejes: 
transmisión de valores, empleo y apoyo a la economía, salud, investiga-
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ción y formación de recursos humanos, desarrollo social y comunitario 
(asesoría jurídica, actividades socioculturales, servicios educativos y de 
salud, etcétera).

•	I nstituto Nacional de Geriatría: creación en el año 2008.

Por otra parte, el Inapam, durante el 2006, propuso los siguientes ejes 
rectores de la política pública nacional para la atención de los problemas 
relacionados con los adultos mayores:

•	C ultura del envejecimiento.
•	E nvejecimiento activo y saludable.
•	S eguridad económica.
•	 Protección social.
•	 Derechos de las personas adultas mayores.

Uno de los problemas que se han generado en torno a las políticas en 
nuestro país es que tienen un enfoque asistencialista que se basan en apo-
yos económicos y servicios, lo cual no promueve la participación social ni 
elimina la dependencia, sino todo lo contrario, convirtiendo a la población 
sujeto en población objeto de las estrategias o políticas (Vivaldo, 2012).

El Censo de población y vivienda 2010 muestra que en México existen 
aproximadamente diez millones de personas mayores de 60 años. Sin em-
bargo no debemos ignorar que los cambios en el perfil demográfico per-
miten vislumbrar un envejecimiento acelerado de la población, por lo que 
esa cifra sin duda se modificará en poco tiempo.

En este sentido, es ineludible emprender acciones que permitan mejo-
rar las condiciones de vida y el panorama que enfrentarán las próximas 
generaciones, y por ello es importante revisar las acciones propuestas por 
la “Encuesta Nacional de Salud y Nutrición 2012 referentes a la discapa-
cidad y dependencia en adultos mayores mexicanos: un curso sano para 
una vejez plena”, de manera que sea posible:

•	 Promover la autonomía de los adultos mayores y reducir el grado de 
dependencia que presentan actualmente.

•	A tender las necesidades de las personas adultas mayores de manera 
integral, pero incluyendo elementos diferenciados para satisfacerlas a 
cabalidad en función de su situación particular.
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•	C apacitar y formar recursos humanos en modelos que permitan brin-
darles a estas personas la protección que requieren tanto por parte de 
sus familiares, como del Estado y la sociedad.

•	 Promover la coordinación y participación intersectorial (salud-educa-
ción-social) en pro de los adultos mayores mexicanos, para establecer 
acciones que les garanticen igualdad de oportunidades para satisfacer 
sus necesidades básicas.

•	 Promover el ejercicio de la autonomía en la toma de decisiones en los 
adultos mayores referentes al cuidado de su salud, su calidad de vida 
y sobre una muerte digna.

Resulta fundamental trabajar para garantizar que los adultos mayores 
sean reintegrados a la sociedad, que se valore su condición de seres hu-
manos, así como el conocimiento y la experiencia que tienen y que no 
sean discriminados y excluidos por el simple hecho de ser adultos mayo-
res. Sin duda es necesario basarse en información, puesto que para gene-
rar políticas públicas se requiere detectar necesidades concretas, y por 
supuesto se debe contar con un mecanismo de evaluación, para lo cual es 
relevante hacer uso de indicadores y cifras fehacientes. Sin embargo, es 
importante considerar que no todo tiene que ver con cuestiones cuantita-
tivas y la reflexión bioética puede aportar mucho para un mejor trata-
miento de este tema.

Al respecto, uno de los objetivos centrales de la Conbioética es incluir 
un enfoque bioético en la elaboración de las políticas públicas.

La bioética, por medio de su carácter dialógico, incluyente y plural, ayu-
da a construir alternativas que concilian los intereses divergentes que se en-
cuentran en la sociedad, con el fin de procurar el bienestar de las personas y 
las comunidades presentes, así como también de las generaciones futuras.

Obras como Envejecimiento y salud: una propuesta para un plan de 
acción, editada por la Academia Nacional de Medicina, la Academia 
Mexicana de Cirugía, el Instituto Nacional de Geriatría y la Universidad 
Nacional Autónoma de México, son de gran relevancia, puesto que nos 
recuerdan que el problema del envejecimiento no nos es ajeno, ya que es 
una realidad que inevitablemente habrá de alcanzarnos a todos y de la 
cual debemos estar preparados. El análisis y la perspectiva que aporta 
este libro es además integral, ya que nos permite conocer, desde diversos 
puntos de vista, el desarrollo que ha tenido el tratamiento de este tema, 
tanto en el escenario nacional como internacional, además de que incluye 
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una serie de propuestas tomando en cuenta diferentes enfoques. Sin duda 
la bioética debe estar siempre abierta y alerta a este tipo de discusiones y 
propuestas, y debe constituir un espacio de reflexión en el que todos los 
saberes posibles confluyan para la construcción de propuestas.

Dicho todo lo anterior, el objetivo de las nuevas políticas públicas en el 
campo de la salud, especialmente aquellas que estén dirigidas a la pobla-
ción de adultos mayores, ya no debe ser únicamente incrementar la dura-
ción de vida, sino la calidad de vida, entendida no como un estándar 
único universal, y mucho menos como una cuestión meramente biológi-
ca, sino como un concepto que se constituye a partir de las diversas pers-
pectivas individuales y colectivas, del contexto cultural y los valores.

De manera específica, el tema del envejecimiento requiere ser estudia-
do tomando en cuenta el acceso a los servicios de salud y la calidad y 
calidez que éstos le deben brindar a los adultos mayores, incluidas las 
decisiones del final de la vida que sin duda incluyen los cuidados paliati-
vos. Esta atención en todo momento debe contemplar la diversidad cultu-
ral de los adultos mayores, su contexto y si se trata de adultos mayores 
que pertenecen a una comunidad indígena se les debe proporcionar pro-
tección ya que este grupo tiene una vulnerabilidad mayor.

Un punto que no puede obviarse, es la participación de los adultos 
mayores en la investigación, situación que requiere de especial atención 
en cuanto al consentimiento informado y el respeto a su autonomía, sin 
perder de vista la manera en que viven y conciben su vida, su salud, su 
enfermedad, su rol social y familiar; apostamos a la comprensión de este 
fenómeno con una perspectiva de humanidad, de respeto, de cuidado, de 
inclusión, de empatía, en fin, una perspectiva bioética.

Por ello la bioética se constituye en un saber fundamental, ya que a 
partir de ella no solamente tendremos acceso a conocimientos científicos, 
sino a un espacio de reflexión que posibilita que todos los saberes conflu-
yan para la construcción de propuestas que permitan condiciones de dig-
nidad para todas las generaciones presentes y futuras.
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introducción

Una de las características principales de la medicina tiene que ser la 
visión integral del individuo, lo cual le permite, no sólo centrarse 
en la salud y la enfermedad como proceso, sino en los factores 

determinantes y las consecuencias de este binomio, tales como la funcio-
nalidad, la calidad de vida, así como sus relaciones con las políticas y 
programas sanitarios (Singer, 2001).

Sin negar los adelantos en materia de discapacidad, aún persiste gran 
confusión en el uso de los términos y no existe –a pesar de la marcada 
importancia en la planeación social y sanitaria– consenso internacional 
en la definición de ciertos tópicos tales como autonomía, dependencia y 
funcionalidad. En el presente texto se revisarán los diferentes conceptos, 
sus implicaciones y con base en ellos, se enunciarán líneas de acción a 
seguir.

autonomía, discapacidad 
y deterioro funcional: un continuum

En la relación individuo-enfermedad es fundamental reconocer el papel 
modificador que tiene el soporte social, lo cual se evidencia claramente al 
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analizar dos dominios relacionados entre sí: la discapacidad y la funcio-
nalidad (Prince et al., 2007).

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS) la discapacidad es 
un término general que abarca las deficiencias, las limitaciones de la acti-
vidad y las restricciones de la participación. Las primeras son situaciones 
que afectan a una estructura o función corporal; las limitaciones de la 
actividad son dificultades para ejecutar acciones o tareas y finalmente, las 
restricciones de la participación son dificultades para interactuar en si-
tuaciones vitales. Por consiguiente, la discapacidad es un fenómeno com-
plejo que refleja una interacción entre las características del ser humano 
y las características de la sociedad en la que vive.

En el título de la sección se menciona el continuum existente entre los 
términos, y para demostrarlo se hará el planteamiento utilizando las Acti-
vidades de la Vida Diaria (AVD). Como característica principal se conside-
ra que con un mínimo de autonomía e independencia pueden desarrollarse 
dichas actividades. Tradicionalmente se han dividido en dos grandes cate-
gorías, las básicas y las instrumentales. Las primeras, equivalen a aquellas 
relacionadas con el autocuidado, por ejemplo, bañarse, vestirse, comer y 
contener los esfínteres. Las instrumentales, se refieren a la relación con el 
medio e incluyen por tanto, el manejo del dinero, el uso del teléfono, la 
capacidad de realizar las compras, de prepararse los alimentos, etcétera. 
Podría inferirse, que requieren mayor complejidad cognoscitiva y física 
para su desempeño. Aunque se mencionan con menos frecuencia, existe 
una tercera categoría de AVD, denominadas avanzadas y están relaciona-
das con la motricidad, en términos de desplazamiento (Katz et al., 1963; 
Lawton y Brody, 1969; Katz, 1983; Barthel y Mahoney, 1965).

Con base en estas actividades se desarrollaron las escalas de Barthel y 
Katz, para detectar alteraciones en las actividades básicas, y la escala de 
Lawton y Brody, para las instrumentales. Estas escalas se han utilizado en 
diferentes disciplinas para definir la presencia de discapacidad. Esta 
aproximación puede ser muy certera en una gran variedad de condiciones 
físicas, sin embargo ante eventos complejos –por ejemplo, enfermedades 
mentales o donde la influencia social es muy marcada– resultan incom-
pletas o no tan exactas.

El concepto de dependencia derivado también del modelo de AVD sur-
gió desde la década de 1990, y a finales de la misma, el Consenso Euro-
peo da la recomendación de desarrollar estrategias de cuidado para 
personas con dependencia, definida como una condición relacionada con 
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la pérdida de autonomía y la necesidad de soporte por parte de un terce-
ro: en término de alteraciones en las actividades de autocuidado, ligando 
la autonomía y la dependencia, en un solo constructo.

Dado lo complejo de las múltiples interacciones en presencia de una 
discapacidad y la dificultad de hacer comparaciones o recomendaciones 
internacionales, se trabaja en la Clasificación internacional de funciona-
miento (ICF, por sus siglas en inglés), desde 2009, en la cual se tienen en 
cuenta las consideraciones biopsicosociales de los individuos y se pro-
mueve una aproximación integradora (WHO, 2001).

En la ICF el funcionamiento es un término genérico que incluye las 
funciones corporales y estructuras, las actividades y la participación. In-
dica los aspectos positivos de la interacción entre el individuo (con su 
condición de salud) y los factores personales y ambientales. El estar en un 
lado o en el otro, depende en gran medida del medio ambiente. Ya se pasa 
a unir la discapacidad con el funcionamiento global, mientras que en el 
modelo basado exclusivamente en AVD se asocia la discapacidad con alte-
raciones en un número de actividades.

Puede hablarse de un continuum entonces, donde funcionalidad y auto-
nomía están en un extremo, el positivo, y discapacidad en el negativo, sin 
embargo puede adicionarse un punto aún más negativo, la dependencia 
funcional. Inclusive hoy, es reconocido por la OMS que la discapacidad es 
una subcategoría de funcionalidad, como lo es enfermedad de la condición 
de salud, o la calidad de vida de bienestar. Es importante aclarar que no 
necesariamente un individuo recorre todos los estados. La discapacidad 
puede ser una situación que todos los seres humanos experimenten en al-
gún momento de la vida, pero la dependencia funcional es una situación 
que se da en un catastrófico escenario –que aunque afecta a una limitada 
cantidad de población–, y tiene un efecto devastador sobre el individuo, la 
familia, la comunidad y los sistemas de salud (Salvador-Carulla y Gasca, 
2010) (Figura 1 y Cuadro 1).

Figura 1

El continuum de la funcionalidad

Funcionalidad
y autonomía

Discapacidad Dependencia



* Leonardi et al. (2006); European Commission (2003).
** Salvador-Carulla (2006).
*** WHO (2004).

Cuadro 1

Otras definiciones a tener en cuenta

Tópico

Discapacidad

Funcionamiento 
ambiental relacionado 
con la salud (para 
algunos definido como 
autonomía)

Discapacidad 
relacionada con la salud

Autonomía

Independencia

Dependencia ambiental 
relacionada con la salud

Definición

Dificultad en el funcionamiento 
corporal, personal o social, en uno o 
más dominios.

La capacidad de un individuo de 
vivir independientemente en la 
comunidad, con poca o ninguna, 
ayuda proveniente de otros.

Una alteración persistente, de 
funcionamiento ambiental. 

La capacidad percibida de controlar 
y tomar decisiones de cómo vivir la 
vida siguiendo sus propias normas y 
preferencias. Esta definición es 
equivalente a autogobierno, 
competencia, autoempoderamiento, 
pero no está en el mismo constructo 
de dependencia.

Capacidad para desarrollar una 
actividad sin ninguna, o muy poca, 
ayuda de otros, incluyendo tener el 
control sobre cualquier asistencia 
requerida: más que la capacidad 
física de hacer todo por uno mismo.

Un estado derivado de una 
condición médica prolongada en la 
cual las restricciones de la vida 
diaria son tales que requiere soporte 
de un tercero. Se considera un 
dominio transversal relacionando 
discapacidad, necesidades y soporte.

Grupo u origen

Measuring Health and 
Disability in Europe 
(MHADIE)*

Grupo español, Defini-
ción de dependencia en 
enfermedad mental 
(DEFDEP)

Grupo DEFDEP**

OMS***

Modelo ICF (OMS)

DEFDEP group
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En resumen, las discapacidades relacionadas con la salud pueden con-
ceptualizarse desde dos diferentes sistemas: 

conclusión

El concepto de salud es bastante complejo, marcadamente influido por 
factores sociales y ambientales, y se encuentra estrechamente ligado a la 
funcionalidad. Es evidente que existen marcadas propuestas de clasificar-
la, las cuales tienen severas implicaciones sanitarias y económicas, y adi-
cionalmente, propuestas que aún no han terminado de construirse, ni de 
equipararse mundialmente.

La conceptualización actual, realizada en términos de funcionalidad e 
independencia, tiene mayores perspectivas e integralidad del individuo, 
adicionalmente, se espera que facilite, y optimice la programación sanita-
ria y social de los diferentes estamentos.

figura 2

Discapacidades
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líneas de acción a seguir

Debido al proceso de envejecimiento de la población, y a la situación actual 
de los mexicanos, resulta indispensable desarrollar acciones sociales que 
estén a favor de la dignidad, el bienestar, la salud y la justicia de las perso-
nas en general, y de las personas con discapacidad en particular, pero sin el 
concepto paternalista o asistencialista que caracteriza los modelos.

•	A ctualmente en México se define discapacidad con base en las activida-
des básicas de la vida diaria, como se evidencia, puede ser un modelo 
muy corto y poco integrador, por tanto es necesario trabajar, a nivel lo-
cal –y en el corto plazo– en la re-conceptualización de los términos. Una 
vez logrado lo anterior probablemente se descubra que las medidas usa-
das presentan ciertas limitaciones que modifiquen el cálculo real de la 
discapacidad en México.

•	L a discapacidad, el deterioro funcional y la dependencia, no son una 
cuestión de edad: pueden comprometer a cualquier persona a lo largo 
del curso de vida, por tanto es necesario trabajar en una visión integra-
dora que incluya individuo, sociedad y ambiente, por ejemplo, comuni-
dades amigables. Se cuenta, entre otras cosas, con la Ley general para la 
inclusión de las personas con discapacidad, sin embargo muchas de ellas 
no pueden acceder a sus servicios de salud. Está el sistema, y la sociedad, 
convirtiendo muchas personas con alguna discapacidad, en dependien-
tes funcionales.
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Para iniciar este ensayo se presentan los antecedentes y la importan-
cia de la discapacidad y su medición, así como del valor de contar 
con indicadores; posteriormente referiré algunas cifras, tanto en el 

contexto internacional como en el nacional.
En cuanto a los antecedentes, cabe destacar la necesidad de asegurar el 

respeto y la realización de los derechos humanos de las personas con dis-
capacidad, para lograr esto se requiere saber quiénes son estas personas y 
las cifras específicas de lo que se habla.

Es fundamental reconocer que han surgido iniciativas nacionales e in-
ternacionales para generar normas uniformes sobre la igualdad de opor-
tunidades para las personas con discapacidad en el marco de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU), sobre todo con la Conven-
ción sobre los derechos de las personas con discapacidad 2006, y en el 
marco de la Organización de Estados Americanos (OEA), la Convención 
para eliminar todos los tipos de discriminación hacia las personas con 
discapacidad.

Respecto al interés de contar con cifras específicas, éste creció al obser-
varse un aumento constante de la discapacidad debido a distintos facto-
res. Primero, el crecimiento de la esperanza de vida y el número de adultos 
muy mayores, es decir, las personas de 85 o más, puesto que a edades 
muy avanzadas el proceso normal de desgaste es aparente, por ejemplo, 
la pérdida visual y auditiva, la pérdida de masa muscular y se debe estar 
pendiente para atender estas necesidades.

En la gran mayoría de los países, el aumento acelerado de la discapaci-
dad se debe a enfermedades crónicas, a la comorbilidad y a su inadecua-

Indicadores y prevalencia de la discapacidad 
en el escenario nacional e internacional
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do manejo, lo que ocasiona secuelas y consecuencias permanentes no sólo 
en los viejos sino en las personas adultas y jóvenes.

Un adulto joven que se diagnóstica con diabetes en estado avanzado 
porque no tuvo servicios preventivos, no tiene un seguimiento o no hay 
una decisión terapéutica adecuada, puede tener muchas secuelas como 
glaucoma o amputaciones, que son origen de discapacidad.

Por otra parte, el incremento en los índices de discapacidad también pue-
de deberse a las altas tazas de lesiones como consecuencia de violencia, acci-
dentes y accidentes en el trabajo, particularmente en países en desarrollo; 
también se relaciona con el abuso de sustancias como alcohol, tabaco y 
drogas, creando muchas afectaciones a la salud.

En consecuencia, resulta esencial, conocer las cifras a nivel nacional e 
internacional. Diversos organismos internacionales estiman que entre 10 
y 15% de la población padece alguna forma de discapacidad, aproxima-
damente 650 millones de personas, de los cuales 200 millones experimen-
tan dificultades considerables en su funcionamiento, lo cual es realmente 
importante porque afecta su funcionalidad.

El Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) calcula 
que 80% de las personas con alguna discapacidad vive en países en desa-
rrollo y que las mujeres tienen mayor incidencia en la limitación funcio-
nal y discapacidad. Adicionalmente estima que 11.5% de los hombres en 
países donde la esperanza de vida alcanza 70 años, vivirá aproximada-
mente ocho años más con alguna discapacidad.

Las condiciones socioeconómicas hacen una gran diferencia en cuanto 
a la discapacidad. Estudios que se han realizado, inclusive en países en 
vías de desarrollo, muestran que la discapacidad por escolaridad es muy 
diferenciada con cifras entre 20 y 11% entre los que tienen mayor y me-
nor escolaridad.

A pesar de los avances alcanzados en las convenciones internacionales, 
existen todavía muchas prácticas discriminatorias y las personas con dis-
capacidad tienen menor acceso a los servicios. Disponer de cifras puntua-
les coadyuva a generar políticas y programas adecuados, pero también se 
debe conocer las circunstancias que viven las personas, de forma tal que 
se prevengan las causas y se eliminen todas las barreras que impiden a 
quienes tienen limitaciones funcionales acceder a la atención.

Asimismo, las cifras permiten prestar servicios adecuados en donde se 
promueve la participación de estas personas. A nivel macro o internacio-
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nal se ayuda a los países a cumplir con los objetivos planteados por las 
convenciones internacionales.

Recientemente la Organización Mundial de la Salud (OMS) publicó el 
informe mundial sobre discapacidad, a fin de aportar elementos a cada 
país y facilitar la puesta en práctica de la Convención para eliminar la 
discriminación contra personas con discapacidad, documentar las cir-
cunstancias en que viven, observar diferencias y mostrar la experiencia de 
cada país, para que puedan tomar medidas que fomenten la participación 
social de las personas con discapacidad.

Para la redacción de este informe se utilizó la Clasificación internacio-
nal de funcionamiento, discapacidades, y salud (CIF), de la OMS, en donde 
se distingue claramente entre tener una deficiencia, estar limitado para 
realizar una actividad o estar restringido para participar; es decir, si se 
tiene una limitación eso no es un inconveniente, el problema se presenta 
cuando el entorno impide realizar plenamente las actividades.

Entonces, se considera discapacidad no sólo respecto a las funciones y 
a las condiciones de salud; sino que se integran los factores ambientales y 
personales en torno a las personas, mismas que facilitan o inhabilitan una 
participación adecuada y plena. Es decir, se abordan temas fundamenta-
les como la prevención y las diversas causas de discapacidad; no única-
mente en adultos mayores sino en adultos más jóvenes.

Esta condición de discapacidad se ha incorporado al Plan Nacional de 
Desarrollo, con el propósito de integrar a las personas, desarrollar medi-
das de prevención y fomentar el respeto de los derechos humanos de 
quienes viven en esta circunstancia.

De acuerdo con el estudio de la OMS, las personas que tienen dificulta-
des moderadas o extremas están entre el umbral de 40 y 50 puntos, en 
donde se observan diferencias es en las personas de mayores edades. Cabe 
mencionar que esto no se refiere a medidas de desempeño; sino a lo que 
declaran las personas en el autorreporte, en donde señalan limitaciones o 
dificultades para la realización de actividades así como las posibilidades 
del entorno.

Además, se observan diferencias entre zonas urbanas, niveles socioeco-
nómicos, países de ingreso alto y bajo, entre hombres y mujeres, etcétera; 
estas tendencias son constantes y se debe estar muy pendiente.

Sobre los datos en México, tenemos fuentes secundarias que miden 
esto, ya se ha mencionado la Encuesta de la percepción de la discapaci-
dad –que es muy reciente– también hay datos del Censo 2000-2010, así 
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como otros estudios nacionales como el Estudio nacional sobre envejeci-
miento y salud en México (ENASEM) (2001 y 2003), del cual habrá una 
ronda próxima en 2012 y 2014 y la Encuesta nacional de salud y nutri-
ción 2012, en donde por primera vez se contará con la información del 
auto reporte y con cifras de desempeño.

Para finalizar con los datos del censo, éste incluyó las preguntas del Gru-
po de Estadísticas sobre Discapacidad de Washington (Washington Group 
on Disability Statistics), como parte del autorreporte en donde se da cuenta 
de las dificultades para realizar diversas actividades o de la existencia de 
limitaciones para realizarlas, así como limitaciones sensoriales.

En el Censo de Población y Vivienda 2010, el 5.1% de la población re-
portó tener alguna dificultad permanente para realizar distintas actividades 
o tener problemas sensoriales, esto en todas las edades, pero vale anotar 
cómo de este total 23% declaran tener esta dificultad por edad avanzada.

Entre los adultos de 65 años y más esto representa aproximadamente 
6% de la población; 26% dicen que tienen alguna dificultad o limitación 
en por lo menos alguna de las dimensiones estudiadas, entonces, esto es 
importante ya que este número absoluto de adultos mayores se va a incre-
mentar.

Se debe mencionar que la población total declara tener alguna limita-
ción en alguna actividad o limitación sensorial; no obstante, las diferen-
cias por grupo de edad son claras, los adultos jóvenes, es decir, la población 
productiva tiene casi 45% del total, probablemente son algunos de los 
casos con limitaciones desde el nacimiento y otros que podrían haberse 
prevenido, otras son causadas por lesiones o accidentes.

Es muy importante subrayar que no son necesariamente los adultos 
mayores los que concentran el número más alto de limitaciones, con ex-
cepción de los muy mayores donde se multiplica el número de las limita-
ciones, con cuatro o más.

En cuanto a la discapacidad en los adultos mayores, en realidad no 
todo el grupo experimenta esta condición; sin embargo, es al sector social 
al que se culpa siempre del alto uso de servicios y de ser el más discapaci-
tado, lo cual ocurre sólo a partir de los 80 años y más donde aparecen la 
mayor parte de las dificultades.

Finalmente, cuando se hace el análisis de cada una de las limitaciones, 
tanto en la actividad o en deficiencias sensoriales, se debe anotar que del 
total de personas con limitación aumenta con la edad: las personas sin 
limitación en la actividad son menores en los grupos de mayor edad, y es 
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notable cómo la limitación para caminar o moverse es la que presenta 
mayor concentración de personas, ya que exige de cuidados especiales 
hacia las personas, lo que se relaciona con la necesidad de crear estrate-
gias preventivas adecuadas.

En conclusión, para que las personas puedan gozar de autonomía y 
funcionalidad, resulta esencial contar con datos y cifras específicas, sobre 
quienes tienen discapacidad y no pueden tener una vida plena, así como 
ejercer su autonomía y derechos, al tiempo que esta información debe 
tomarse en cuenta para la generación de estrategias para prevenir la dis-
capacidad, retrasarla lo más posible a medida que avanza la edad, así 
como para apoyar a aquellos que ya la presentan.
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introducción

La dependencia de una persona hacia otra u otras es una condición 
que, en sus extremos, se origina en el nacimiento y concluye con la 
muerte. Es una situación natural inherente al ser humano; en conse-

cuencia, no debe ser interpretada como eminentemente negativa. La pre-
vención de la dependencia debe iniciarse desde el mismo momento del 
embarazo, de tal forma que se prevenga que el individuo nazca en las me-
jores condiciones de salud; asimismo, debe cuidarse el proceso de creci-
miento y hábitos de vida para favorecer un desarrollo sano y contribuir a 
un envejecimiento saludable. Es evidente que el vivir en condiciones y si-
tuaciones de salud inadecuadas, determina la mayor carga social y econó-
mica de la dependencia, fundamentalmente, en la parte final de la vida.

Los trabajos desarrollados en el Seminario Autonomía, Autorrealiza-
ción y Derechos Humanos de las Personas Mayores en el seno del Grupo 
Interdisciplinario de Estudios sobre el Envejecimiento (Giesen), han sido 
una oportunidad única para reflexionar sobre la dependencia de las perso-
nas adultas y, fundamentalmente, proponer elementos para coadyuvar en 
este gran pendiente que tiene la actuación gubernamental: la atención de 
las personas mayores. En este contexto, los objetivos que se han previsto 
para el presente trabajo de investigación se relacionan con: 1) identificar 
las causas y consecuencias de la dependencia de las personas mayores y 2) 

Prevención de las situaciones de dependencia 
de las personas mayores

Elementos para la construcción de una política pública

Javier Enrique Jiménez Bolón
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proponer líneas de acción para prevenir dichas situaciones de dependen-
cia. Este ensayo permitirá, además, establecer la línea base de discusión y 
análisis para los trabajos que de forma permanente se desarrollan en el 
Grupo Interdisciplinario de Estudios sobre el Envejecimiento.

Si bien la dependencia se presenta con mayor magnitud en el nacimiento 
y en la parte final de la vida; lo evidente es que, en general, gran parte de la 
existencia (transcurso de la vida) de una persona transcurre con plena au-
tonomía e independencia; con fines ilustrativos y si se construyera una re-
presentación gráfica el fenómeno de la dependencia de una población 
específica de personas podría quedar representada como una normal “in-
versa y achatada” (Figura 1).

Lo cierto es que la autonomía de una persona es una condición que va 
a determinar su calidad de vida; en consecuencia, la formulación de polí-
ticas públicas debe tener presente el problema social que representa la 
dependencia de las personas mayores, sobre todo en momentos en los que 
se lleva a cabo la planeación nacional del desarrollo.

En este contexto, las políticas públicas y los programas presupuesta-
rios que se pongan en práctica, deben atender dos retos globales: el pri-
mero, considera “retardar la aparición de la dependencia”; esto significa 

Figura 1

Ilustración del comportamiento de la dependencia
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disminuir al máximo el tiempo o la diferencia que hay entre la edad en la 
que aparece la dependencia (discapacidad) y la edad en la que se muere. 
El segundo reto representa “prevenir los efectos sociales y económicos 
que dicha dependencia ocasiona”; para ello, es indispensable que la polí-
tica pública se formule con un enfoque de carácter transversal y con la 
plena participación de los diferentes actores de los sectores público, so-
cial, privado y académico.

desafíos para la prevención de la dependencia

La construcción de una política pública para atender el problema de la 
dependencia de las personas mayores se enfrenta, al menos, a dos grandes 
desafíos: el relacionado con el sobrepeso y la obesidad (S-O) y el referen-
te al envejecimiento de la población.

El S-O es, en esta segunda década del siglo XXI, el problema número uno 
de la salud pública de México; los resultados de la Encuesta nacional de 
salud y nutrición 2012 (INSP, 2012) muestran que el sobrepeso y la obesi-
dad de la población mayor de 19 años creció en los últimos seis años en 
cerca de un punto y medio, ubicándose en 71.2%, lo que hace que hoy se 
rebase la barrera del 70% de la población con este problema de salud, re-
gistrado en 2006; para el caso de los adultos hombres el S-O es, en 2012, 
de 69.5% por un 73% para el caso de las mujeres (Figura 2).

En 2006, cuando se analiza la situación de las personas de 60 y más 
años de edad, se identifica que prácticamente 7 de cada 10 personas tie-
nen S-O (aproximadamente 69.7%); al diferenciar el análisis por sexo, se 
observa que este problema de salud es más relevante en las mujeres ma-
yores de edad (74%) en relación con los hombres (64%) (Shamah-Levy 
et al., 2008).
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Estos resultados sin duda alguna son relevantes y alarmantes; el tener 
un problema de S-O es estar tocando la puerta de entrada a problemas de 
salud graves como son la diabetes mellitus tipo 2, la hipertensión arterial 
y algunos tipos de cáncer; a partir de ahí si no hay una prevención secun-
daria exitosa se podría pasar a otras patologías más complejas como son, 
para el caso de la diabetes: las cardiovasculares, las renales, el pie diabéti-
co y la retinopatía, entre otras. Esto implica, por el alto nivel de discapaci-
dad que generan estas enfermedades, que en la prevención de la 
dependencia de las personas mayores debe ser una alta prioridad asegurar 
las mejores condiciones de salud; para ello, entre otros aspectos, deben 
revisarse los modelos actuales de atención a la salud, la profesionalización 
de los prestadores de servicios y, fundamentalmente, la formación de re-
cursos humanos especializados en el estudio y tratamiento de personas 
mayores, como son: los geriatras, los gerontólogos, las enfermeras especia-
listas, los nutriólogos, educadores y cuidadores, entre los más relevantes.

El segundo desafío se asocia con el reto demográfico del envejecimiento 
de la población mexicana; al igual que muchos otros países el aumento de 
la población envejecida se acelerará en las próximas décadas. La diferencia 
en el ámbito de la prevención radica en la construcción oportuna de las 
políticas públicas correspondientes; la limitante es que este envejecimiento 
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poblacional, ya iniciado en México, se presenta en condiciones de desarro-
llo del país con enormes rezagos y profundas desigualdades sociales.

La población nacional, se encuentra en un proceso de transición demo-
gráfica, resultado de una reducción en la mortalidad y en la natalidad, lo 
que desemboca en una reducción en el crecimiento de la población y un 
incremento de las personas mayores. El problema se acentúa cuando los 
mexicanos con más de 70 años pasan de “3.1 millones en el año 2000 a 
4.8 millones en el año 2012, aumentando en más del 50 por ciento la 
magnitud [...] para el año 2050 se presentará una proporción de 85 Adul-
tos Mayores de 70 años por cada 100 menores de 15 años” (Sedesol, 
2011); y aunque se registra un aumento en la esperanza de vida de la po-
blación, ésta se presenta con adultos mayores que sufren de enfermedades 
crónicas, lo que los hace dependientes de la familia y de la sociedad.

Para identificar la magnitud del problema del envejecimiento pobla-
cional en México, se analizan tres índices demográficos que muestran la 
importancia que tendrá este estrato poblacional con respecto a otros gru-
pos de edades, como son: 1) el índice de envejecimiento,1 2) el índice de 
dependencia demográfica2 y 3) el índice de dependencia de adultos mayo-
res3 (Cuadro 1) (Cámara de Diputados, 2006:15).

El índice de envejecimiento muestra una velocidad de crecimiento im-
portante en relación con la población menor de 15 años; asimismo, el índi-
ce de dependencia de adultos mayores mantiene una tendencia en el 
crecimiento que muestra la carga de dependencia de las personas mayores 
en relación con las personas en edad de trabajar; esta condición es más 
grave a partir de que no toda persona en edad activa tiene un trabajo remu-
nerado.

En conjunto, estos dos fenómenos: el sobrepeso y la obesidad y el en-
vejecimiento poblacional, condicionan un mayor grado de dificultad para 

1 El índice de envejecimiento relaciona la población adulta mayor (60 años y más) con 
la población joven (menor de 15 años).

2 El índice de dependencia demográfica, relaciona la población que no está en edad de 
trabajar –conformada por la población joven (menor de 15 años) y la población de adultos 
mayores (60 años y más)–, con la población en edad de trabajar (15 a 59 años). Este índice 
muestra, en promedio, el número de personas que dependen de las personas que laboran.

3 El índice de dependencia de adultos mayores, relaciona este estrato poblacional (60 
años y más) con la población en edad de trabajar (15 a 59 años). También es un índice de 
dependencia porque muestra, en promedio, el número de adultos mayores que dependerán 
de la población en edad de trabajar.
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la prevención de la dependencia. En este contexto, una de las tareas pri-
marias en este trabajo ha sido analizar cuáles son los determinantes que 
explican la dependencia.

principales causas de la dependencia

Para analizar los principales condicionantes de la dependencia de las perso-
nas mayores, una de las tareas primarias es tener como referencia una defi-
nición del concepto de dependencia; en secciones anteriores de esta 
publicación se han analizado las de mayor relevancia para los fines de este 
Seminario. Para dar contexto, en este trabajo se ocupa la definición adop-
tada en el Consejo de Europa en el que se establece que la dependencia es: 

[...] un estado en el que se encuentran las personas que por razones ligadas 
a la falta o la pérdida de la autonomía física, psíquica o intelectual tienen 
necesidad de asistencia y/o ayudas importantes a fin de realizar los actos 
corrientes de la vida diaria y, de modo particular, los referentes al cuidado 
personal (Consejo de Europa, 1998).

Al analizar desde un punto de vista semántico esta definición, se en-
cuentran la mención de conceptos negativos, como falta, pérdida, necesi-
dad de asistencia o ayuda; de igual manera se identifican factores positivos, 

* Extracto del cuadro original elaborado por la Subdirección de Economía de los 
Servicios de Investigación y Análisis adscrito al Centro de Documentación, Informa-
ción y Análisis de la Cámara de Diputados (2006:16), con información del Conapo.

Cuadro 1

Índices demográficos 
relacionados con los adultos mayores en México*

Años

2008
2010
2015
2020

Índice de 
envejecimiento

29.0
32.3
42.1
53.8

Índice de dependencia 
demográfica

57.5
55.4
52.7
53.7

Índice de dependencia 
de adultos mayores

12.9
13.5
15.6
18.8
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como vida diaria y cuidado personal. Si bien estos conceptos pueden ser 
de una aplicación universal para la población en general, lo cierto es que 
en México no se cuenta con una definición consensuada para todos los 
estudiosos del tema de la atención de las personas mayores; en conse-
cuencia, esto representa un área de oportunidad para los trabajos futuros 
que deberán desarrollarse en el seno del Grupo Interdisciplinario de Estu-
dios sobre el Envejecimiento.

La definición del concepto de dependencia es el punto de partida para 
pasar a su medición; para ilustrar lo que actualmente sucede en este con-
texto, una revisión sintética de la literatura existente (MTAS, 2005:569) 
ha permitido identificar un número considerable de índices o escalas de 
medición de la dependencia (Cuadro 2).

Cuadro 2

Índices o escalas identificadas para medir la dependencia

Conjunto Mínimo de Datos (CMD) del RAI.

Método PLAISIR.

Escala de Evaluación de la Capacidad
Adaptativa (EVALCAD).

Escala de Intensidad de Soporte (SIS).

Escala de estado de Disfunción Ampliada de 
Kurtzke (EEDA).

Escala de Kuntzman.

Baremo de necesidad de ayuda de tercera 
persona /ATP.

Índice de Barthel o de clasificación 
funcional o de AVD básicas.

Índice de Lawton o AVD instrumentales.

Índice de Katz.

Índice de Karnofsky.

Escala de incapacidad de la Cruz Roja.

Índice de Kenny.

Medida de la Independencia Funcional 
(MIF).

Índice AVD del Grupos de Utilización de 
Recursos/RUG-III.

Perfil de autonomía (ayuda de tercera perso-
na) Mélennec.

Variables discriminantes de la escala del 
AGGIR.

Variables ilustrativas de la escala del AGGIR.

Guías para la Evaluación de las Deficiencias 
Permanentes de la American Medical 
Association (AMA).
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Si bien las formas de medición mencionadas responden a diferentes dis-
ciplinas y áreas del conocimiento para el estudio de la dependencia, lo cier-
to es que cada una de estas metodologías tiene sus propias ventajas y 
desventajas dependiendo de la información disponible para su construc-
ción. En este sentido, una de las primeras tareas que debe realizarse para la 
atención de la dependencia en México, es acordar una definición que sirva 
de referencia para la construcción de la política pública correspondiente.

Con base en los elementos conceptuales antes referidos y en relación 
con los objetivos establecidos para este trabajo de investigación, a conti-
nuación se analizan las principales causas relacionadas con la dependen-
cia de las personas mayores.

Inadecuadas condiciones de salud física y mental

Debido a las condiciones de vida moderna en donde la comodidad de la 
tecnología, maquinaria y equipo, aunado al sedentarismo, la falta de acti-
vidad y el cambio en el perfil alimenticio de las personas durante su ju-
ventud y adultez, ha provocado un alto nivel de enfermedades crónicas 
no transmisibles; este tipo de padecimientos son de larga duración y afec-
tan la calidad de vida de las personas con periodos de hospitalización 
prolongados y frecuentes, al buscarse la posibilidad de que se prolongue 
la vida (Secretaría de Salud, 2008).

Es necesario considerar que a partir de los 45 años, tanto en hombres 
como en mujeres, aumenta la discapacidad y se acentúa considerable-
mente a partir de los 70 años, que es cuando los riesgos de experimentar 
un deterioro en la calidad de vida aumentan.

Aunque no se ha conseguido definir de manera similar a otras enfer-
medades crónicas, los adultos mayores presentan problemas de salud físi-
ca y mental como la depresión, alteraciones de memoria, incontinencia 
urinaria y fecal, y otros tipos de discapacidades.

Lo anterior, provoca una dependencia hacia los familiares a los que 
necesitan para que los atiendan y cuiden.
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Insuficiente capacidad económica

Los adultos mayores, generalmente son personas que cumplían un papel 
importante en la familia o en la sociedad, con roles como jefes de familia y 
proveedores de recursos económicos; al concluir dichos roles se genera una 
exclusión consistente en la pérdida de valor como una persona importante 
en el núcleo familiar y social. Esto significa que el principal problema que 
enfrentan es la falta de recursos económicos para subsistir, basado en la 
situación real de que a mayor edad, menor posibilidad de conseguir em-
pleo, lo cual es un problema creciente en este país como resultado del cam-
bio en la pirámide poblacional y el envejecimiento de la población.

Si bien en México para el sector formal o los trabajadores amparados 
bajo la Ley federal del trabajo (LFT) apartados A y B, se tiene establecido, en 
general, que el trabajador que consigue tener 30 años o más de servicios, es 
candidato a una pensión o jubilación, y aunque posean el derecho de tener 
servicios de salud y un pago mensual, se presenta el problema de que dicho 
beneficio no es suficiente para cubrir sus necesidades básicas.

Asimismo, debe considerarse que existen personas que laboraron en el 
sector informal que no han tenido las garantías de la ley y que han sobre-
vivido sin las prestaciones mínimas que marca la LFT y por consiguiente 
no tienen una pensión. Esta situación merma la calidad de vida de las 
personas y las hace dependientes económicamente de los familiares a los 
que necesitan para su manutención.

Baja cobertura de los derechos sociales

El envejecimiento de la población cobra cada vez mayor importancia a 
nivel nacional y sobre todo derivado del crecimiento en la esperanza de 
vida el cual se establece por arriba de los 70 años de edad, sumado al in-
cremento en el número de adultos mayores ya referido.

Los mexicanos de 70 años y más pasarán de 3.1 millones en el año 2000 a 
4.8 millones en el año 2012, aumentando en más del 50 por ciento la mag-
nitud de este grupo poblacional. De esta manera, en el país cada vez habrá 
más Adultos Mayores hasta que en el año 2050 se presentará una propor-
ción de 85 Adultos Mayores de 70 años por cada 100 menores de 15 años 
(Sedesol, 2011).
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Derivado de lo anterior, el Estado ha impulsado políticas públicas con 
el objetivo de apoyar su integración a la vida familiar y social, así como 
un proceso de mejora en la salud de las personas. Por ejemplo, el Progra-
ma de 70 y más, del gobierno federal, que pretende promover la asisten-
cia social a los adultos mayores en condiciones de pobreza o vulnerabilidad; 
en particular, otorga un apoyo económico a los adultos mayores de 70 
años que no reciban ingresos por concepto de pago de jubilación o pen-
sión (Sedesol, 2011). Este programa se ampliará en 2013 al incluir a las 
personas a partir de los 65 años.

En este tenor, se presentan programas de salud que enmarcan la políti-
ca nacional como son: Oportunidades en su Componentes de Salud y 
Nutrición, Prevenissste, Prevenimss o los programas de salud propios de 
los estados. Sin embargo, dichos programas, carecen del alcance necesa-
rio que permita la plena cobertura de la población de personas mayores.

Maltrato social y familiar

El maltrato a los adultos mayores se puede presentar de manera intencio-
nal o no (descuido), además puede ser de carácter físico o psíquico; este 
último incluye las agresiones emocionales o verbales, o puede entrañar 
abuso económico u otros perjuicios materiales.

Cualquiera que sea el tipo de maltrato, es indudable que el anciano 
será víctima de sufrimientos innecesarios, de lesiones o dolor, pérdida o 
violación de sus derechos humanos y deterioro de su calidad de vida.

La calificación de una conducta como maltrato, descuido o explotación 
dependerá, probablemente, de la frecuencia con que se produzcan, su dura-
ción, gravedad y consecuencias, y sobre todo, del contexto cultural.

El cambio en los roles sociales de los adultos mayores genera a nivel 
familiar que con el tiempo sean maltratados y dependientes de las deci-
siones de las personas jóvenes que están al frente de la familia, sumado a 
los problemas de salud que hacen necesario que la familia los cuide.

Al ser desplazados los adultos mayores de su posición como jefes del 
hogar y al perder su autonomía en donde la familia es la institución bási-
ca, genera un proceso de sobreprotección que puede hacer que la persona 
se sienta aislada, deprimida y desmoralizada, lo que puede considerarse 
como una forma de maltrato. En algunas sociedades tradicionales, se 
abandona a las viudas ancianas y se les quitan los bienes.
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Por otra parte, a nivel social son excluidos debido a que han dejado de 
ser productivos económicamente; asimismo, sus problemas de salud desem-
bocan en la necesidad de atención excesiva o que se vuelvan intolerantes.

una mirada a la metodología del marco lógico

Con fines de ilustrar la forma de cómo las causas descritas en la sección 
anterior, pudieran quedar representadas, bajo la Metodología del Marco 
Lógico,4 se presentan los esquemas del Árbol del Problema (AP) y del Árbol 
de Objetivos (AO) (Figuras 3 y 4). En esta metodología se pone en el centro 
del análisis, cuál es el problema (social) que se quiere resolver y a partir de 
ello, se identifican las causas y los efectos que dicho problema ocasiona 
(ILPES, 2002). El AP es la representación sintética de las causas primarias y 
secundarias que ocasionan el problema que se busca resolver con la puesta 
en operación de la política pública o el programa presupuestario corres-
pondiente; de igual forma se incluyen los efectos que dicho problema oca-
siona. Para fines de los propósitos de esta investigación, el problema a 
resolver se define como la prevalencia de “altos niveles de dependencia” de 
las personas mayores y el AP quedaría representado en la Figura 3.

El AO es la traducción en positivo de las causas y los efectos identifica-
dos en el Árbol del Problema; para fines de ilustración, la representación 
quedaría definida en la Figura 4. El AO representa la oportunidad de tener 
una política integral para atender, en este caso, el problema de la prevalen-
cia de la dependencia de las personas mayores; el objetivo estaría asociado 
con “Reducir los niveles de dependencia de las personas mayores”.

4 La Metodología de Marco Lógico es una herramienta de planeación que en México se 
estableció como obligatoria a partir de la publicación de los Lineamientos generales para 
la evaluación de los programas federales de la administración pública federa) por el Conse-
jo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval), la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público y la Secretaría de la Función Pública, en marzo de 2007.
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la situación jurídica

El tema de la protección a las personas mayores está contemplado en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Con un enfoque 
general se presenta una visión incluyente para todos los mexicanos, en 
donde se mandata sobre los derechos de las personas de la tercera edad; 
tal es el caso del artículo 1, último párrafo, que a la letra dice: “Queda 
prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el 
género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de 
salud” (Cámara de Diputados, 1917); el artículo 3 refiere que “Todo in-
dividuo tiene derecho a recibir educación”; el artículo 4 en su párrafo 
segundo, dice a la letra: “Toda persona tiene derecho a la alimentación 
nutritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará”, y párrafo 
tercero “Toda persona tiene derecho a la protección de la salud”; de igual 
forma se menciona, en el artículo 123, que “Toda persona tiene derecho 
al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación 
de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley”.

Por otra parte, al revisar las diferentes leyes que emanan de la Consti-
tución, se establece que hay elementos implícitos que dan certidumbre de 
la protección de los adultos mayores; por ejemplo, la Ley federal del tra-
bajo, en su artículo 3, que a la letra dice: “El trabajo es un derecho y un 
deber sociales [...] No podrán establecerse distinciones entre los trabaja-
dores por motivo de raza, sexo, edad, credo religioso, doctrina política o 
condición social” (Cámara de Diputados, 1970); de la Ley federal para 
prevenir y eliminar la discriminación, en su artículo 12, que a la letra 
dice: “Los órganos públicos y las autoridades federales, en el ámbito de 
su competencia [...] medidas positivas y compensatorias a favor de la 
igualdad de oportunidades para las personas mayores de 60 años” (Cá-
mara de Diputados, 2003).

De forma especial, se debe considerar la Ley de los derechos de las 
personas adultas mayores, que da certidumbre jurídica, como se señala en 
su artículo 1, que a la letra dice:

La presente Ley [...] Tiene por objeto garantizar el ejercicio de los dere-
chos de las personas adultas mayores, así como establecer las bases y dis-
posiciones para su cumplimiento, mediante la regulación de: I. La política 
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pública nacional para la observancia de los derechos de las personas adul-
tas mayores; II. Los principios, objetivos, programas, responsabilidades e 
instrumentos que la administración pública federal, las entidades federati-
vas y los municipios deberán observar en la planeación y aplicación de la 
política pública nacional, y III. El Instituto Nacional de las Personas Adul-
tas Mayores (Cámara de Diputados, 2002).

Con base en la normatividad señalada, el gobierno federal genera ac-
ciones de carácter jurídico que hacen efectivo y práctico lo anteriormente 
señalado: la protección de los derechos humanos y sociales de los adultos 
mayores.

los aspectos programáticos

Cada seis años, el gobierno federal define las estrategias que permitan 
abordar y atender las problemáticas del país, en cumplimiento a los prin-
cipios jurídicos. Para ello, en el marco de la Ley de Planeación se formula 
un Plan Nacional de Desarrollo (PND) sexenal.

Con la finalidad de ejemplificar los contenidos que se presentan de 
forma específica en relación con la protección de los personas mayores, 
en el PND 2007-2012 (Presidencia de la República, 2007), se consideró en 
el Eje 3. Igualdad de oportunidades, el apartado 3.6 Grupos vulnerables, 
Objetivo 17, en el que se contempló: “Abatir la marginación y el rezago 
que enfrentan los grupos sociales vulnerables para proveer igualdad en 
las oportunidades que les permitan desarrollarse con independencia y 
plenitud”. Para dar cumplimiento al objetivo referido la Secretaría de 
Desarrollo Social (Sedesol) en su programa sectorial 2007-2012, mencio-
na para el Objetivo 2. “Abatir el rezago que enfrentan los grupos sociales 
vulnerables a través de estrategias de asistencia social que les permitan 
desarrollar sus potencialidades con independencia y plenitud”, y su Es-
trategia 2.2, que a letra dice:

Atender desde el ámbito del desarrollo social, las necesidades de los adul-
tos mayores mediante la integración social y la igualdad de oportunida-
des. Promover la asistencia social a los adultos mayores en condiciones de 
pobreza o vulnerabilidad, dando prioridad a la población de 70 años y 
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más, que habita en comunidades rurales con los mayores índices de mar-
ginación (Sedesol, 2008).

Para cumplir con esta prerrogativa la Sedesol generó una intervención 
para la atención a los adultos mayores, denominada Programa 70 y más, 
que propuso la protección social a partir del incremento en sus ingresos y 
el tratar de disminuir el deterioro de su salud física y mental.

Por otra parte, la Secretaría de Salud elaboró su programa sectorial en 
la materia, a partir del cual se formuló el Programa de acción específico 
2007-2012 del envejecimiento, que pretendió entre otros aspectos:

2. Fortalecer la coordinación interinstitucional e intersectorial en favor del 
envejecimiento activo y saludable; 3. Implementar esquemas de preven-
ción y control de las enfermedades en los adultos mayores para promover 
un envejecimiento activo y saludable y, 4. Coadyuvar en la instalación de 
estructuras dentro del Sistema Nacional de Salud que aborden la epidemia 
de enfermedades crónicas y la atención al envejecimiento (Ssa, 2008).

En coordinación con estas prerrogativas se presentan acciones que las 
instituciones de seguridad social abordaron en sus programas de trabajo; 
por ejemplo, el Instituto Mexicano del Seguro Social, en su Programa es-
tratégico (PEIMSS) abordó la importancia de sus programas como Preve-
nimss y Diabetimss, y el Plan gerontológico (IMSS, 2009:51); y el Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) 
en su Programa institucional, dedicó, dentro de su objetivo número 9, la 
estrategia “O09.EI06. Fomentar una cultura del envejecimiento activo en 
los trabajadores al servicio del Estado” (ISSSTE, 2008).

Cabe señalar que la Secretaría de Salud se encarga de normar y estan-
darizar a partir de las normas oficiales mexicanas (NOM) los procesos de 
atención a la salud, tal es el caso de la NOM-031-SSA3-2012, para la pres-
tación de servicios de asistencia social para adultos y adultos mayores 
(SSA, 2012); NOM-173-SSA1-1998, para la atención integral a personas 
con discapacidad (Ssa, 1999); NOM-015-SSA2-1994, para la prevención, 
tratamiento y control de la diabetes en la atención primaria (SSA,1994) y 
modificada el 18 de enero de 2001 y con aclaración el 27 de marzo de 
2001; NOM-030- SSA2-1999, para la prevención, tratamiento y control 
de la hipertensión arterial (Ssa, 2001); NOM-043-SSA2-2005, Servicios 
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Básicos de Salud, Promoción y Educación para la Salud en Materia Ali-
mentaria. Criterios para brindar orientación (Ssa, 2006).

Finalmente, se identificó que la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, en su programa sectorial correspondiente, señaló en su Objetivo 9: 
Promover la equidad y la inclusión laboral explicando que:

[...] se construirá un Índice de vulnerabilidad laboral, a fin de contar con 
información precisa y oportuna en materia de vulnerabilidad laboral [...] 
que se encuentran en esta situación (mujeres, jóvenes, indígenas, personas 
con discapacidad y adultas mayores) (STPS, 2008).

Como se puede observar, todos estos esfuerzos se plantean de forma 
institucional y se refleja un trabajo individual; se carece de una acción 
coordinada y desarrollada de manera conjunta para unificar los enfo-
ques, adaptándolos en función de las poblaciones objetivos correspon-
dientes, pero sobre todo sumando esfuerzos en las coberturas de las 
acciones, ello permitiría la eficacia en el logro de las metas establecidas y, 
sobre todo, en la aplicación de los recursos y el cumplimiento de los man-
datos en términos de la transparencia en la aplicación del gasto público y 
la rendición de cuentas.

los actores involucrados en la atención de la dependencia

En el problema de la atención de la dependencia, el costo social se asocia 
con la calidad de vida; el costo económico, por ejemplo, tiene que ver con 
todo lo que es la preparación de la infraestructura médica. Este ámbito se 
encuentra en déficit; ya que México no cuenta con los especialistas en 
geriatría y gerontología que se requieren, entre otros. Hay indicadores 
que refieren cuántos médicos generales se deben tener por cada mil habi-
tantes; cuando se analizan estos indicadores para el caso de especialistas 
en la atención de personas mayores, como son los estándares de cuántos 
geriatras, gerontólogos, enfermeras geriátricas, debemos tener por cada 
mil personas mayores, éstos están por debajo de cualquier referencia. Es-
tos planteamientos ejemplifican cuáles son los ámbitos de actuación y 
cuáles son los actores que están involucrados en la atención del problema 
de la dependencia.
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En primer término, se debe analizar el proceso que sirve de marco de 
actuación para la prevención o, en su caso, atención de la dependencia. 
En este contexto, la principal estrategia es partir de la promoción de la 
salud (Figura 5); es decir, aquí es donde se tiene que invertir porque es la 
mejor forma de contribuir a la prevención de las enfermedades y evitar 
llegar al deterioro funcional que condicionan los problemas de discapaci-
dad. Es, en este sentido donde se hace referencia, al grave problema del 
sobrepeso y obesidad de las personas mayores.

Con anterioridad se mencionó que siete de cada diez personas mayores 
tienen un problema de S-O y que esta inadecuada condición de salud es 
mayor para las mujeres que para los hombres mayores. Sin duda, este 
problema de salud pública permite afirmar que la mejor forma de actua-
ción es la prevención a partir de la promoción de la salud.

Figura 5
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Esto significa que en el ámbito de la salud, es en la promoción de la 
salud donde se debe iniciar la actuación institucional (pero no la única) 
identificando los actores que deben intervenir. En este contexto, se plan-
tea que la responsabilidad de prevención de la dependencia es una condi-
ción de carácter individual, familiar, comunitaria e institucional, y que los 
actores institucionales involucrados se ubican en los sectores público, so-
cial, privado, destacando la enorme importancia del sector académico; la 
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Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Xochimilco, como casa 
abierta al tiempo, ha definido el estudio interdisciplinario del envejeci-
miento y de la dependencia de las personas mayores como prioridad del 
mayor interés; para su análisis cuenta con los investigadores idóneos ubi-
cados dentro de las tres grandes divisiones que la conforman: Ciencias 
Sociales y Humanidades; Ciencias Biológicas y de la Salud y Ciencias y 
Artes para el Diseño.

De igual forma, en los ámbitos de intervención se debe considerar la 
actuación conjunta de los tres niveles de la administración: federal, esta-
tal y municipal. Esta condición es de la mayor relevancia ya que, en la 
práctica, cuando se diseña una política pública se hace desde un enfoque 
(sentido) descendente; es decir, alguien (institución) formula el PND (aun-
que se haga referencia a un proceso concertado y participativo, a partir 
de mecanismos como son los foros de consulta popular o el uso de las 
nuevas tecnologías de la información para la recolección de opiniones y 
propuestas). Este documento se constituye en el marco de referencia para 
los programas sectoriales o especiales; de éstos se derivan los programas 
institucionales y, posteriormente, los de acción (Figura 6). Aquí está la 
mayor área de oportunidad; se tiene que modificar esta lógica; es decir, la 
lógica descendente tiene que ser complementada con la formulación de 
políticas públicas con una lógica de carácter ascendente (Figura 6), hay 
que ir a donde está el problema social a resolver, hay que hacer una pla-
neación participativa en ese nivel de actuación y mediante esa planeación 
local cerrar esa parte del proceso de planeación que en 40 años no se ha 
logrado.

El planteamiento es central, se propone pasar de la planeación por 
programa social a la planeación por problema social. Esta es un área de 
oportunidad que se debe explorar con la mayor de las prioridades institu-
cionales y académicas.
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estrategias y líneas de acción

En esta sección se formula una propuesta de líneas de acción a manera de 
ejemplo; este ensayo tiene la finalidad de ilustrar hacia dónde debe orien-
tarse el trabajo a desarrollar en los próximos meses en el contexto del 
Giesen. Se parte de que el objetivo general que orienta la identificación de 
elementos para la formulación de una política pública para la prevención 
de la dependencia es “Reducir los niveles de dependencia de las personas 
mayores”.

En este contexto, se propone que los trabajos a desarrollar para preve-
nir la dependencia estén orientados por cinco grandes ejes estratégicos 
(Figura 7). El trabajo conjunto que desarrollen los actores ya menciona-
dos y en los ámbitos de actuación sugeridos, contribuirá de forma directa 
a la obtención del objetivo general propuesto.

Es importante señalar que si bien dentro de cada uno de los ejes se 
formula un ensayo de líneas estratégicas, la finalidad última es que pue-
dan servir, bajo la responsabilidad actual en la que se construye la política 
social del Plan de Nacional Desarrollo, como elementos de discusión y 
construcción del conocimiento sobre cómo se ve en el Giesen que se de-
ben hacer las cosas; se está cierto que estos trabajos no significan la ver-

Figura 6
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dad única; deben ser analizados como una línea de investigación con todo 
el grupo de especialistas que se defina para tal efecto.

Eje 1. Delimitación de la orientación estratégica

La primera prioridad es atender los elementos de carácter jurídico; se 
debe reflejar la atención de la dependencia en el contexto de los derechos 
humanos de las personas mayores; es decir, tiene que asignársele una total 
prioridad institucional como en la década de 1980 la tuvo la planifica-
ción familiar o como la ha tenido la política de vacunación. Por lo tanto, 
la adecuación del marco jurídico es la primera línea estratégica que se debe 
prever; en segundo orden, se deben reflejar en el PND de la presente admi-
nistración federal, los mandatos para formular, de manera explícita, una 
política pública para la atención de las personas mayores; en tercer orden, 
la política pública que se defina se debe operacionalizar a partir de progra-
mas sectoriales o especiales, así como de programas institucionales que se 
deriven del plan, y se hagan explícitas las acciones, desde una perspectiva 
de acción conjunta, que las dependencias y organizaciones deben ejecutar 
para prevenir y atender las causas y efectos de la dependencia de las perso-
nas mayores; asimismo, es indispensable que se lleven a cabo las adecuacio-

Figura 7
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nes a los sistemas de información institucionales para que se registre la 
información específica relacionada con la atención de la dependencia de las 
personas mayores (Figura 8).

Figura 8
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Eje 2. Mejoramiento de la atención y de los servicios médicos

Las condiciones de salud son una de las principales causas de la dependen-
cia; en consecuencia, el mejoramiento de la atención y de los servicios 
médicos se constituye en un eje estratégico fundamental; para ello, la aten-
ción a la dependencia debe estar explícita en el modelo de atención a la 
salud, asignándole prioridad a la promoción de la salud en el marco del 
sistema universal de salud. En ese sentido, una segunda línea estratégica 
debe ser la prevención del sobrepeso y la obesidad y sus complicaciones; 
es evidente que el problema del S-O no se ha concebido como un proble-
ma de salud, no se le ha asignado esa prioridad, ni siquiera desde el punto 
de vista programático y mucho menos de carácter presupuestal. De igual 
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forma, deberá fortalecerse la infraestructura en salud, adecuándola a las 
necesidades específicas de las personas mayores, y promoviendo la forma-
ción de personal especializado en los problemas de atención característi-
cos de este grupo de población (Figura 9).

Eje 3. Fortalecimiento económico

El fortalecimiento económico de las personas mayores requiere incremen-
tar y diversificar la oferta laboral correspondiente; este tema tiene que ser 
discutido e incluir tanto una persona que no tuvo un trabajo formal, 
como aquella que pasó 35 o 40 años laborando y se retira, y después tie-
ne que volver a trabajar para subsistir. Se deben ensayar esquemas nove-
dosos de cómo poder aprender de lo que esa persona ya sabe. De igual 
manera poner en operación algunos tipos de pensiones no contributivas a 
nivel universal; así como implementar esquemas de incentivos fiscales a 
empleadores de personas mayores. En el terreno laboral se deben ofrecer 
modelos para que las personas en edad de retiro puedan disfrutar de su 
pensión y continuar laborando con privilegios de horarios y jornadas de 
medio tiempo (Figura 10).

Figura 9
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Eje 4. Incremento de la cobertura de la protección social

Sin lugar a dudas, el Eje Estratégico relacionado con la protección social 
debe ser analizado desde diferentes perspectivas; en primer orden llevar a 
cabo una redimensión del concepto; es decir, lo que hemos escuchado en 
los últimos 10 años es el tema de la protección social en salud, llamada de 
forma equivocada seguro popular. En este sentido, es necesario ampliar la 
cobertura de la protección social en términos de los derechos humanos y 
sociales. Se debe asegurar que todo adulto mayor tenga vivienda digna, 
alimentación adecuada y atención de sus problemas de salud; si se cumple 
con estos tres derechos, se estarían reduciendo considerablemente las pre-
siones económicas de las personas mayores. Otra línea se relaciona con 
ofrecer centros de día de carácter asistencial, en los cuales encuentre la 
atención a sus problemas básicos de salud, alimentación y convivencia; 
en esta misma estrategia de atención se ubican los programas de ayuda 
domiciliaria, sobre todo para las personas mayores que viven en condi-
ción de soledad (vivienda unitaria). Otra línea estratégica que deberá ser 
analizada es la relacionada con la creación y promoción de seguros para 
prevenir las necesidades económicas relacionadas con la dependencia en 
edades mayores (Figura 11).

Figura 10
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Eje 5. Fortalecimiento de la educación 
y la comunicación hacia la dependencia

Como planteamiento estratégico, el fortalecimiento de la educación y la 
comunicación hacia la dependencia, debe partir de la política pública co-
rrespondiente; en este contexto, otra línea estratégica es la regulación de 
la información sobre la dependencia misma, promoviendo una mejor in-
formación a la población en la que se manifieste que la dependencia, si 
bien es un proceso natural del ser humano, como condición negativa tam-
bién es factible de prevenir, sobre todo en los aspectos relacionados con 
sus costos económicos. Asimismo, una línea estratégica debe dedicarse a 
los aspectos de educación; tanto en la forma de cómo se debe ver la aten-
ción que los familiares jóvenes deben proporcionar a sus personas mayo-
res, tanto en la educación que en esa misma edad joven se debe tener para 
prevenir las causas de la dependencia y prever la contención de los efectos 
que dicha dependencia ocasiona (Figura 12).

Figura 11
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conclusiones

En este ensayo se considera como premisa final, el hecho de que es evi-
dente que la estructura social, al igual que la familiar han cambiado en 
los últimos 30 años; la definición de familia que se tenía en esa época se 
ha modificado y este es un tema que se analiza de forma permanente con 
los alumnos de las diferentes disciplinas de la UAM-Xochimilco; si bien 
esto es cierto, también lo es el que ya es tiempo de que la responsabilidad 
del adulto mayor deje de ser exclusiva de la mujer o de la familia; es ne-
cesario que el Estado mexicano asuma, cumpla, resuelva y ofrezca la 
oportunidad de que se disponga de una política pública explícita para 
atención de la dependencia de las personas mayores. Los elementos aquí 
aportados son la base para su construcción.

En este contexto, también se ha identificado que la prioridad es la de-
terminación e implementación de los mandatos jurídicos acompañados 
de los elementos programáticos relacionados con la atención de la depen-
dencia; en este ensayo se muestra la naturaleza de los objetivos que deben 
acompañar intervenciones bajo una responsabilidad gubernamental.

Especial mención se hace sobre los planteamientos estratégicos para la 
prevención de la dependencia, en los que se ensayan ejes que orienten la 
intervención, así como se ejemplifican los tipos de estrategias y de líneas de 
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acción que podrían contribuir a que la dependencia de las personas mayo-
res no sea una situación que rompa con los esquemas de organización fa-
miliar, económicos y sociales; sino que a partir de un enfoque preventivo 
contribuya, con una visión de futuro, a una dependencia atendible.
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Por principio quiero expresar un planteamiento que la sabiduría po-
pular está tratando de conceptualizar como principio axiomático, 
envejecer es obligatorio, crecer es opcional, tengámoslo en mente.

Desde la disciplina jurídica, el enfoque del desarrollo basado en dere-
chos, ha propiciado un tratamiento específico de grupos sociales que en el 
pasado fueron excluidos, propiciándose la titularidad de derechos huma-
nos de aquellas personas cuyos derechos han sido vulnerados por las cir-
cunstancias de discriminación normalizada en que se desarrolló su 
participación en la sociedad; a partir de dicho tratamiento concreto se bus-
ca un trato sobre la base de la igualdad y del respeto de la dignidad huma-
na, para favorecer la integración social y, con ello, la construcción de una 
“sociedad para todos”.

En este sentido, la transición demográfica, que se traduce en el proceso 
de envejecimiento de la población, ha abierto nuevas posibilidades para 
este enfoque. Por un lado, alienta a conciliar las necesidades e intereses de 
todos los grupos de la sociedad para avanzar hacia una plena integración 
social, donde cada persona, independientemente de su edad, con sus pro-
pios derechos y responsabilidades, tenga una función activa que desempe-
ñar, así como irrumpe y se consolida un nuevo sujeto social que reclama un 
tratamiento particular en razón de su edad e introduce nuevas reivindica-
ciones para expandir, especificar y profundizar los derechos humanos.

A partir de este enfoque, es que se ha tratado de orientar el desarrollo 
conforme al marco normativo de los derechos civiles, políticos, económi-
cos, sociales y culturales plasmados en acuerdos vinculantes tanto nacio-
nales como internacionales. 

Deslinde de la autonomía y la autorrealización 
como derechos humanos

Leoncio Lara Sáenz
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Desde esta perspectiva, se modifica la lógica de elaboración de leyes, 
políticas y programas aplicables a nivel nacional, ya que el punto de par-
tida no es la existencia de personas con necesidades, que deben ser asisti-
das, sino sujetos con autonomía y autorrealización que constituyen 
derechos que obligan al Estado y al resto de la sociedad.

De esta manera, se busca que tanto las acciones públicas, como las insti-
tuciones encargadas de la atención de personas mayores, se basen además 
de manera explícita en las normas internacionales sobre derechos huma-
nos, puesto que están protegidas por los instrumentos vinculantes de dere-
chos humanos, a saber: Declaración Universal de Derechos Humanos; 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales; Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre; Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y su Protocolo adicional en materia de derechos económicos, 
sociales y culturales (Protocolo de San Salvador), entre otros. 

En el ámbito internacional, en diciembre de 1991 se formalizan los 
principios de la Organización de las Naciones Unidas a favor de las per-
sonas de edad, de los cuales destacan los relativos a la autonomía o inde-
pendencia que se refieren a los derechos de los adultos mayores relativos 
a la alimentación, el agua, la vivienda, el vestuario, la atención y los cui-
dados a la salud, la provisión de ingresos y, en general, a la autosuficien-
cia, agregando el trabajo, la educación y la capacitación.

Otro principio es de la autorrealización, que se refiere al derecho para 
aprovechar las oportunidades que permitan desarrollar plenamente su po-
tencial y para acceder a los recursos educativos culturales y recreativos.

Además, estas situaciones se refieren al principio de la dignidad, la se-
guridad y a la libertad respecto de malos tratos físicos y mentales, pero 
incluyen el principio de la participación, es decir, su integración a la fami-
lia y a la sociedad de manera activa y su despliegue de actividades de ex-
periencia de trabajo, de educación o de asociarse y actuar políticamente 
con éxito en programas sociales.

En consecuencia, la titularidad de los derechos tiene como referente 
normativo los acuerdos y normas internacionales sobre derechos huma-
nos y, en consecuencia, es en el ámbito nacional en donde se deben instru-
mentar los mecanismos necesarios para la eficaz aplicación de la trama 
normativa. En este sentido, la Constitución de cada país es la que estable-
ce la jerarquía de dichos tratados dentro del ordenamiento jurídico inter-
no. En el caso mexicano esta jerarquía ha estado contenida en el artículo 
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133 y a partir de la reforma del 10 de junio de 2011, también ha de con-
siderarse el artículo 1, que incorpora los tratados internacionales en ma-
teria de derechos humanos a nuestro sistema jurídico.

Estas reformas consisten en el reconocimiento de la Constitución, en su 
artículo 1, para todas las personas en México y en esto se incluye a los adul-
tos mayores no ya como grupo vulnerable en situaciones de riesgo, sino 
como personas, de tal manera que los derechos humanos se interpretan de 
conformidad con la Constitución y con los tratados internacionales, favore-
ciendo en todo tiempo a cada persona con la protección más amplia.

Conforme a la Reforma Constitucional de junio de 2011, procedamos 
a deslindar algunos derechos humanos determinados por la Carta magna 
y referidos explícitamente a las personas adultas mayores:

El artículo 1 reformado, considera que todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en la propia Constitución y en los tratados 
internacionales reconocidos por México y, en consecuencia, se identifica el 
derecho humano a la igualdad. Asimismo, obliga a todas las autoridades en 
su ámbito de competencia, a proteger y garantizar los derechos humanos 
de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, in-
divisibilidad y progresividad, por lo cual el Estado deberá prevenir, investi-
gar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos.

También el artículo 1 establece el derecho humano a la no discrimina-
ción de los ancianos, al establecer que queda prohibida la discriminación, 
entre otras varias causas, aquella motivada por la edad.

De manera directa en los casos de suspensión de garantías se establecen 
como derechos humanos para todos, obviamente para los adultos mayores, 
el reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad per-
sonal, a la protección a la familia, al nombre, a la nacionalidad, a los dere-
chos políticos, a las libertades de pensamiento, de conciencia y de profesar 
creencia religiosa alguna, al principio de legalidad, de retroactividad, la 
prohibición a la pena de muerte, la prohibición a la esclavitud y la servi-
dumbre, la prohibición de la desaparición forzada y la tortura y a las ga-
rantías judiciales indispensables para la protección a estos derechos, el 
debido proceso legal, el tránsito, la audiencia y varios más.

La reforma obliga a todas las autoridades en el ámbito de sus compe-
tencias, a promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
de conformidad con los principios de universalidad, o sea para todos, de 
interdependencia, que significa que un derecho está asociado a los demás, 
de indivisibilidad, que significa que un derecho no puede ser gozado o 
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aplicado parcialmente y además de progresividad, por lo cual el Estado 
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los dere-
chos humanos en los términos de la ley.

En este caso, la Ley de referencia es la Ley de los derechos de las perso-
nas adultas mayores de 2002, reformada en 2012, misma en la que se 
incorporan y reconocen los principios rectores de los principales dere-
chos de los adultos mayores, entendiendo la autonomía y la autorrealiza-
ción, como las acciones que fortalezcan la independencia y la capacidad, 
decisión y el desarrollo personal y comunitario de los ancianos; la parti-
cipación, como la inserción de los ancianos en todos los órdenes de la 
vida pública; la equidad que sería el trato justo y proporcional en la re-
cepción de los elementos del bienestar, la corresponsabilidad y desde lue-
go la atención preferente. 

La lista de derechos es significativa, citemos: la integridad, la dignidad 
y la preferencia orientadas a una vida de calidad sin discriminaciones en 
una vida libre y sin violencia, respetuosa de la integridad física, psicoe-
mocional y sexual, a la protección contra toda forma de explotación y 
debidamente atendida por la familia, la sociedad y las autoridades de 
todo nivel político.

Pero al aceptar la reforma constitucional como fuente a los tratados 
internacionales, también está de acuerdo en los principios que rigen estas 
situaciones:

1.	Los Estados tiene la obligación de respetar los derechos reconocidos 
en los tratados internacionales.

2.	Los Estados tiene la obligación de proteger e impedir la violación de 
los derechos.

3.	Los Estados tienen la obligación de realizar acciones positivas y polí-
ticas e instituciones del buen cumplimiento y ejercicio de los derechos 
humanos que en su conjunto se asientan en la dignidad, la calidad de 
vida, la autonomía y la autorrealización que finalmente son los dere-
chos fundamentales de los adultos mayores, que todos en la nómina 
del tiempo buscamos.

Terminemos recordando que Norberto Bobbio, pensador italiano de 
gran calado que volvió a escribir a los 85 años –y no a los 60, como Cice-
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rón–, un libro llamado De senectute (de la vejez), señaló que lo malo de 
la vejez es que dura poco y a veces es conveniente, y creo que ésta es una 
de ellas, contrastar esta expresión con el refrán popular que dice el hom-
bre se hace viejo demasiado pronto, pero sabio demasiado tarde, o nunca, 
diríamos nosotros.
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introducción

El envejecimiento en México no es sólo un problema de salud o de finan-
ciamiento del sistema de pensiones; es, en realidad, una gran oportunidad 
para repensar la orientación de las políticas públicas enfocadas a la aten-
ción de grupos vulnerables, de resignificar la etapa de la vejez, al sujeto 
viejo, y el proceso de envejecimiento, para trabajar en la consolidación 
democrática que permita el desarrollo de nuestro país en términos de 
construcción de ciudadanía (Vivaldo y Martínez, 2012:27).

Es indudable que en México se han creado e implantado múltiples 
políticas públicas, se han promulgado leyes y se ha emitido norma-
tiva, y por supuesto, se han creado instituciones integradas verti-

calmente, todo esto a favor de la vejez.
Desde luego forma parte importante de este andamiaje la normativa in-

ternacional, que desde 1978, con la Primera asamblea mundial sobre el 
envejecimiento organizada por Naciones Unidas, así como con la Confe-
rencia preparatoria de la Organización Mundial de la Salud con el tema 
“La política de salud y el envejecimiento” ha abordado e impulsado la 
atención y los derechos de los adultos mayores.

Con este preliminar ejercicio de confronta respecto de la seguridad y 
asistencia sociales, frente a las acciones tendientes a la autorrealización y 
autonomía del adulto mayor, dados los nuevos esquemas y paradigmas, 

Políticas públicas de seguridad y asistencia sociales 
frente a los derechos de autonomía y autorrealización

Juan Carlos Ruiz Espíndola
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trataré de justificar la conveniencia de crear nuevas instituciones, como la 
Defensoría del Adulto Mayor, y una reforma legal que permita ir más allá 
de las acciones, como lo indica la Ley de los derechos de las personas adul-
tas mayores vigente, de protección física, mental y social de personas en 
estado de necesidad, desprotección o desventaja física y mental.

algunas referencias históricas recientes

En franca referencia al minucioso análisis que realizan Marissa Vivaldo y 
María de la Luz Martínez, es pertinente remontarnos al año de 1977, fe-
cha en la que se crea Dignificación de la vejez, AC, uno de los primeros 
esfuerzos reales para la atención a la vejez, y que además constituye el 
pilar para la creación del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de 
la Familia (SNDIF); para posteriormente, en 1979, dar pie a la fundación 
del Instituto Nacional de la Senectud (Insen).

En 1981, en el ámbito internacional, México participa en la investiga-
ción regional coordinada por la Organización Panamericana de la Salud, 
misma que formó parte de la preparación de la Asamblea Mundial sobre 
el Envejecimiento.

Para 1982 se decreta incorporar al SNDIF, la prestación de servicios asis-
tenciales a los ancianos, como la asistencia jurídica gratuita. Cabe señalar 
que varias funciones, como la mencionada asesoría jurídica, ya las brinda-
ba el Insen, lo que indica duplicidad de funciones; sin embargo, y a decir 
verdad, el Estado continúa, aunque con moderada amplitud, llevando a 
cabo acciones en pro de las personas adultas mayores.

En el ámbito de la planeación sexenal del gobierno federal, están pre-
vistas las políticas públicas en materia de asistencia y seguridad social a 
las personas adultas mayores, enseguida lo más destacable:

Plan Nacional de Desarrollo 1983-1988

Aun con la implantación de un modelo neoliberal de adelgazamiento del 
Estado, las directrices en materia de política social y de acciones contra la 
pobreza, se destaca: 

•	A tención prioritaria a las necesidades básicas de los grupos más despro-
tegidos.
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•	L as acciones de salud estarán particularmente encaminadas a impulsar 
la protección de los ancianos en abandono total o parcial.

En la década de 1980 el Insen atravesó un proceso de debilitamiento, 
aunque en algunos sectores, como el de servicios asistenciales, amplió su 
gama con la geriátrica. Asimismo, publicó un catálogo de Programas asis-
tenciales y servicios sociales, en el ámbito de los esfuerzos de nivel pre-
ventivo y de implementación de servicios. En ese sentido, desplegó un 
plan de trabajo con 24 programas, entre los que destacan: apoyo al poder 
adquisitivo; servicios educativos; atención geriátrica; investigación social 
gerontológica, e investigación geriátrica.

Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000

•	S e determinó garantizar la atención a las personas de la tercera edad 
que, una vez que dejaran de participar en actividades económicas, se les 
diera la categoría de sector más desfavorable.

•	 Proponía acciones concretas orientadas al funcionamiento de una segu-
ridad social justa, que garantizara un retiro de la vida laboral sin detri-
mento de su bienestar; también a la ampliación de los servicios 
educativos, culturales, de reposo y recreación, así como el aprovecha-
miento de sus conocimientos y experiencias.

En 1999 se promulga, en el estado de Yucatán, la primera ley en la ma-
teria denominada Ley para la protección social de las personas en edad se-
nescente y ese mismo año, en el Distrito Federal se aprueba la Ley de los 
derechos de las personas adultas mayores, ordenamientos novedosos para 
el mejoramiento de servicios de asistencia y para atender deficiencias de 
calidad y recursos, en favor de las personas de la tercera edad.

El Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, define importantes direc-
trices:

•	I nstrumentar políticas incluyentes para la atención a los ciudadanos 
de edad avanzada.

•	 Brindarles retribuciones, asistencia y oportunidades como el empleo.
•	 Promover un Comité Nacional de Atención al Envejecimiento, que 

incluyera a los estados, municipios e instituciones gubernamentales y 
privadas.
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Las líneas de acción fueron:

1.	Crear conciencia en la población sobre los derechos de los adultos 
mayores, sus necesidades y cuidados especiales.

2.	Acuerdos de coordinación para aprovechar la capacidad instalada del 
gobierno y la iniciativa ciudadana.

3.	Impulsar mejores programas del cuidado de la salud para la preven-
ción de enfermedades crónico-degenerativas.

4.	Apoyar las condiciones para su participación activa de las políticas 
sociales.

5.	Promover la investigación y conocer con mayor precisión sus necesi-
dades en el país y para el futuro.

Durante ese sexenio, en el 2002, se promulgó la Ley de los derechos de 
las personas adultas mayores, en cuyos apartados más importantes y 
prioritarios estaban:

1.	Servicios sociales. Con el propósito de orientar la planeación y concer-
tación de acciones de instituciones públicas y privadas; lograr el fun-
cionamiento de los programas y servicios, promoviendo solidaridad y 
participación ciudadana, permanencia de los adultos mayores en su 
núcleo familiar y comunitario; así como programas especiales de edu-
cación y becas de capacitación laboral para su reincorporación a la 
planta productiva y desarrollo profesional.

2.	Salud. Procurando se brindara la atención integral e interinstitucional 
de los sectores público y privado; así como el fortalecimiento de redes 
familiares, sociales e interinstitucionales; garantizar la asistencia social.

3.	Vivienda y transporte. Promover la existencia de condiciones óptimas 
en el transporte público y espacios arquitectónicos; y la generación de 
programas de vivienda para la obtención de créditos accesibles para 
adquirir o remodelar su vivienda.

4.	Participación. Se busca lograr su intervención en la formulación y ejecu-
ción de las políticas públicas; desarrollo humano integral con equidad 
de género; organización y participación para aprovechar su experiencia 
y conocimiento; creación de espacios de expresión.

5.	Violencia, discriminación y maltrato. En este apartado se prevé la di-
fusión de derechos y valores.
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En esta década se dan importantes avances en materia de atención al 
envejecimiento desde las entidades públicas del Gobierno Federal.

A.	Secretaría de Desarrollo Social. Emitió la Estrategia nacional de desa-
rrollo social contigo, igualdad y equidad, a partir del desarrollo de 
capacidades, generación de opciones de ingreso; formación de patri-
monio y protección social. Expidió programas como Oportunidades; 
Ahorro para el retiro de oportunidades, y Atención a adultos mayores 
en zonas rurales.

B.	El Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores (Inapam). Ins-
trumentó diversas estrategias, entre las que estuvieron:

a.	Capacitación, atención con carácter preventivo.
b.	Programas de promoción y difusión de los derechos humanos y el 

Programa de transmisión de valores de las personas mayores a los 
jóvenes infractores.

c.	Creación de clínicas de hipertensión, de diabetes, de memoria y adic-
ciones, y servicio psicológico.

d.	Publica la Agenda del consejo de coordinación interinstitucional so-
bre el tema de adultos mayores, en la que se convocaron 38 entida-
des del Ejecutivo Federal y organizaciones civiles, con el objetivo de 
crear un Consejo Nacional para las Personas Adultas Mayores.

De conformidad con datos arrojados por las especialistas, lamentable-
mente no se consolida como organismo rector para el diseño de políticas 
públicas, sobre todo por tratarse de cuestiones presupuestales.

Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012
Los esquemas más relevantes son:

•	 Grupos vulnerables, igualdad de oportunidades, acceso a servicios de 
salud, educación y trabajo.

•	A batir la marginación y el rezago, a partir del desarrollo con indepen-
dencia y plenitud.

•	A poyo económico bimestral a los ancianos de 70 años y más.
•	 Aprovechamiento de la experiencia de los adultos mayores. Desarrollo 

en actividades productivas de relevancia para su comunidad. Genera-
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ción de empleos, estímulos fiscales para empresas que los contraten; 
generación de un ingreso adicional para hacer frente al empobreci-
miento progresivo.

•	A cceso a redes sociales de protección.
•	C onsolidación de políticas públicas de apoyo alimentario.

Son de destacarse las propuestas de programas con acciones y objeti-
vos claros. Queda pendiente el análisis respecto al grado de cumplimiento 
de los mismos.

Acciones

Programa de atención a adultos mayores en 
zonas rurales de la Secretaría de Desarrollo 
Social.

Programa de atención a adultos mayores de 
70 años y más de la Secretaría de Desarrollo 
Social.

Programa nacional de atención al envejeci-
miento. Implementado por la Secretaría de 
Salud en conjunto con el Instituto Mexicano 
del Seguro Social (IMSS), el Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado (ISSSTE) y otras 
instituciones.

Seguro Popular.

Objetivos

Contribuir a que los adultos mayores de 60 
años y más, superen condiciones de pobreza 
alimentaria. Transferencia anual de 2 100 
pesos en efectivo.

Mejorar las condiciones de vida de los 
adultos mayores de 70 años y más, apoyo 
mensual de 500 pesos.

•	C ontribuir a la prevención y control de 
las enfermedades de mayor prevalencia 
en la población mayor de 60 años.

•	A lcanzar un “envejecimiento activo”, 
manteniendo la funcionalidad del adulto 
mayor en el contexto de la salud.

•	 Promoción de la salud.
•	 Detección y diagnóstico oportuno de 

enfermedades crónico-degenerativas.
•	 Tratamiento y control de enfermedades.
•	C artilla Nacional del Adulto Mayor.

•	 Brindar protección financiera a la 
población que carece de seguridad social.

•	C atálogo Universal de Servicios de Salud.

Cuadro 1

continúa...



Cuadro 1

(continuación)

Acciones

Programa de atención integral 
a personas adultas mayores 
sujetas de asistencia social DIF

Programa de atención a la 
salud y el envejecimiento 
implementado por el ISSSTE.

Programa de envejecimiento 
activo (Prea) del IMSS.

Modelo de atención gerontoló-
gico del Inapam.

Objetivos

•	 Proporcionar atención gerontológica a quienes se 
encuentren en desamparo, incapacidad, margina-
ción o maltrato.

•	S ervicios integrales multi e interdisciplinarios para 
satisfacción de necesidades.

•	A lojamiento en centros gerontológicos del DIF.
•	E ducación continua gerontológica a la población.
•	F ormación de profesionales en gerontología.
•	R ehabilitación e integración social.
•	F ormación y capacitación de recursos humanos.
•	S ensibilización difusión.
•	A lojamiento, alimentación, vestido, actividades 

socioculturales, recreativas y deportivas.
•	A tención médica, psicogerontológica, jurídica, 

psiquiátrica y del día.

•	A tención preventiva en salud y envejecimiento en el 
primer nivel.

•	F uncionamiento de 139 módulos gerontológicos.

•	C onservación y desarrollo de su potencial de 
bienestar físico, mental y social.

•	M ejoramiento de su calidad de vida con salud, 
independencia, dignidad y participación en diversas 
actividades.

•	E stablecimiento de una política pública de vejez 
que considera fundamentalmente aquellos factores 
que elevan la calidad de vida, desde un enfoque de 
derechos y con perspectiva de envejecimiento.

•	 Transmisión de valores.
•	E mpleo y apoyo a la economía.
•	S alud, investigación y formación de recursos 

humanos en gerontología.
•	 Desarrollo social y comunitario, asesoría jurídica, 

actividades socioculturales, turismo y recreación, 
servicios educativos y psicológicos.
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Para este sexenio, los ejes rectores de la política pública nacional, a 
realizar por medio del Inapam se tradujeron en lo siguiente:

1.	Cultura del envejecimiento. Premisa ética y normativa de considerar a 
las personas adultas mayores como sujetos de derechos y no como 
grupo vulnerable. Protección efectiva de sus derechos humanos.

2.	Envejecimiento activo y saludable. Proporcionar los medios y las 
oportunidades para el goce de una vejez saludable con recreación, es-
parcimiento, asociación y participación que contribuyan a su bienes-
tar y autoestima.

3.	Seguridad económica. Incentivar la participación de la población en el 
sector formal. Generar mejores oportunidades de autoempleo.

4.	Protección social. Garantizar las necesidades mínimas de las personas 
de edad: salud, alimento, vestido y vivienda.

gestación de las principales instituciones, 
expedición de normativa y principales resultados

El Insen da inicio y ejerce sus funciones a partir de conocimientos casi 
nulos sobre las características físicas, psicológicas y sociales de los ancia-
nos; asimismo, enfoca su atención a la situación económica precaria por 
la desocupación y marginación del sistema laboral y limitados ingresos 
de jubilados y pensionados. Estas referencias dan debida cuenta de la la-
mentable posición de las personas adultas mayores, lo que lleva, entre 
otras acciones, a crear una infraestructura en materia de servicios de sa-
lud para hacer frente a las enfermedades crónico-degenerativas. Por otro 
lado, se emitió normativa para la implantación de programas asistencia-
les y que previó lo siguiente:

•	E stablecimiento de protocolos de investigación.
•	I mplementación de programas de educación permanente para todos 

los grupos de la población relativos al proceso de envejecimiento.
•	 Programas de posgrado en geriatría y gerontología.
•	C reación de centros de producción autofinanciables para mayores.
•	 Promoción de la incorporación de jubilados y retirados a programas 

obligatorios de capacitación para empresas.
•	C reación de centros de asistencia en estados y municipios.
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•	 Procuración de asistencia médica especializada.
•	 Promoción de la organización y participación de los viejos para man-

tenerlos incorporados a la sociedad.
•	E stablecimiento de servicios de asesoría jurídica.
•	 Proceso de investigación jurídica para proponer reformas a las leyes 

para mejorar la protección jurídica del anciano.
•	 Programa para normar a las instituciones privadas que prestan asis-

tencia a los ancianos.

Las propuestas del Insen fueron:

•	I nvestigación gerontológica.
•	F ormación de recursos humanos en gerontología y geriatría.
•	C entros de producción y bolsas de trabajo.
•	 Procuraduría de la Defensa del Anciano, albergues y clubes de la ter-

cera edad.
•	S ervicios psicológicos.

En ese tenor, el SNDIF y el Insen, se dieron a la tarea de realizar semina-
rios en la materia, cuyo objetivo y directrices fueron los siguientes:

•	S eminarios “La asistencia social y el anciano en México”.
•	S e daba cuenta de los avances científicos gerontológicos y evaluación 

de la participación interinstitucional para resolver los problemas so-
ciales y económicos de los viejos en México.

El Insen operaba programas educativos, sociales, culturales y psicoló-
gicos, y en 1988, se llegó a una cifra importante de, aproximadamente, 
700 mil afiliados. En ese mismo año se crea el primer servicio de geriatría 
del ISSSTE y el IMSS da prioridad respecto de su Programa de jubilados y 
pensionados.

Se implantaron políticas públicas para superar lo precarizado del nivel 
de vida de las personas adultas mayores, contra la agudización de su es-
tatus de carga social y familiar.

Como ya se mencionó, se promulga la Ley de los derechos de las per-
sonas adultas mayores, la cual sienta las bases para una política basada 
en derechos y dar un nuevo impulso al Insen, para convertirse en el Insti-
tuto Nacional de los Adultos en Plenitud y posteriormente, en el Instituto 
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de las Personas Adultas Mayores, órgano rector de la política pública en 
materia de envejecimiento. Entre sus principales disposiciones tenemos 
los servicios sociales, la salud, la vivienda y el transporte.

Se han generado importantes avances en entidades públicas como en la 
Secretaría de Desarrollo Social que proyecta una Estrategia Nacional del 
Desarrollo Social Contigo, igualdad y equidad, mediante el desarrollo de 
capacidades, generación de opciones de ingreso; formación de patrimo-
nio y protección social, se pone en marcha el Programa Oportunidades, 
Ahorro para el retiro de oportunidades, y Atención a adultos mayores en 
zonas rurales.

El Inapam establece como principales estrategias la capacitación, aten-
ción con carácter preventivo, programas de promoción y difusión de los 
derechos humanos y Programa de transmisión de valores de las personas 
mayores a los jóvenes infractores, creación de clínicas de hipertensión, 
diabetes, de memoria y adicciones, y servicio psicológico.

El IMSS llevó a cabo un programa piloto de atención domiciliaria y el 
ISSSTE desarrolló programas especializados en geriatría y atención del al-
zheimer.

Cuadro 2

Directrices

Primer seminario

a) Programas de asistencia.
b) Pensiones no contributivas.
c) Opciones de autoempleo
d) Acceso universal a servicios de salud.
e) Mantenimiento de la funcionalidad 

física, mental y social.

Segundo seminario

a) Salud y enfermedades crónicas.
b) Depresión.
c) Aspectos psicopatológicos de la vejez.
d) Biología del envejecimiento.
e) Envejecimiento celular.
f) Vigilancia epidemiológica.
g) Educación para la salud.

Tercer seminario

a) Políticas sociales de atención.
b) Formación de recursos humanos.
c) Programas de atención integral.

Cuarto y quinto seminarios

a) Cuidados prolongados.
b) Desarrollo de potencialidades en la vejez.
c) Mantenimiento de la salud.
d) Incremento de la participación familiar.
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El SNDIF dio continuidad a programas de asistencia a ancianos en si-
tuación de vulnerabilidad.

Durante la administración del presidente Carlos Salinas de Gortari, 
hay un paso importante con la creación de un subprograma “Maestros 
jubilados”, que buscaba reincorporarlos a la vida laboral, precedente que 
nos permite dar mayor sustento a pasar de lo asistencial a la autorrealiza-
ción. Lamentablemente, con el Programa nacional de solidaridad (Prona-
sol) se deja de lado en la agenda pública y gubernamental el tema del 
envejecimiento. En efecto, en esa época se detectaron factores de obstacu-
lización y regresión en la materia.

hacia una cultura de la autorrealización 
y autonomía del adulto mayor. los retos

Es importante destacarlo y está dicho por los tratadistas, la atención a las 
personas adultas mayores, “se ha construido históricamente a partir del 
principio de pobreza e integración social [...] asociada con la necesidad y 
dependencia económica [...] acciones de corte asistencialista que no pro-
mueven la participación social o la creación de una base ciudadana” (Vi-
valdo y Martínez, 2012:39).

Está visto que las acciones se han centrado en esquemas asistencialistas 
y paternalistas en detrimento de la participación de los adultos mayores, 
como lo observamos en el “intento” de ofrecer un mejoramiento sustan-
cial en la calidad de vida con independencia, dignidad y participación en 
diversas actividades, o en la frustrada creación de una Procuraduría de la 
Defensa del Anciano para ofrecer servicios de asesoría jurídica.

Es de justicia indicar que son patentes las acciones realizadas por el 
Estado en materia de asistencia y seguridad social, ahora, es indispensa-
ble apoyar los esquemas y nuevos paradigmas traducidos en los princi-
pios de autorrealización y autonomía, mismos que planteaba ya el Plan 
Nacional de Desarrollo 2006-2012, pero que deben cristalizarse, a partir 
de ejecutar los ejes que rigen la política pública nacional de la cultura del 
envejecimiento con igualdad y sin discriminación por razón de edad.

La Organización Iberoamericana de Seguridad Social diagnosticó que 
México está realizando un trabajo intersecretarial importante, pero en la 
práctica, cada institución funciona por su cuenta con programas que se 
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Figura 1

duplican y que fomentan la dependencia de los viejos y el protagonismo 
de las instituciones.

La intención es que las políticas expresen que los viejos son alguien y no 
algo y como ciudadanos participen en la construcción de las soluciones de 
sus problemáticas y necesidades (Vivaldo y Martínez, 2012:40).

Se debe procurar una reforma a la ley que contenga no sólo modelos 
centrados en el asistencialismo y la dependencia, y además, propiciar la 
creación de una defensoría, con la visión y cambio de paradigmas en tér-
minos de que los adultos mayores son un importante capital social y hu-
mano, con la perspectiva de contribuir a consolidar la autonomía, la 
autorrealización y los derechos humanos de las personas adultas mayo-
res, que permita la construcción de un país más justo y equitativo. En 
efecto, debemos garantizar los derechos humanos de las personas adultas 
mayores y a ampliar la protección efectiva de los mismos.

Más allá de que si “las políticas se han construido a partir de visiones 
de gobierno y no de Estado, lo que causa que el carácter de las políticas 
no sea el de políticas públicas sino en realidad de políticas gubernamen-
tales”, lo que debemos plantearnos, son programas, instituciones y nor-
mas que den atención a la vejez.
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La alternativa es procurar una visión objetiva de los adultos mayores 
para considerarlos un importante capital social y humano; una atención 
gerontológica frente a modelos centrados en el asistencialismo y la de-
pendencia. El envejecimiento activo incide en la construcción de la ciuda-
danía: solución al problema de los viejos como simples “consumidores de 
política”, transformándolos en “hacedores de política” y avanzar hacia la 
verdadera política de atención al envejecimiento.

Nos sumamos a la propuesta de la tratadista Elizabeth Caro López al 
referir que la política pública adecuada para acompañar el proceso de 
envejecimiento debe considerar, entre otros esquemas, los siguientes:

1.	Involucrar a más instituciones públicas y no sólo a las del sector sa-
lud.

2.	Generar una perspectiva integral en torno al curso de vida de los indi-
viduos y las sociedades.

3.	Revisar el marco jurídico desde una perspectiva incluyente.
4.	Lograr políticas públicas sostenibles.

Desde luego, lo que se ha ganado no debe descuidarse, es importante 
dar seguridad y asistencia en la vejez, como lo refieren Roberto Ham y 
Berenice Ramírez,

[...] lo que importa es la dependencia en la que esta parte de la población 
puede caer. En correlación con el avance de la edad se presentan condicio-
nes adversas de salud de tipo crónico, degenerativo y discapacitante, e in-
adaptabilidad ante cambios sociales y tecnológicos que paulatinamente y 
a veces de súbito, conducen a las personas envejecidas a la dependencia 
(Ham y Ramírez, 2012:65).
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Pensiones de vejez y retiro en México

Berenice P. Ramírez López

reflexiones en torno a la construcción de un derecho 
desde la perspectiva económica y social

Breve diferenciación entre derechos humanos 
y derechos sociales, económicos y culturales

Al entender el envejecimiento desde una perspectiva cronológica 
vinculada a las autonomías, la vejez se asume como la etapa de 
las discapacidades y del incremento de las dependencias. El análi-

sis del envejecimiento se realiza como proceso del ciclo de vida y manifes-
tación de la transición demográfica. En México, destaca el rápido proceso 
de envejecimiento de la población en un contexto de lento crecimiento 
económico (estancamiento estabilizador) y de ampliación de las desigual-
dades. La tasa de crecimiento poblacional total se sitúa en 1.2% (Cona-
po, 2013) mientras que el crecimiento de la población mayor de 65 años 
en 3.9 por ciento.

¿Cómo enfocar para este proceso, las tensiones que se expresan entre 
los derechos personales (libertad, autonomía) con los derechos sociales 
que como tales deben ser tomados a cargo de la colectividad?

Los derechos individuales de una población vieja y por lo tanto depen-
diente, se debilitan y pasan a ser parte de las responsabilidades y obliga-
ciones familiares, desdibujándose los puentes con el derecho social.
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Los derechos económicos, sociales y culturales (DESC) establecen cues-
tiones tan básicas para la dignidad humana como la alimentación, la sa-
lud, la vivienda, el trabajo, la educación y el agua; se derivan directamente 
de tratados internacionales de derechos humanos, como el Pacto interna-
cional de derechos económicos, sociales y culturales de la Organización de 
las Naciones Unidas (ONU) (1966) y las normas establecidas por organis-
mos especializados como la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
y la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y 
la Cultura (Unesco).

En diciembre de 2008 la asamblea de la ONU adoptó el protocolo fa-
cultativo Pacto internacional de derechos económicos, sociales y cultura-
les que prevé que el comité de derechos económicos, sociales y culturales 
podrá recibir quejas o comunicaciones

México ha incluido este pacto como enmienda en el artículo 17 de la 
constitución. La debilidad de esta enmienda es que México no prevé o 
permite acciones colectivas en materia a los derechos económicos (Cor-
cuera y Cantón, 2004).

Pese a estas circunstancias, considero que el problema principal en el 
cumplimiento de los derechos es cómo garantizar su realización efectiva.

la relación derecho constitucional, 
pensiones, financiamiento

La seguridad social mexicana se definió desde una perspectiva identifica-
da con la concepción de Beveridge pero terminó siendo instrumentada 
desde una de corte bismarkiano,1 señalo esto porque en la fracción XXIX 
del artículo 123, refiere que:

[...] es de utilidad pública la ley del seguro social, y ella comprenderá segu-
ros de invalidez, de vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de 
enfermedades y accidentes, de servicios de guardería y cualquier otro en-
caminado a la protección y bienestar de los trabajadores, campesinos, no 
asalariados y otros sectores sociales y sus familiares (Diario Oficial de la 
Federación, 6 de octubre de 1986).

1 Beveridge (1942) incorpora la asistencia social y los seguros voluntarios complemen-
tarios a los seguros sociales contributivos ante riegos de enfermedad, accidentes de trabajo 
y vejez, instrumentados por Bismark (1883-1889).
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A pesar de la amplia mención del tipo de trabajador que se hace, lo 
que ha prevalecido es que los trabajadores sujetos al seguro social han 
sido principalmente los urbanos, del sector privado, formales, organiza-
dos y protegidos contractualmente por su inscripción al Instituto Mexi-
cano de Seguro Social.

Tres institutos de seguro social de carácter nacional son los que se re-
conocen; el Instituto Mexicano de Seguro Social (IMSS), el Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) y el 
Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas Mexicanas (ISS-

FAM). De acuerdo con contratos colectivos de trabajo, se otorgan servi-
cios similares a trabajadores de Petróleos Mexicanos, Comisión Federal 
de Electricidad (CFE) y Banca (Banco de México, Nacional Financiera y 
Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos). En el estricto y único 
ámbito de atención a la salud y programas preventivos, se encuentra la 
Secretaría de Salud (Ssa) y las instituciones estatales y municipales que 
para ese fin se han constituido. Su financiamiento es principalmente pú-
blico aunque cobra cuotas de recuperación a los usuarios.

La seguridad social en México cubre a menos del 60% de la población 
mexicana, alrededor del 38% de la población económicamente activa y 
35% de la población ocupada. Se caracteriza por incluir a los seguros so-
ciales contributivos, a los seguros sociales de financiamiento exclusivamen-
te público, los programas de asistencia social, los regímenes de prestaciones 
mutuales, los fondos de previsión y otros regímenes especiales que asumen 
una función particular, referida a grupos determinados.

el diagnóstico de cobertura y suficiencia de pensiones 
y las implicaciones para la seguridad económica en la vejez

Pensiones y población adulta mayor

a) La que trabajó, cotizó y tuvo derecho a una pensión. El 24% de los 
mayores de 60 años cuenta con una pensión de retiro o vejez, además 
de la baja cobertura se expresa la inequidad de género, ya que reciben 
pensión el 32.7% de los hombres y el 17% de las mujeres (Ramírez et 
al., 2012).



Fuente: elaboración propia con datos de la muestra de 10% del 
Censo General de Población y Vivienda, 2010, del INEGI; Ramírez y 
Ham (2012).

*Incluye: Buscó trabajo, Ya no trabaja, Estudiantes, Pensionados, 
e Incapacitados que no trabajan.

Cuadro 1

Distribución de la población mayor de 65 años, por grupos de edad 
y tamaño de la localidad, según condición de actividad y sexo (México, 2010)

Grupos de edad

65-69
70-74
75-79
80 +

65-69
70-74
75-79
80 +

65-69
70-74
75-79
80 +

H

55.2
43.1
33.2
18.5

64.3
50.9
41.4
23.3

49.1
36.6
26.3
14.2

M

16.8
11.9
7.8
3.9

14
10
7.5
4.3

18.4
13.1
8.1
3.6

H

42.8
54.4
63.7
77.7

33.4
46.3
54.8
72.6

49.1
61.1
71.1
82.3

M

14.8
19.2
24.6
42.1

8.4
13.6
19.8
40.6

18.7
22.9
27.7
43.1

H

2
2.5
3.1
3.8

2.3
2.8
3.8
4.1

1.8
2.2
2.6
3.5

M

68.4
68.9
67.6
54

77.6
76.4
72.7
55.1

62.9
64

64.2
53.2

Trabaja No trabaja Hogar

México

Rural

Urbano
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b) El monto de los ingresos sigue la misma composición en cuanto a dis-
tribución del ingreso, la pobreza indígena es más aguda, así como en 
la población vulnerable.

Fuente: estimaciones de Coneval con base en “Módulo de condiciones eco-
nómicas” de la Encuesta nacional de ingresos y gastos de los gogares 2010.

Gráfica 1

Distribución de la población según situación de pobreza 
en el país para grupos selectos (México, 2010)

c) La desigualdad se aprecia en la distribución de las pensiones. A medi-
da que los ingresos suben, la protección social y laboral también. 

Gráfica 2
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d) A medida que el trabajo sin protección continué aumentando, las po-
sibilidades de contar con una jubilación y o pensión de retiro, serán 
parte de la historia social del país. Actualmente es mayor el número de 
empleo informal en el que se encuentran 29 millones de personas, 
frente al empleo formal constituido por 19.5 millones. 

e) Las reformas al IMSS e ISSSTE modificaron estructuralmente las carac-
terísticas y montos de los beneficios e introdujeron a las pensiones y a 
la salud a la dinámica del mercado y al interés de la rentabilidad.

f) Pocos serán los trabajadores que alcancen una pensión y ésta será muy 
baja tomando en cuenta que la tasa de reemplazo se sitúa en 30% del 
salario base de cotización y que la densidad de cotización registra 
38% (Consar, 2012).

g) Ante la falta de medidas a favor de la seguridad social se inician la era 
de la protección social mediante pensiones no contributivas de carác-
ter asistencial, de énfasis compensatorio pero no de alivio a pobreza e 
inequidad.

Gráfica 3

Distribución porcentual de población ocupada con y sin prestaciones laborales 
según nivel de ingreso en México, 2010-III

Fuente: elaboración propia con datos de la Encuesta na-
cional de ocupación y empleo, Ramírez (2012).
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De acuerdo con estudios actuariales, en la exposición de motivos del 
proyecto de presupuesto de egresos 2011, para el periodo 2012-2016 se 
proyecta que las obligaciones pensionarias crecerán en tasas reales anua-
les de 6.7% en Pemex, 7.5% en la CFE. En el IMSS el Régimen de Jubila-
ciones y Pensiones (RJP) aumentará en una tasa real de 10.1% y las 
pensiones en curso de pago 8%. En el ISSSTE se aplica un crecimiento real 
de 15% lo que implica que el gasto en pensiones aumente del 2.3 al 2.9% 
del PIB. (SHCP, 2011:163-164).

El porcentaje del presupuesto de egresos de la federación para pago de 
pensiones creció, representando el 9% en 2011, y difícilmente se podrá 
ofrecer alguna cobertura adicional sin modificar las reglas actuales. Pre-
valece una gran inequidad, ya que mientras menos del 20% de los mayo-
res de 65 años tienen una pensión, hay gran gasto en pensiones de 
privilegio, de elevado monto y con temprana edad al retiro.

1.	Los sistemas de privilegio tienen un gran costo con tendencia ascen-
dente que los hacen insostenibles.

2.	Las cuentas individuales no ofrecen una protección económica ade-
cuada en la vejez.

3.	El nivel de ahorro es insuficiente en gran parte debido a los altos cos-
tos de la administración privada.

4.	Una tarea pendiente y absolutamente indispensable es convertir los 
recursos de la capitalización individual en ahorro productivo.

aclarando perspectivas: seguridad social, protección social,
protección social inclusiva o qué

Con las características hasta aquí descritas, ¿es posible promover la univer-
salización de la seguridad social como derecho constitucional? Por supues-
to que sí, hay bases constitucionales y de leyes federales que no se están 
respetando y que coadyuvarían a un fortalecimiento de la seguridad social. 
En la perspectiva contributiva con el sólo hecho de hacer cumplir la Ley 
Federal del Trabajo y el convenio 102 de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), que ha suscrito México, se podría incluir a los trabajadores 
que por razones laborales (honorarios, outsourcing, por cuenta propia, et-
cétera) no tienen registro en las instituciones de seguro social. 
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Si la política social se articula en un conjunto de decisiones y actuacio-
nes público-administrativas generadas en la esfera estatal, habría que reto-
mar nuevamente la fracción XXIX del artículo 123 e incluir a los campesinos 
y no asalariados, entonces sí estaríamos en el camino de la universaliza-
ción. Para ello se requiere de una evaluación de la serie de impactos que 
han tenido las políticas asistenciales y focales, mismas que hasta el mo-
mento han mostrado su baja contribución en la reducción de la pobreza 
extrema, pero no en la desigualdad, ya que es necesario conjugar dos fren-
tes; la exigencia de respetar las leyes otorgando protección laboral y social 
con lo que se fortalecería a la seguridad social contributiva, así como dise-
ñar seguridad social no contributiva con base en derechos sociales; y como 
señalan Víctor Abramovich y Christian Courtis (2002), los derechos socia-
les se definen cuando el Estado asume la regulación política de la econo-
mía, y toma a su cargo la decisión acerca de qué áreas de la interacción 
humana quedarán libradas al funcionamiento del mercado, y qué áreas 
quedarán parcial o totalmente desmercantilizadas. Y es aquí donde está el 
mayor desafío ya que las reformas llevadas a cabo en 1995 en la Ley del 
seguro social y en 2007 en la Ley del ISSSTE y que se identifican mejor 
mediante la capitalización individual de administración privada de los 
fondos de pensiones y con el diseño de programas de protección social de 
intervenciones públicas y privadas, la asignación de recursos y satisfacción 
de necesidades que identifican a la seguridad social, se empieza a otorgar 
mediante una fuerte intervención del mercado. La política social y la segu-
ridad social se encuentran en la disyuntiva de favorecer los acuerdos de 
mercado que la acumulación impone, como es continuar impulsando al 
sector financiero con los ahorros previsonales y los de vivienda; abrir es-
pacios de inversión privada en la educación y en la atención a la salud, 
pero al mismo tiempo y cuidando mantener el orden social, impulsa la 
universalización de la atención a la salud con financiamiento principal-
mente público, aunque en la realidad ello pueda derivar en la generaliza-
ción de servicios asistenciales muy básicos y de mala calidad, que se alejan 
del concepto integral de seguridad social del artículo 123.
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líneas de acción

Se sugiere continuar el análisis integral de las implicaciones del envejeci-
miento no sólo para su comprensión académica y ampliación del conoci-
miento sino para influir en el diseño de política pública.

Un ejemplo de la complejidad y tensiones entre derechos humanos y 
sociales y de su expresión contradictoria en las leyes, se encuentra en la 
Ley de los derechos de las personas adultas mayores en el Distrito Fede-
ral, promulgada el 7 de marzo de 2000.

En primer lugar, reconoce derechos específicos a las personas mayores 
a partir de los 60 años, la justificación es cronológica, hay ausencia de 
análisis del ciclo de vida y de los cambios en la esperanza de vida. En se-
gundo lugar, el artículo 6 señala:

La familia de la persona adulta mayor deberá cumplir su función social, 
por tanto de manera constante y permanente deberá hacerse cargo de cada 
una de las personas adultas mayores que formen parte de ella, conociendo 
sus necesidades, proporcionándoles los elementos necesarios para su aten-
ción integral.

En esta formulación queda desdibujada la obligación estatal, las res-
ponsabilidades colectivas, la solidaridad y queda la familia como la única 
responsable y a la ausencia de ésta, el individuo.
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Apuntes sobre el estado actual de las condiciones 
para el retiro en México frente al desafío de la longevidad

Gustavo Leal Fernández

I

Pasar a retiro en el México del siglo XXI no representa más un júbilo, 
ni tampoco una oportunidad para seguir enriqueciendo la calidad 
humana de la fase final del ciclo de vida. Hoy por hoy, jubilarse, sig-

nifica más bien, enfrentar –con muy magras pensiones– un horizonte de 
atención médica, rehabilitación y envejecimiento incierto.

El incremento en la población en edad de retiro acontece en un marco 
de creciente precarización de las condiciones para ese retiro y ante una 
virtual inexistencia de servicios geriátricos. Esta realidad responde a la 
poco prometedora culminación de un ciclo de reformas sectoriales que 
nacieron comprometidas: las “estructurales” de Guillermo Soberón para 
descentralizar los servicios de salud a la población abierta (1982-1988), 
luego continuadas por Juan Ramón de la Fuente y José Narro Robles 
(1994-1999); la de Zedillo al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) 
(1995-1997), las que con Vicente Fox y Julio Frenk reformaron la Ley 
general de salud para operar el Seguro Popular (2004) y la de Calderón al 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
(ISSSTE) (2007).

El problema de la edad democrática es que los 
valores y las virtudes, al expandirse, se degradan.

John Lukacs
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Ellas no son el objeto de este Foro, aunque todos los materiales alusi-
vos están disponibles.1 

Este trabajo se limita apenas a destacar cuatro grupos de grandes evi-
dencias sobre las precarias condiciones de retiro que enmarcan al IMSS e 
ISSSTE y la Secretaría de Salud (Ssa), así como los efectos de una inquie-
tante jurisprudencia dictada por la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción (SCJN) en el año 2010. Culminando con la poco optimista propuesta 
de reforma para instaurar un “sistema de seguridad social universal”        
–acompañado ahora con una lesiva nueva Ley federal del trabajo– oferta-
do por Enrique Peña Nieto durante su campaña presidencial y ratificado 
por su equipo de transición.

Estos cuatro grupos describen un panorama para el retiro poco alenta-
dor, sin que se aprecien aún los anticipos de una política sectorial integra-
da para enfrentar el desafío de la longevidad.

II

Sobre nuestro desafío pensionario pesa, además, el que en la gran mayo-
ría de los diagnósticos de los tomadores de decisiones y los de los analis-
tas –con contadísimas excepciones– prive exclusivamente una sesgada 
visión financiera del asunto público.2 

1 Sobre el IMSS: Leal (2009a y 2008a). Acerca del ISSSTE: Leal (2008b, 2009c, 2010 y 
2011). Sobre la Ssa: Leal (2009b).

2 Caso prototípico de esta manera de ver las cosas es el del actual director de Prestaciones 
Económicas, Sociales y Culturales del ISSSTE, Pedro Vázquez Colmenares, para quien “los 
sistemas de pensiones en México son financieramente inviables y socialmente inequitativos”, 
tal y como lo expone en su libro Pensiones en México, la próxima crisis, texto en el que bus-
ca cuantificar la dimensión del problema de las pensiones en el país. “Se trata [dice] de un 
problema que está creciendo y al que no se ha puesto la debida atención. En México existen 
al menos 105 sistemas de pensiones para los trabajadores del Poder Ejecutivo Federal, el 
Poder Judicial y organismos autónomos como el Banco de México y las universidades esta-
tales. Sólo cinco de ellos tienen fondos suficientes para hacer frente a la obligación de pagar 
una pensión para sus trabajadores que pasen a retiro: los del Banco de México, la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, el Consejo de la Judicatura Federal, los de trabajadores del 
gobierno de Aguascalientes, y el del Instituto Tecnológico de Sonora. La información que 
tenemos de los más de 100 sistemas pensionarios, que no incluyen los de trabajadores esta-
tales y municipales, es parcial o inexacta. Escribí el libro de manera independiente a mi tra-
bajo como servidor público y a partir de mis experiencias en las reformas a los regímenes de 
pensión de los sectores público federal y privado”, La Jornada, 24 de mayo de 2012.
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Por ejemplo, a decir de Federico Rubli Kaiser, coordinador de Planea-
ción Estratégica de la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el 
Retiro (Consar) y exfuncionario del Banco de México (Banxico), los sis-
temas federales de pensiones cuestan 247 500 millones de pesos (mdp) 
anuales, compuestos así:

•	 IMSS: 105 200 mdp para 2.7 millones de trabajadores que cotizan al 
instituto, de los cuales 92% se jubiló con la Ley de 1973.

•	 ISSSTE: 92 300 millones de pesos.
•	 Petróleos Mexicanos (Pemex), Comisión Federal de Electricidad (CFE), 

Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos (Banobras), y Nacional 
Financiera (Nafin): 40 200 mdp para cubrir las pensiones de 25 enti-
dades de la Administración Pública Federal y que abarca a 330 971 
jubilados.

•	I nstituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas (IS-

SFAM): 9 800 mdp para cubrir a 91 749 jubilados.
•	L uz y Fuerza del Centro (LFC), Banco Nacional de Crédito Rural (Ban-

rural), y Ferrocarriles Nacionales de México (Ferronales): 4 mil mdp 
para cubrir jubilaciones de empresas públicas en liquidación.

Para Rubli, esta carga para las finanzas públicas deriva de que “no se 
han aplicado reformas para fondear los sistemas. Aún falta por recorrer 
para consolidar un Sistema Nacional de Pensiones que esté conformado 
bajo el esquema de contribución definida. Esto permitiría fondear los sis-
temas de pensiones en estados, municipios y universidades públicas”.3 

3 En la Cuenta de la Hacienda Pública Federal 2011 consta que la administración Cal-
derón manejó, vía la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 83 240.5 millones de pesos 
(mdp) en el Capítulo de Pensiones a través de los siguientes cinco fideicomisos: 1) Fondo 
de Apoyo para la Reestructura de Pensiones: 27 022.5 mdp; 2) Fideicomiso de Pensiones 
del Sistema del Banco Nacional de Crédito Rural: 20 289.3 mdp; 3) Fideicomiso Plan de 
Pensiones de los Jubilados del Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos: 11 817.2 
mdp; 4) Fondo de Pensiones y Primas de Antigüedad de Nacional Financiara: 10 168.7 
mdp; 5) Fondo Laboral de Petróleos Mexicanos: 3 580.4 mdp (Secretaría de Energía). 
Además, en el Capítulo de Prestaciones Laborales, se enlistan: 12 265.1 mdp para el Fondo 
de Retiro de los Trabajadores de la Secretaría de Educación Pública, La Jornada, 14 de 
octubre de 2012 y Reforma, 11 de septiembre de 2012.
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III

Daniel Karam, director general del IMSS calculó –apenas en mayo pasado 
(El Universal, 31 de mayo de 2012)– que 71% de los trabajadores que se 
jubilarán en el año 2021 recibirán 2 179 pesos de hoy de pensión. Desde 
su punto de vista “esto significa que un trabajador promedio en el año 
2021 tendrá una pensión mínima garantizada equivalente al 25% de su 
último salario”.

Y es que en ese año 2021 se empezarán a jubilar las primeras generacio-
nes derivadas de la reforma Zedillo a la Ley del IMSS de 1997, que habrán 
cumplido las 1 250 semanas de cotización que establece la legislación. Se 
aguarda que entre el 1 de julio y 31 de diciembre de ese año, se entregará 
alrededor de 1 440 pensiones por retiro, cesantía y vejez. Dichas pensiones 
representan alrededor de 2.5% de los 59 100 trabajadores que empezaron 
a cotizar en 1997 dentro del Apartado A del artículo 123 constitucional.

IV

Acosado por esta evidencia –una más– el presidente de la Consar, Pedro 
Ordorica, finalmente estalló. Para él resulta “inexacto” decir que las tasas 
de reemplazo en el futuro sean del orden de 30%, tal y como lo han esti-
mado académicos y especialistas del sector.

Es una inexactitud y la quiero combatir fuerte y frontalmente; eso está ba-
sado en un sistema de contribución definida, los que hacen esos estudios 
presumen cierta tasa, cierta necesidad de cotización y luego presumen cierto 
nivel de rentas vitalicias, son tantas las presunciones que yo no sé si eso 
tendría científicamente valor. Estos datos pueden llegar a ser ciertos o falsos, 
porque no están basados en números, sino que son presunciones y nadie 
tiene una bola de cristal para decirme cuál será el rendimiento de los fondos 
en los próximos 30 y 40 años (El Financiero, 1 de junio de 2012).

V

De acuerdo con Marco Antonio García Ayala, secretario general del Sin-
dicato Nacional de Trabajadores de la Secretaría de Salud (SNTSSA), exis-
tían –en noviembre de 2011– 70 mil trabajadores precarios “regularizados”, 
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contratados durante los siete años de operación del Seguro Popular: mé-
dicos, enfermeras y profesiones afines (El Universal, 29 de noviembre de 
2011). Ellos carecen de derechos a la seguridad social y que no habían 
sido tampoco incorporados plenamente a los beneficios de la nueva Ley 
del ISSSTE de Calderón. Los términos de su contratación no garantizan 
aún tiempos de cotización para computar suficientemente a las prestacio-
nes pensionarias, de salud y vivienda.

VI

Las pensiones del ISSSTE –todas ellas dentro del Apartado B del artículo 
123 constitucional o trabajadores al servicio del Estado– están limitadas a 
10 salarios mínimos del Distrito Federal, aproximadamente 18 mil pesos 
mensuales, para aquellos trabajadores amparados en el Artículo Décimo 
Transitorio de la nueva Ley del ISSSTE, reformada por Calderón en 2007.

No sucede lo mismo con los trabajadores que optaron por colocar sus 
recursos pensionarios en el Fondo Nacional de Pensiones de los Trabaja-
dores al Servicio del Estado (Pensionissste) así como todos los de nuevo 
ingreso –que son afiliados a él forzosamente– y cuyo nivel pensionario se 
regirá por la rentabilidad y desempeño de su respectiva cuenta individual 
administrada por el Fondo.

VII

Según Alejandro Turner, vocal ejecutivo de Pensionissste, el sistema de 
Administradoras de Fondos de Retiro (Afores), acusa una “falla” de mer-
cado que “merma” en forma significativa los recursos que recibe un tra-
bajador al momento del retiro.

Para Turner, la “falla es la falta de información” del trabajador sobre el 
rendimiento que genera su ahorro y la comisión que debe pagar al admi-
nistrador. Y pone un caso: tomemos dos personas que empiezan su vida 
laboral el mismo día, cotizan a la seguridad social durante el mismo tiem-
po y con el mismo salario y también se jubilan el mismo día. Quien eligió 
la Afore que cobra la mayor comisión y paga el menor rendimiento ten-
drá una pensión de 5 mil pesos. El que optó por la que tiene la menor 
comisión y paga el mayor rendimiento obtendrá 20 mil pesos.
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Turner insiste en que no hay “información suficiente al público sobre 
este tema y es una falla del sistema”.

¿Quiere decir que si estuviera “informado” podría saltar por encima 
de la “falla”? ¡De ninguna manera! Esa “merma” en absoluto resuelve los 
problemas de diseño de la “reforma” Zedillo al IMSS que se traducen en 
pensiones por las Afores de apenas el 30% del último salario devengado.

Desde 2005 se documentó que un trabajador con vida laboral de 40 
años y cotizando al IMSS cerca de 22 años, apenas aspiraría a una pensión 
equivalente al 25% de su último salario al momento del retiro. ¿Por qué? 
Sencillo: la tasa de densidad de su cotización sólo sumaría 56%. Entre 
otras fallas, la Ley Zedillo soslayó la precariedad laboral, los bajos suel-
dos, el empleo informal y los períodos de desempleo que impiden a los 
trabajadores cumplimentar los aportes indispensables para alcanzar una 
pensión digna. El diseño de esa “reforma” no vinculó adecuadamente el 
sistema de ahorro con la realidad del empleo que incluye trabajadores 
que al ganar poco, pueden aportar poco y, por tanto, no alcanzarán esa 
“dignidad” en su pensión.

Por ello, el modelo Afore, al no incorporar el impacto negativo de la 
densidad de la cotización, ni su efecto en la carrera salarial, proyecta a 
sus afiliados saldos inexactos que en el mediano y largo plazo, están fuera 
de lo real y posible.

El problema es esa modalidad mexicana de la “capitalización indivi-
dual” que, a diferencia de otras –como la sueca– representa un riesgo 
patente que no proveerá pensiones dignas.

Otros ejemplos. Por la baja aportación y la comisión promedio, una 
persona con 30 años de cotización que gana 44 850 pesos mensuales y 
aumento salarial de 3.72% anual, alcanzaría solamente 13 mil 886 pesos 
de pensión: 15.46% de su último salario. Un trabajador con 1 794 pesos 
de remuneración –y mismas condiciones que el anterior– apenas monta-
ría una pensión de 934 pesos: 26.05% del último salario.

Así que el asunto no se resuelve con más o menos información. Es un 
problema estructural de la Ley Zedillo que urge reformar. La “falla” de 
“mercado” de Turner –que conoce por haberse desempeñado como ac-
tuario autorizado para dictaminar planes de pensiones ante la Consar– 
sólo atiende el impacto de las comisiones sobre el nivel de la pensión, no 
el fracaso estructural de la Ley Zedillo.

Pero Turner no menciona que en Bolivia, Colombia, El Salvador, Bul-
garia, Estonia, Hungría, Kazakhstan, Polonia y Eslovenia se han tomado 
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acciones para evitar que las comisiones mermen la pensión. En ellas fun-
cionan regulaciones que obligan a que las comisiones no sean mayores a 
las que cobran las sociedades de inversión o crear subastas de paquetes de 
afiliados para entregárselos a la que ofrezca la menor comisión. Otra vía, 
usada en Suecia, es que los administradores garanticen un rendimiento 
mínimo y, si no lo alcanzan, no cobran comisión.

Además, Turner declara que toda vez que el nivel de la comisión del 
Pensionissste “es la más baja del mercado”: 0.99% “no sólo se beneficia-
rán sus usuarios, sino también los trabajadores que encargaron su ahorro 
a las Afores privadas”. Pero ¿cómo así cuando lo único que cambia es el 
impacto de la comisión pero, en lo absoluto, la falla estructural incrusta-
da en la modalidad mexicana de capitalización individual?

VIII

La pobre afiliación de los jóvenes al sistema de Administradoras de Fon-
dos para el Retiro (Afores) –como consecuencia de su baja incorporación 
al mercado laboral formal– condujo a que la Comisión Nacional del Sis-
tema de Ahorro para el Retiro (Consar) traspasara –en octubre de 2012– 
los recursos de la Sociedad de Inversión Especializada en Fondos de 
Retiro (Siefore) Básica 5 –correspondiente a trabajadores de hasta 26 
años de edad y menores–, a la Siefore Básica 4 para trabajadores de entre 
27 y 36 años (Reforma, 13 de octubre de 2012).

La medida responde a la menor liquidez que presenta la Siefore Básica 
5 resultante de que “cada vez son menores los jóvenes que ingresan a la 
economía formal y por tanto, las Afores, registran menos recursos”.

Todo lo anterior, derivado de las reformas Zedillo al IMSS y Calderón al 
ISSSTE, documenta la grandes dificultades que enfrentarán los trabajado-
res de ambos Apartados: A y B y muy especialmente los jóvenes de nuevo 
ingreso, para garantizar una pensión digna por la vía de este sistema Afore 
o Pensionissste de administración privada de sus recursos pensionarios, 
sometidos a altos cobros administrativos y permanente incertidumbre 
bursátil.4 

4 La Secretaría de Hacienda y Crédito Público informó que al 31 de agosto de 2012, el 
saldo total de los recursos administrados por las 13 Afores (incluido Pensionissste) que 
integran el Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR), fue de un billón 809 mil millones de 
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IX

La única reforma de la seguridad social que amplía y no reduce el futuro 
pensionario es la del ISSFAM. Ésta sólo confirma la pertinencia de explo-
rar otros caminos que no repitan el comprometido modelo mexicano de 
capitalización individual.

Al finalizar el año 2004 cuatro generales remitieron una carta a Vicente 
Fox en la que destacaban que, mientras prestaban sus servicios percibían 
salarios cercanos a los 133 mil pesos y que, ya jubilados, devengaban pen-
siones de solo 17 mil pesos mensuales: “la diferencia entre los salarios en el 
activo”, señalaban, “y los retirados es enorme y profundamente injusta”.

En la misiva (también dirigida a los secretarios de Defensa, Marina y 
Hacienda y signada por militares retirados con grados de brigadier, te-
niente coronel y mayor de Infantería), documentaban a Fox que cientos 
de militares sobreviven con una pensión de mil 600 pesos mensuales. 
“Hoy día”, afirmaban, “588 soldados y marineros reciben pensiones de 
menos de dos mil pesos”.

Las sumas mensuales de retiro –conforme el grado– que recibían los 
37 500 pensionados del Ejército y Fuerzas Armadas, resultaban cierta-
mente decepcionantes: un soldado alcanzaba como tope 1 922 pesos; un 
sargento segundo, 3 100; y un sargento primero, 3 279. Dígase lo mismo 
de un capitán primero, 5 572 como máximo. La situación de los mayores 
no era mejor: 8 852, mientras que la de los coroneles sólo es de 10 968 
pesos mensuales. Pero, sin duda, donde los extremos se acusaban era en 
el caso de los generales de División: su pensión mensual mínima era de    
8 080 contra una máxima de 17 mil pesos.

De los 37 500 retirados del Ejército y Fuerza Aérea, hasta 25% se pen-
sionó siendo sargento primero. Ello significa que poco más de 10 mil 
mandos con ese grado, cobraban pensiones de entre 1 700 y 3 200 pesos 
mensuales, dependiendo de los años de servicio y las condecoraciones de 
perseverancia.

En la Armada de México, 20% de sus más de 8 mil retirados, se pen-
sionó como primer maestre. De ahí que la pensión mensual de ese grado 
–1 675 efectivos– oscilaba entre los 1 850 y los 3 850 pesos.

pesos, el más alto en la historia del SAR en términos reales y nominales. Esta cifra es equi-
valente a 12.1% de del producto interno bruto, y es 12.9% mayor en términos reales al 
saldo de agosto 2011. Representa 22% del ahorro bancario del país.
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Además de los derechos que establece la Ley del ISSFAM –reformada en 
2003–, las Fuerzas Armadas disponían de un seguro colectivo de retiro 
que se otorgaba en una sola exhibición, coincidiendo con el momento de 
la pensión.

Los militares en retiro solicitaban que Fox integrara una comisión tri-
partita en la que participara personal activo de las Fuerzas Armadas, per-
sonal retirado y funcionarios de Hacienda a fin de que “estudie, revise y 
resuelva sobre las pensiones de los integrantes de las Fuerzas Armadas”.

También advertían que estaban dispuestos a manifestarse en todo el 
país en busca de la más elemental justicia: “¿cómo es posible que un ge-
neral de División retirado perciba una pensión de capitán primero en ac-
tivo? Los militares retirados tenemos el derecho a vivir los últimos años 
de nuestras vidas con dignidad”, afirmaba la carta.

X

Las reformas 2008 y 2011 a la Ley del instituto de seguridad social para 
las Fuerzas Armadas Mexicanas anuncian aquello que podría detonar 
otra política –no tecnocrática– para la salud y la seguridad social de los 
mexicanos del siglo XXI.

En la reforma de octubre 2008 se contempla incrementar el monto de 
las aportaciones anuales del gobierno federal (de 11 a 15%) sobre los ha-
beres, haberes de retiro y pensiones de los integrantes de las Fuerzas Arma-
das y sus familiares. Para ello se argumentó que se trataba de “atender la 
elevación del nivel de vida del personal retirado, dado que actualmente 
subsisten en su mayoría con un haber de retiro o pensión exiguos que sólo 
cubren sus necesidades básicas sin alcanzar los niveles de vida digna”.

Además, se enderezó un incremento de 70 a 80% para integrar las 
pensiones y, como un reconocimiento a la permanencia en el servicio de 
los militares con 30 o más años de servicio, se establece un factor para 
calcular el monto del haber de retiro considerando que al causar baja del 
activo es complicado que el militar se reincorpore a la vida productiva.

También se contempló un incremento de 0.5 a 3% del haber y sobre-
haber mínimo vigente del personal de las Fuerzas Armadas para mante-
ner la viabilidad financiera del Seguro Colectivo de Retiro. En la milicia 
el haber es el sueldo y el sobrehaber son las remuneraciones adicionales al 
personal, y depende del grado, antigüedad, cargo o zona del país en la 
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que trabaja. El promedio del sobrehaber llega a ser de hasta 90% del to-
tal de las percepciones de un militar.

En la reforma de diciembre de 2011, el Senado aprobó modificaciones 
a la Ley del ISSFAM que extendieron los derechos que tienen los militares 
y marinos con 31 años de servicio a los que llevan sólo 20, a fin de que 
puedan alcanzar la antigüedad necesaria “para obtener una pensión acor-
de con sus esfuerzos”.

La reforma 2011 otorga pensión vitalicia a las viudas de soldados caídos 
“en acción de armas” que no será menor a 10 mil pesos mensuales. En 
prestaciones se otorga crédito hipotecario a las viudas o viudos del militar 
con derecho a pensión, así como a militares incapacitados, sin importar los 
años de servicio que a la fecha del deceso o la incapacidad tengan.

También se reduce de 10 a 6 años el requisito para otorgar crédito hi-
potecario a los militares en activo, cuyos ingresos sean menores a los re-
queridos para la adquisición de una vivienda. Se establece la posibilidad 
de que el ISSFAM afilie a los hijos menores del personal militar con la sola 
presentación de la copia certificada del acta de nacimiento o por manda-
miento judicial, sin más trámite.

XI

Sin embargo, militares retirados reclamaron al gobierno federal y a la 
Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) el “castigo” hacia sus percep-
ciones económicas. Algunos con bastón y otros a paso lento, los alrede-
dor de 40 elementos castrenses exhibieron mantas y gritaron consignas 
en contra de la reforma recientemente aprobada por la Cámara de Dipu-
tados que estipula un incremento del 50 al 59% en su jubilación. La 
molestia radica en que el dinero no será entregado en una sola exhibi-
ción, sino que el ISSFAM lo distribuirá a lo largo de cinco años, por lo cual 
la última ministración será en 2016.

En 2008 se aprobó un aumento para los mandos, para los generales, a 
partir de esa fecha no los prometieron a la tropa, tuvimos que esperar 
cinco años para que nos hicieran justicia y ahora tenemos que esperar 
otros cinco años para cobrarlo. Aquí hay mucha gente de la tercera edad, 
quien sabe si lo pueda gozar, por eso exigimos que nos lo den ahorita, no 
diferido, queremos que se aumenten nuestros salarios, porque según la ley 
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debe ser proporcional al del personal en activo y ahorita ellos están gozan-
do de varios bonos que no tenemos.

Expresó la capitana Patricia Alvarado quien ingresó a las Fuerzas Ar-
madas en 1976 y causó baja 29 años después.

La reforma indica que el aumento de 50% corresponderá a aquellos 
elementos castrenses en retiro con 20 años de servicio. Dicho monto au-
menta un punto porcentual por cada año adicional que hayan permane-
cido en la institución, hasta llegar a 59 por ciento.

“El mendrugo que anunciaron lo van a dividir en partes, que sea de 
inmediato porque al diferirlo lo que quieren es que la gente se muera”, 
enfatizó el general brigadier Samuel Lara Villa, presidente de la Federa-
ción de Militares Retirados, general Francisco J. Mújica (Reforma, 20 de 
febrero de 2012).

XII

La segunda sala de la SCJN determinó que los soldados en retiro necesitan 
haber prestado más de 20 años de servicio de manera ininterrumpida 
para tener derecho a los beneficios sociales previstos en la Ley del ISSFAM. 
Al negarle el amparo a un soldado al que el ISSFAM no le dio atención, los 
ministros indicaron que la legislación castrense “no contraviene el dere-
cho humano a la seguridad social” protegido por la Constitución y el 
Protocolo adicional de la convención americana sobre derechos humanos 
en materia de derechos económicos sociales y culturales, Protocolo de 
San Salvador.

Los ministros reconocieron la validez de la resolución dictada por la 
Junta Directiva del ISSFAM que rechazó la solicitud hecha a dicho instituto 
para que se le otorgaran al particular los beneficios económicos y demás 
prestaciones que establece la ley para los militares en situación de retiro 
que hayan prestado más de 20 años en forma ininterrumpida en el servicio 
activo de las Fuerzas Armadas. El Instituto acreditó que el solicitante no 
tenía personalidad militar, dado que el 25 de julio de 1988 había causado 
baja por haber sido condenado a la destitución del empleo.

La Corte explicó que los militares que forman parte del Ejército y 
Fuerza Aérea Mexicana son aquellas personas que de manera voluntaria 
solicitan su incorporación a las instituciones armadas de tierra y aire; y 
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que durante el tiempo que pertenecen a éstas detentan algunas de las si-
guientes situaciones jurídicas: en activo, en reserva o en retiro. La situa-
ción de retiro es el estado jurídico en que se colocan los militares una vez 
que dejan de pertenecer al servicio activo, caso en el cual tendrán derecho 
a recibir los beneficios correspondientes y que pueden consistir en un 
haber de retiro o una compensación. Mientras que la baja es la separa-
ción definitiva de los miembros del Ejército y Fuerza Aérea; es decir, la 
persona que es dada de baja del servicio de las armas no sólo deja de estar 
vinculada a la institución, sino que pierde su calidad de militar, lo que 
significa que deja de estar obligada por el régimen especial que constitu-
cionalmente se ha definido para los militares. Así, los ministros avalaron 
la constitucionalidad de los artículos 49 y 50, fracción II de la Ley del IS-

SFAM, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 de junio de 
1976, por considerar que no contravienen el derecho humano a la seguri-
dad social (La Jornada, 9 de agosto de 2012).

XIII

A decir de la Comisión de Defensa del Senado de la República, durante el 
sexenio Calderón perdieron la vida en enfrentamientos contra el crimen 
organizado 131 militares y 100 marinos. Razón por la cual la fracción 
panista de esta Comisión presentó una iniciativa de ley encaminada a 
duplicar el monto de la pensión vitalicia a los familiares de los elementos 
castrenses fallecidos en acciones de armas, a fin de que quede en 360 días 
de salario mínimo, poco más de 22 mil pesos mensuales. La iniciativa 
asume que los 180 días que se otorgan actualmente son insuficientes por 
lo que la reforma a la Ley del ISSFAM busca duplicar el monto (La Jorna-
da, 19 de octubre de 2012).

XIV

Es inconstitucional que los militares en retiro no paguen impuestos y que 
los civiles pensionados por el IMSS y el ISSSTE sí estén obligados a pagar 
el impuesto sobre la renta (ISR) aplicable a sus pensiones –de acuerdo con 
el artículo 109, fracción III de la Ley del ISR, que establece que los ingre-
sos por concepto de pensiones y jubilaciones son gravables– sostuvieron 
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los ministros Olga Sánchez Cordero y José Ramón Cossío. Sin embargo 
cuatro ministros avalaron la constitucionalidad.

Sánchez Cordero y Cossío señalaron que “no se justifica el trato dife-
renciado” entre pensionado militares y civiles, ya que tanto unos como 
otros “experimentan una modificación patrimonial”. Ante este trato in-
equitativo, plantearon que se haga extensivo el beneficio previsto en el 
artículo 32 de la Ley del ISSFAM para que también los jubilados de la ini-
ciativa privada y de la administración pública tengan exención por com-
pleto del pago del impuesto sobre la renta.

En tanto, los ministros Fernando Franco, Sergio Valls Hernández, Jor-
ge Pardo y Sergio Aguirre Anguiano se pronunciaron a favor de que pre-
valezca la desigualdad entre jubilados militares y civiles. “Existe una 
desigualdad, una justificación objetiva y razonable para dar trato diferen-
cial a los pertenecientes a la milicia respecto a todos los demás”, subrayó 
Aguirre. Recordó que con la reciente reforma legal se estableció que las 
percepciones de los pensionados de hasta 15 salarios mínimos mensuales 
no están gravadas por el ISR. Además de que militares y civiles: 

[...] son diferentes y no pueden ser objetivamente iguales”. Valls justificó 
que “las condiciones de retiro de la milicia son muy distintas a las del ser-
vicio civil, incluso por razones de salud los tiempos de retiro también son 
distintos, y lo importante en el caso es que los militares tienen retiro y no 
jubilación. Esto significa una gran diferencia, porque con el haber de reti-
ro conservan su personalidad militar, pero guardan determinadas obliga-
ciones personales hacia el ejército. ¡Pueden en alguna situaciones de 
excepción convocarlos, en consecuencia, no es simplemente un pago por 
haber cumplido un tiempo!

Sánchez Cordero estima que, cuando el Congreso aprobó la Ley del 
ISSFAM, los legisladores señalaron que la exención del pago del ISR se 
justificaba: 

[...] debido a la situación precaria de los militares en situación de retiro. 
Sin embargo, la situación de precariedad en que según dicha iniciativa le-
gal se encontraban los militares en situación de retiro, no es privativa de 
ellos, pues también puede actualizarse en relación con los retirados de los 
sectores público y privado. De manera que la precariedad no constituye 
una razón objetiva para justificar el trato diferenciado, como tampoco 



140  |   Gustavo Leal Fernández

desde el punto de vista fiscal, porque unos y otros reciben un ingreso que 
modifica su salario (La Jornada, 7 de noviembre de 2012).

XV

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación avaló que los jubi-
lados del IMSS paguen impuesto sobre la renta sobre sus pensiones y de-
claró que no es inequitativo que los militares en retiro no paguen dicho 
impuesto. Con el voto en contra de Olga Sánchez Cordero y José Ramón 
Cossío, la mayoría negó el amparo a jubilados en contra del artículo 109, 
fracción III de la Ley del ISR y estableció que la diferencia entre los pen-
sionados civiles no es sólo constitucional, sino que además, el gravamen 
a las pensiones y jubilaciones no constituye una doble tributación ni tam-
poco genera en trato fiscal desigual.

“Al disponer la ley que se deberá pagar el ISR sobre el excedente, el 
tributo recae sobre una auténtica y real manifestación de capacidad con-
tributiva, en tanto se grava el incremento positivo del patrimonio sin que 
importe que provenga de jubilaciones y pensiones, pues no hay disposi-
ción Constitucional que prohíba gravarlos aunque estén clasificadas 
como prestaciones de seguridad social”, explicó la ministra Cordero, au-
tora del proyecto de sentencia.

Otro de los argumentos de los amparos era que los jubilados son suje-
tos a doble tributación, pues una parte de sus pensiones es financiada con 
recursos que aportaron durante su vida laboral y que en su momento ya 
fueron gravados con ISR. “Si se hubiera argumentado adecuadamente por 
la parte quejosa, creo que sí hay problema de doble tributación con la 
parte que ya pagó el trabajador, que no es la totalidad de lo que recibe 
(como pensión)”, sostuvo el ministro Zaldívar.

Los demás alegatos de los quejosos fueron rechazados con facilidad 
ante fallas técnicas de sus demandas y la Corte dedicó la mayor parte de 
su tiempo a resolver si se debían contestar algunos agravios o si era im-
procedente siquiera darles respuesta.

Arturo Zaldívar junto con el ministro presidente Juan N. Silva Meza, 
Sergio Aguirre, Fernando Franco, Margarita Luna Ramos, Jorge Pardo, 
Sergio Valls, Luis María Aguilar y Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, señala-
ron que los pensionados civiles y los de las fuerzas armadas “tienen un 
estatuto constitucional diferente, pues desde la misma Constitución se 
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dice que los integrantes de las fuerzas armadas tienen altas finalidades y 
ciertos beneficios derivados precisamente de las labores que desempe-
ñan”. A pesar de que el ministro reconoció que “deja mucho que desear” 
la argumentación del Congreso al aprobar la legislación referida a que la 
situación de los militares en retiro “es precaria” respecto a los pensiona-
dos civiles, Zaldívar se sumó a la mayoría que negó el amparo que permi-
tirá a la Corte fijar criterios obligatorios para todos los tribunales y 
autoridades sobre el tema de las pensiones.

Avaló así el artículo 32 de la Ley del ISSFAM, el cual señala que los mili-
tares “no pagarán ni un centavo de impuesto en ningún caso”. Zaldívar 
justificó que “obedecen a un régimen especial” en el que impera la discipli-
na, la obediencia, el honor “pero, sobre todo, la regresión a las filas” aun 
estando en retiro, si así lo exige el alto mando de las Fuerzas Armadas.

Los ministros rechazaron que la legislación impugnada viole el Conve-
nio relativo a la Norma Mínima de la Seguridad Social, de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), y justificaron la postura de Hacienda de 
que todos los ciudadanos, excepto los militares, están obligados a pagar 
impuestos. También ignoraron el convenio suscrito por México con la OIT 
en 1985 el cual establece que las pensiones no causarán impuestos.

Resuelto el primer amparo, el pleno sentó los criterios sobre pensiones 
y pago de impuestos que, de ser aprobados, serán de observancia obliga-
toria para todos los juzgados y autoridades el país (La Jornada y Refor-
ma, 13 de noviembre de 2012).

XVI

Ante el fracaso esférico del cuadro de reformas aludidas, la SCJN, dictó a 
mediados del año 2010, la Jurisprudencia 85-2010 que topa en 10 sala-
rios mínimos todas las pensiones incluidas en el apartado A del artículo 
123 constitucional.

Frente a la intensidad y profundidad de la protesta de un vasto univer-
so de afectados, el titular del Poder Ejecutivo Federal decidió suspender-
la.5 Aunque ella puede ser activada en cualquier momento por acuerdo de 
los integrantes del (tripartito) Consejo Técnico del IMSS, toda vez que, 

5 Al respecto, véanse Leal (2012a) y Karam (2010).
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como tal jurisprudencia, se trata de un ordenamiento de observancia 
obligatoria dictado por el máximo tribunal de justicia de la Nación.

La Jurisprudencia 85-2010 representa el primer dispositivo diseñado 
desde la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) –sirviéndose de 
la SCJN– para aplanar a la baja los derechos adquiridos por los trabaja-
dores mexicanos, sin necesidad de recurrir a reformas vía los espacios 
parlamentarios y como una suerte de primer anuncio de otras presuntas 
medidas administrativas del mismo corte (por ejemplo el incremento en 
las cuotas obrero-patronales del IMSS-ISSSTE) dictadas desde el Consejo 
Técnico del IMSS o de la (bipartita) Junta Directiva del Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.

XVII

Las tendencias que comprometen las actuales condiciones para el retiro, 
particularmente las de los jóvenes, se han visto fortalecidas con la pro-
puesta del, entonces candidato y ahora presidente, Enrique Peña Nieto, 
para establecer un sistema de seguridad social “universal”.6 

En él se contempla garantizar los siguientes cuatro derechos “exigi-
bles” mínimos o prestaciones “básicas”: atención médica “de calidad”, 
seguro de desempleo temporal, seguro contra riesgos de trabajo y pensión 
para la vejez.

Su implante conlleva, además, una reforma fiscal “integral” generali-
zando el impuesto al valor agregado (IVA) –16%– a medicinas, alimentos, 
todos los bienes y servicios sin excepción. Frente al reto de enfrentar a los 
potentados que se benefician del orden fiscal (regímenes especiales), la 
ruta sencilla para la tecnocracia peñista consiste en homogeneizar el im-
puesto al consumo: impuesto al valor agregado.

Con el triunfo del Partido Revolucionario Institucional (PRI) el 1 de 
julio de 2012, se corona también esta agenda tecnocrática impuesta por 
grupos de interés y mediáticos, dado que las campañas no trataron el es-
tado real en que se encuentran la salud y seguridad social. Su emergencia 
no guarda relación con las necesidades sentidas y expresadas del electora-
do: mejorar servicios y actualizar la canasta de prestaciones a la altura de 
su ciudadanía.

6 Al respecto, véase Leal (2012b).
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El desenlace electoral confirma que la cadena de “reformas” sectoria-
les ya referidas, sólo han empeorado el estado del asunto público. Cada 
eslabón representa un nuevo parche parcial, como el del Seguro Popular. 
El efecto agregado de toda la cadena configura una salud y seguridad 
social inequitativas, incompletas, e ineficaces.

La propuesta del seguro “universal” no atiende ese estado de cosas. 
Constituye un minimalismo de la protección social que, no sólo atenta 
contra la integralidad de las prestaciones contenidas en las actuales leyes 
del IMSS e ISSSTE, sino que abre la puerta al franco abandono del derecho 
humano a la seguridad social para sustituirlo, ahora, por un paquete mí-
nimo –o piso básico de protección social– de “derechos” acotados.

Ellos se definirán siguiendo priorizaciones o racionamientos tecnocrá-
ticos de intervenciones en paquete, siguiendo las experiencias ya cursadas 
por las 13 intervenciones del componente de salud del Programa Progre-
sa-Oportunidades; las 284 intervenciones del Catálogo Universal de Ser-
vicios Esenciales (Causes), las 58 del Fondo de Protección Contra Gastos 
Catastróficos (FPGC) del Seguro Popular y las 131 del Seguro Médico 
para una Nueva Generación.

El autor de esta propuesta es Santiago Levy Algazi,7 y Enrique Peña 
Nieto la ha reiterado con poco entusiasmo y menos originalidad (Peña, 
2011:105-126). Esta seguridad social “universal” es un abierto atentado 
contra las condiciones de retiro de los jóvenes mexicanos.

XVIII

La recién aprobada Reforma laboral 2012 presionará igualmente sobre 
las condiciones de retiro de los jóvenes e impactará sobre el aparato legal 
que hoy regulan las pensiones y jubilaciones de los trabajadores activos 
amparados por Contratos Colectivos vigentes.8 

Como consecuencia de las nuevas modalidades de contratación adop-
tadas y, especialmente por el impacto de las contrataciones realizadas a 

7 Al respecto, véase Levy (2008 y 2009).
8 “Artículo 11. En lo no previsto por esta ley o disposiciones especiales, se aplicarán 

supletoriamente y en su orden la Ley Federal del Trabajo, el Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, las leyes del orden común, la costumbre, el uso, los principios generales de 
derecho y la equidad”, Ley federal de los trabajadores al servicio del Estado, Reglamenta-
ria del apartado B del artículo 123 constitucional.
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partir de terceristas (outsourcing), ahora será preciso laborar muchos 
más años para alcanzar las 1 250 semanas de cotización que demanda la 
Ley IMSS y acceder a la Pensión Mínima Garantizada.9

También se aprecian efectos extraordinariamente regresivos en mate-
ria de la “Tabla de enfermedades de trabajo” y la de “Valuación de inca-
pacidades permanentes” que culminarán en graves repercusiones sobre el 
perfil de la morbi-mortalidad laboral.10 

XIX

La combinación entre reforma laboral y seguro “universal” culminará 
abatiendo la naturaleza de las prestaciones que solía cubrir el concepto 
clásico de salud y seguridad social.

Al final, la reforma impulsada por el PRI dejó intacto el entero articu-
lado económico que afecta severamente a los trabajadores, particular-
mente a los jóvenes: tipos de contratación, “regulación” del outsourcing, 
equidad, género, así como enfermedades y accidentabilidad laboral, entre 
muchos otros. Ahora será preciso laborar mucho más para alcanzar me-
nores prestaciones.

El ministro de la SCJN, José Ramón Cossío, se refirió a la “judicializa-
ción” del nuevo concepto constitucional de derecho humano a la salud, 
desde las reformas al artículo primero constitucional del 10 de junio 
2011: al imparable flujo de demandas por su incumplimiento, situación 
que podría derivar en una saturación del aparato judicial y en crecientes 
indemnizaciones a cargo de las instituciones sanitarias. Lo expresa así:

[...] el cambio en materia de derechos humanos tuvo una primera dimen-
sión semántica. La expresión “garantías individuales” fue sustituida por la 
de “derechos humanos”. El cambio no es sólo semántico. La cantidad de 
reivindicaciones que pueden hacerse por la vía constitucional del cumpli-
miento de derecho es enorme y mucho muy compleja. ¿Hasta dónde pue-
den llegar los jueces en su tarea de protección a partir de los reclamos 
litigiosos? La verdad, muy lejos. Pueden ordenar el otorgamiento de pres-
taciones en favor de determinadas personas, lo que obliga a la asignación 
de los recursos presupuestales (El Universal, 4 de septiembre de 2012).

9 Al respecto, véase Leal (2012c).
10 Al respecto, véase Leal (2012d).
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Ese cambio alude al contenido del artículo primero constitucional:

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los dere-
chos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados interna-
cionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las garantías 
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, 
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

En un sentido similar al de Cossío se pronunció el mismo presidente de 
la SCJN, Juan N. Silva Meza, quién sostuvo que los jueces, magistrados y 
ministros del Poder Judicial de la Federación “estamos preparados para 
enfrentar” la problemática derivada de la exigencia de justiciabilidad del 
derecho a la salud, el cual está previsto en la Constitución y en el Pacto 
internacional de derechos económicos, sociales y culturales de la Organi-
zación de las Naciones Unidas (ONU). Las implicaciones jurídicas del de-
recho humano a la salud “exigen de los juzgadores gran capacidad de 
reflexión y la disposición intelectual para echar mano de todos los cono-
cimientos en la materia”, porque de acuerdo con los citados ordenamien-
tos “toda persona tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de 
salud” (La Jornada, 19 de octubre de 2012).

Frente a este escenario y con el nuevo marco laboral impulsado por el 
PRI, a la tecnocracia sanitaria que implantó en 2004 el Seguro Popular 
encabezada por Julio Frenk la que –acaudillada por Santiago Levy– arti-
cula la propuesta de seguridad social “universal” que asumió el candidato 
Peña Nieto, no le queda otra alternativa que seguir achicando ese derecho 
humano a la salud, a partir de la imposición de paquetes esenciales “uni-
versales” básicos.

Achicamiento de la seguridad social a sus verdaderos mínimos, para que 
nadie pretenda exigir aquello que el Estado no podrá cumplir. Tal y como 
–sin atreverse a discutir siquiera la creación de empleo formal– gusta pro-
mover hasta la directora regional de la OIT para América Latina y el Cari-
be, Elizabeth Tinoco, con el argumento de que el “reto es avanzar hacia un 
cambio de paradigmas” articulando un “piso de protección social con la 
prestación de servicios esenciales, por ejemplo en salud” (Tinoco, 2012).

Ese acotamiento del derecho humano a la salud vía racionamientos tec-
nocráticos se publicitó, primero, como “ampliación” de los derechos socia-
les en el caso del Seguro Popular de Frenk y, ahora, como derechos 
“exigibles” en el caso del seguro “universal” de Levy.
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La propuesta del seguro “universal” de Peña-Levy sólo contempla cua-
tro prestaciones “básicas” aún no definidas: atención médica “de cali-
dad”, seguro de desempleo temporal, seguro contra riesgos de trabajo y 
pensión para la vejez.

Constituye un minimalismo de la protección social que atenta contra 
la integralidad de los derechos contenidos en la legislación IMSS-ISSSTE, 
mientras procura el franco abandono del derecho humano a la seguridad 
social para sustituirlo, ahora, por un paquete mínimo –o piso básico de 
protección social en el lenguaje de la OIT/Tinoco– de “derechos” acota-
dos. Ellos se definirán siguiendo priorizaciones o racionamientos tecno-
cráticos de intervenciones en paquete esencial.

En el cuadro de la reforma laboral regresiva impulsada por el PRI de 
Peña Nieto, el “nuevo” derecho humano a la salud y a la seguridad social 
se reduce –en las dos versiones tecnocráticas (Frenk-Levy y el acompaña-
miento de la OIT-Tinoco) que hoy se disputan la “conducción” del racio-
namiento de la política pública– a un miniderecho “exigible”, híper 
acotado que no guarda relación ni con el cuadro real de prestaciones que 
requiere la ciudadanía del siglo XXI, ni con aquello que enferma y mata 
efectivamente a los mexicanos. Pero que es “esencial”, “universal” y “exi-
gible” por todos: una seguridad social en los verdaderos mínimos.

XX

Reconocidos en su conjunto estos cuatro grupos de grandes evidencias 
trazan un cuadro pensionario sumamente comprometido, sobre el cual 
deberá montarse, además, una urgente estrategia para enfrentar el reto 
del proceso del envejecimiento en curso.

Aunque ahora ya disponemos de los servicios de asistencia social para 
adultos y adultos mayores: la Norma Oficial Mexicana NOM-031-SSA3-
2012. De 3 664 instituciones de asistencia social inscritas en el país, sólo 
515 prestan servicios específicos para el cuidado de adultos mayores, sec-
tor de la población que va en aumento. Los estados con mayor porcenta-
je de instituciones son: Hidalgo, 18.6%; San Luis Potosí, 13.7%; y Puebla, 
12.4%. Chiapas, Colima, Baja California, Querétaro, Sinaloa y Veracruz, 
son entidades que no rebasan más de seis organismos por entidad.

De las instituciones de asistencia social, públicas y privadas que coordi-
na el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, 30% per-
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tenecen al sector privado y 70% al sector público. El Consejo Nacional de 
Población (Conapo) estima que en el país hay 8.5 millones de adultos ma-
yores y proyecta que en 50 años dicha población alcanzará los mismos ni-
veles de envejecimiento que en países europeos demoró 200 años.

El 13 de septiembre de 2012 se publicó la Norma Oficial Mexicana 
NOM-031-SSA3-2012, Prestación de servicios de asistencia social a adul-
tos y adultos mayores en situación de riesgo y vulnerabilidad, para aten-
der los retos que este sector de la población enfrenta. En ella se establecen 
los criterios y características mínimas para el funcionamiento de los ser-
vicios de asistencia social. Se garantiza que los establecimientos contem-
plen entre sus programas la promoción, en todo momento, de la inclusión 
de los usuarios a una vida sana y productiva; asegurando con ello el for-
talecimiento de redes sociales de apoyo y una participación activa del 
adulto y del adulto mayor en su entorno, evidenciando a su vez el com-
promiso institucional con el usuario.

El Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores (Inapam) en su 
Encuesta nacional sobre discriminación, señala que las personas adultas 
mayores son consideradas el cuarto grupo de población vulnerable a la 
discriminación. Tres de cada diez personas consideran que los derechos 
de las personas adultas mayores no se respetan en nada y otros tres opi-
nan que se respetan poco.

XXI

Reformar las fallidas “reformas” a la salud y la seguridad social, así como 
rescatar las condiciones para el retiro de los jóvenes y trabajadores activos 
de esa fría galaxia financiera, imprimiéndole al asunto público la dimen-
sión humana que le es consustancial, es sin duda, la tarea más urgente en la 
actualización de la agenda mínima para un envejecimiento digno, humana-
mente enriquecido como continuación del ciclo vital. Diseñar un modelo 
de atención a la altura de nuestro actual cuadro demográfico –enriquecido 
con los cuidados paliativos11 y el concepto emergente de dependencia–, es 
la siguiente.

11 Modificaciones a varias disposiciones de la Ley general de salud e incorporación del 
título octavo bis: de los cuidados paliativos de los enfermos en situación terminal, Diario 
Oficial de la Federación, 5 de enero de 2009.
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Hacia una defensoría de las personas adultas mayores

Leoncio Lara Sáenz

Las reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, de junio de 2011, además de establecer los principios de 
autonomía y autorrealización, que comprenden los derechos a la 

dignidad, a la libertad, a la participación y a la equidad, de los adultos 
mayores como sujetos de derechos humanos en nuestro país y que están 
definidos e incorporados como derechos específicos en la Ley de los dere-
chos de las personas adultas mayores, 2002-2012, como expresión en la 
legislación nacional del cumplimiento de los principios de los derechos de 
los adultos mayores aceptados por México desde su expedición por la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) en 1991, han generado va-
rias consecuencias en su cumplimiento.

En primer término, el mandato constitucional relativo a que todas las 
autoridades en el ámbito de su competencia, tienen la obligación de pro-
mover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de confor-
midad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad (artículo 1, tercer párrafo).

En segundo término, derivado de la vigencia de los derechos humanos 
establecidos en instrumentos internacionales, nuestras autoridades resul-
tan obligadas a respetar los derechos humanos contenidos en los instru-
mentos y adoptados por México, pero además el Estado en su conjunto 
está obligado a proteger e impedir la violación de los derechos y final-
mente nuestro país está obligado a realizar acciones y fijar políticas y es-
tablecer instituciones en materia del buen cumplimiento y ejercicio de los 
derechos humanos adoptados por nuestra Constitución.
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En tercer término, la Ley de los derechos de las personas adultas mayo-
res, considera como un principio obligatorio que genera derechos, el rela-
tivo a la certeza jurídica que desarrolla en los siguientes puntos:

a)	Recibir trato digno y apropiado en cualquier procedimiento judicial 
que involucre a las personas adultas mayores, ya sea en calidad de 
agraviados, indiciados o sentenciados.

b)	Recibir el apoyo de las instituciones federales, estatales y municipales 
en el ejercicio y respeto de sus derechos.

c)	Recibir asesoría jurídica en forma gratuita en los procedimientos ad-
ministrativos o judiciales en que sea parte y contar con un represen-
tante legal cuando lo considere necesario.

d)	Proteger a los adultos mayores especialmente en los procedimientos 
que impliquen la protección del patrimonio personal y familiar y 
cuando sea el caso testar sin presiones ni violencia.

En cuarto término, se debe tomar en cuenta la vulnerabilidad de las per-
sonas, por ejemplo en caso de desempleo, discapacidad, pérdida de sus 
medios de subsistencia o cuando por las circunstancias, como la discapaci-
dad o el abandono, requieran de protección especial por parte del estado y 
sus instituciones o de la sociedad y sus organizaciones y, en general, el ries-
go provocado por la vulnerabilidad social o familiar, como la carencia de 
los alimentos en sentido legal o la discriminación abusiva y permanente.

En quinto término, se debe tomar en cuenta que ya en materia de obli-
gación del Estado de defender o procurar el cumplimiento de los dere-
chos humanos y las antiguas garantías constitucionales, hay una amplia 
tradición de instituciones de defensa y de procuración o representación, 
como la Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo de 1929, la Pro-
curaduría Federal del Consumidor, la Procuraduría de la Defensa de los 
Campesinos en Guerrero, la Procuraduría de Protección Ciudadana de 
Aguascalientes, la Defensoría de los Derechos Universitarios de la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México de 1985 y, por supuesto, desde 
la década de 1980 la asesoría y la defensa de los ancianos en el Sistema 
Nacional del Desarrollo Integral de la Familia.

Sin embargo, se deberá tomar en cuenta que no hay un organismo es-
pecializado en la defensa o procuración de los derechos de los ancianos, 
como ahora establece la reforma Constitucional y que ésta existe sola-
mente por la vía de la queja y eventualmente de la orientación, a partir de 
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la comisión nacional o comisiones estatales de los Derechos Humanos 
ante violaciones a dichos derechos, o bien la orientación y eventual aseso-
ría jurídica por el o los institutos nacional y locales para los Adultos 
Mayores, cuyas funciones son más asistenciales, que defensores y procu-
radores de los derechos de los adultos mayores.

En razón de lo anterior y siguiendo los principios de certeza jurídica 
para proteger los derechos del adulto mayor, parecería conveniente y 
oportuno crear la figura del Procurador de la defensa de los derechos de 
las personas adultas mayores, que tendría por funciones no solamente la 
de proporcionar certeza jurídica como principio a los ancianos para el 
ejercicio de los derechos humanos que les son inherentes y que están refe-
ridos a su autonomía, a su autorrealización, a su integridad, a su dignidad 
y preferencia, a una vida con calidad, al disfrute pleno, sin discriminación 
alguna de los derechos que la Constitución y las leyes de la materia esta-
blecen, sino también a la procuración y la defensa de una vida libre de 
violencia, al respeto a la integridad física, psicoemocional y sexual a la 
protección contra la explotación, a recibir protección de la familia y de la 
sociedad y a vivir en entornos seguros; a recibir trato digno y apropiado 
en los procedimientos judiciales en los que estén involucrados ancianos 
como agraviados, indiciados y sentenciados; a recibir el apoyo de las insti-
tuciones en el ejercicio y respeto de sus derechos humanos y a exigir de to-
das las autoridades obligadas, el cumplimiento irrestricto de esos derechos 
humanos; a recibir asesoría jurídica gratuita, en los procedimientos en los 
que sea parte o en las dudas para el ejercicio de un derecho; a tener un re-
presentante legal cuando sea necesario o cuando se solicite; a que la procu-
raduría intervenga de oficio o a petición de parte para representar a los 
adultos mayores en estado de riesgo o abandono; a la protección del patri-
monio del anciano; a recibir alimentos y a testar sin violencia ni presiones.

La Procuraduría de la Defensa de los Derechos de las Personas Adultas 
Mayores, deberá tener como principales características, ser un organismo 
público, autónomo, con jurisdicción nacional y delegaciones en todas las 
entidades federativas, dedicado a la defensa gratuita, especializada y ágil, 
sobre la base del derecho, la equidad y la buena fe, con procedimientos 
sencillos que pueda actuar a instancia o de oficio.

También, para procurar el buen cumplimiento y observancia de los 
derechos humanos de los adultos mayores, la Procuraduría podría reali-
zar recomendaciones generales a todas las autoridades del país que trans-
gredan o vulneren los derechos de las personas adultas mayores.
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La primera sesión cubrió los aspectos médicos, geriátricos y bioéticos 
de la dependencia del adulto mayor (AM). La ponencia inicial, a car-
go de Alberto Rivera Márquez, criticó la noción de que el adulto 

mayor es una persona que carece de autonomía, que es improductivo, que 
está enfermo y al que “hay que cuidar”. De ahí el punto de vista prevalente 
de que el envejecimiento es un “problema social”. Rivera destacó la idea de 
que el problema real del sujeto viejo es la pobreza, elemento generador de 
fragilidad, que es el resultado de un sistema económico desigual.

En su ponencia Luis Miguel Gutiérrez Robledo habló de derechos en 
los planos individual y social: en el primero el derecho del individuo refe-
rido al vivir bien, tanto como sea posible; en el segundo, que la vida en 
sociedad sea larga y plena para todos. El derecho a una vida plena impli-
ca, también, responsabilidades que en el caso del individuo conllevan la 
obligación de que cada uno cuide su propia salud y promueva su enveje-
cimiento saludable. Así, no toda la responsabilidad recae en el Estado o 
en la sociedad. En el caso de esta última, expresó, su responsabilidad es 
contribuir a la distribución intergeneracional de recursos y a la promo-
ción de la vitalidad de las generaciones que conviven. En su ponencia, 
Gutiérrez Robledo aclaró que el derecho fundamental relacionado con la 
vejez es la autonomía básica. Entre los atributos de este valor se encuen-
tran la independencia, la responsabilidad y la capacidad de expresar y de 
garantizar las intenciones que se tengan. En algún momento el adulto 
mayor puede delegar ese poder en una tercera persona cuando el enveje-
cimiento ya no le permita el ejercerlo por sí mismo y sea necesario otor-
gar un mandato de protección futura. La garantía de este derecho a la 

Seminario “Autonomía, autorrealización 
y derechos humanos de las personas mayores”

Relatoría

Pedro Arroyo Acevedo



154  |   Pedro Arroyo acevedo

autonomía básica implica la necesidad de intervenciones para su promo-
ción o para su preservación, para ampliar su espectro y para mantenerla 
hasta donde sea posible. La facultad de ejercer este derecho básico pasa 
por el respeto a varias cuestiones, una de éstas es a la capacidad de deci-
sión, como se mencionó antes; otra es a la autonomía. Aquí se introdujo 
un juicio de valor dado que esta autonomía se encuentra condicionada 
por la posibilidad de que se ejerza en función a limitaciones o potenciali-
dades que se articulan en el entorno del anciano, pero que también se 
tienen que expresar en zonas no verbales cuando el anciano ya no puede 
ejercer plenamente esta capacidad de decisión y de comunicación. Esto 
implica el ejercicio de un riesgo individual asumido cuando él decide ter-
minar con su vida. Se trata de derechos fundamentales o de expresiones 
fundamentales de lo que se entiende por autonomía básica.

La segunda parte de la sesión cubrió los aspectos conceptuales y técni-
cos de la autonomía personal y la dependencia. En ella se ampliaron las 
cuestiones introductorias con la ponencia “Políticas públicas, bioética y 
dependencia” de Manuel H. Ruiz de Chávez y Nathalie Curuchet Pi-Su-
ñer, quienes llamaron la atención sobre la discriminación del viejo como 
obstáculo para el ejercicio pleno de los derechos. A su vez, Mariana López 
Ortega estimuló el intercambio mediante precisiones sobre los conceptos 
de autonomía, y dependencia; describió la información disponible sobre 
indicadores y prevalencia de estas condiciones. En materia de prevención 
Javier Enrique Jiménez Bolón habló sobre el aceleramiento de este fenó-
meno y la necesidad de actuar con un sentido anticipatorio. Una de las 
estrategias destacadas es la del monitoreo continuo de esta tendencia.

La tercera parte del seminario se dedicó a ubicar las cuestiones de au-
tonomía y realización en el contexto de los derechos humanos de las per-
sonas mayores. La primera ponencia, a cargo de Leoncio Lara Sáenz, 
señaló que los derechos humanos de las personas adultas mayores son 
reconocidos y garantizados por la legislación mexicana vigente, por lo 
que el Estado mexicano “habrá de garantizar a través de políticas de Es-
tado que desarrollen las autoridades, así como de acciones que permitan 
aplicarlos para el bienestar de la senectud”. El problema reside en cómo 
hacer efectivo el derecho a una autonomía básica. Alcanzar este desidera-
tum pasa por los niveles del individuo y de la familia: la intervención 
prevista deseable o previsible para el ejercicio de este derecho es “empo-
derar” al adulto mayor y a su entorno familiar para asumir las responsa-
bilidades inherentes al cuidado de la salud y a la promoción de una 
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autonomía básica. En el nivel social, en su intervención Juan Carlos Ruiz 
Espíndola describió cómo se puede ejercer este derecho, y cuáles son las 
acciones que se consideran o que se perciben como necesarias, entre otras, 
enfrentar las desigualdades económicas y sociales, redefinir el rol del Esta-
do frente al mercado y homologar el marco jurídico. Al respecto, Leoncio 
Lara Sáenz aclaró que homologar es introducir la perspectiva de edad en 
las políticas públicas, cambiar la visión paternalista hacia una de reconoci-
miento, inclusión y empoderamiento y evaluar las políticas públicas con 
base en criterios de sustentabilidad y transversalidad. Como cierre de esta 
parte del seminario, Gustavo Leal se refirió al tema de pensiones y retiro de 
los adultos mayores. En su disertación denunció las fallas del sistema social 
para garantizar la seguridad económica de los adultos mayores debido a 
las limitaciones y carencias del sistema actual de pensiones.

Finalmente, la discusión se centró en la identificación del cómo hacer 
efectivos los derechos sociales de los adultos mayores. La principal apor-
tación corrió a cargo de Leoncio Lara Sáenz quien propuso la creación de 
una Procuraduría de la Defensa de los Derechos de las Personas Adultas 
Mayores como un instrumento que “garantice y represente los intereses 
jurídicos de los ancianos, en cuanto a recibir trato digno y apropiado en 
cualquier procedimiento judicial que los involucre, ya sea en calidad de 
agraviados, indiciados o sentenciados, y que materialice el apoyo de las 
instituciones federales y estatales en el ejercicio y respeto de sus derechos 
humanos, civiles y políticos”.
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Presento a continuación algunos apuntes derivados de la primera acti-
vidad de un grupo de trabajo fundado en octubre de 2012 por aca-
démicos, investigadores y docentes, así como por representantes de 

dependencias, asociaciones civiles y personas interesadas en estudiar, re-
flexionar, aportar ideas y experiencias encaminadas a entender el proceso 
de maduración y envejecimiento del ser humano. Lo anterior no como un 
proceso simplemente biológico, con toda la complejidad que ello conlleva, 
sino como un área de investigación y vivencia vinculada con la ética, los 
valores morales y el deber social con respecto a los adultos mayores.

El seminario “Autonomía, autorrealización y derechos humanos de las 
personas mayores”, organizado por iniciativa del doctor Leoncio Lara y 
celebrado el 29 de noviembre de 2012 en la sede del Consejo Académico 
de la Universidad Autónoma Metropolitana Unidad Xochimilco, consti-
tuye una importante alianza entre el Instituto Nacional de Geriatría, re-
presentado por el doctor Luis Gutiérrez Robledo y la Universidad 
Autónoma Metropolitana-Xochimilco (UAM-Xochimilco) representada 
por su rector, el doctor Salvador Vega y León. Ambas instituciones se 
unen para desarrollar, en la investigación, el abordaje y difusión de temas 
claves para las personas mayores como la autorrealización del ser huma-
no en plenitud y la prevención de la dependencia. Para con lo anterior, 
llegar con bienestar a la vejez. Ligado uno al otro, autorrealización y pre-
vención de la dependencia, se apunta hacia una nueva modalidad de 
atención con un concepto de envejecimiento positivo.

El Seminario mostró que se debe trabajar en una nueva imagen de lo 
que significa envejecer. No es posible sostener visiones de “infantiliza-
ción” o sobrevaloración compensatoria sobre la vejez. Es a partir de la 

Conclusiones generales 
del seminario “Autonomía, autorrealización 

y derechos humanos de las personas mayores”

Jorge Alsina Valdés Capote



158  |   Jorge Alsina Valdés y Capote

autorrealización que el valor intrínseco de la propia vejez se proyecta 
hacia la sociedad y cambia nuestra mirada al respecto.

Los servicios de salud, entretenimiento, y otros que apuntan al bienestar 
del adulto mayor y su impacto sobre las instituciones y los cambios necesa-
rios en éstas no pueden ser enteramente dictados por las variables econó-
micas o directrices tecno-científicas. Los adultos mayores deben transitar 
de ser objetos de protección a sujetos de derecho.

La dependencia representa la pérdida de la autonomía y de la facultad 
de decidir por uno mismo. Durante el Seminario resultó interesante y 
significativo considerar como el día de hoy se insiste sobre la libertad de 
elegir como si los adultos mayores estuviesen hoy privados de un derecho 
que se reconoce a los demás y que se les podía devolver mediante solem-
nes declaraciones.

Se reconoce la necesidad de contar con políticas públicas transversales 
que definan estrategias nacionales sobre el tema que nos concierne abar-
cando incluso la adaptación del entorno social y domiciliario.

Lo anterior llevaría necesariamente a la conceptualización de lo que 
significa ser adulto mayor y llegar a propuestas que incidan sobre la crea-
ción de un organismo que promueva la integración plena a la vida social 
y ciudadana de sujetos con enorme experiencia.

Se trata de promover el envejecimiento con dignidad y con calidad de 
vida y, entre otros, son las universidades públicas las que tienen el com-
promiso de formar a los recursos humanos e incentivar la investigación 
en torno al tema; generar el intercambio de ideas y la discusión en el 
ethos social y político de nuestro país. El tema de la vejez requiere de la 
atención que se merece una parte significativa de la población, ya que 
México es el undécimo país con mayor población en condiciones de enve-
jecimiento. El porcentaje de población de adultos mayores está creciendo 
rápidamente y caracteriza el desarrollo de la población en la primera mi-
tad del siglo XXI.

Por lo tanto, resulta imprescindible discutir propuestas de alternativas 
que reformulen el concepto de envejecimiento; además, importante insis-
tir en el desarrollo de políticas públicas para la prevención de enfermeda-
des y condiciones adversas para el adulto mayor.

Una insistente propuesta a lo largo del Seminario es, precisamente, la 
creación de una Defensoría de los Derechos Humanos de los Adultos 
Mayores con el objetivo de promover mejores prácticas y formas de aten-
ción al sector que ahora nos preocupa.
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Durante el Seminario y en la mesa que trató aspectos médicos, geriátri-
cos y bioéticos de la dependencia, el doctor Alberto Rivera Márquez di-
sertó sobre algunos aspectos generales de la condición de dependencia 
presentando una visión global del problema. Resulta común hablar de 
“dependencia” como sinónimo de vejez. Se considera al viejo como una 
carga improductiva que depende siempre del cuidado de otros, carente de 
capacidad de decisión. El envejecimiento se ve como un problema sin 
considerar que la dependencia no es exclusiva de la vejez ni ésta es igual 
a la dependencia e improductividad. Verlo de esta última forma implica 
una visión y lógica cerrada, de acumulación capitalista que precisamente 
por considerarlos improductivos, excluye y desecha a quienes ya no son 
útiles al sistema.

En México existe una lógica completamente adversa a una vejez digna, 
particularmente en las grandes metrópolis en las que los viejos no pueden 
movilizarse, no caben y no tienen oportunidad de ganarse espacios de 
participación. Viven en condiciones muy precarias luego de haber traba-
jado toda la vida; el medio es agresivo para la vejez, no existen o son es-
casas las redes, los viejos son abandonados, violentados y sus derechos 
humanos pisoteados; lo que lleva a una creciente “fragilización” al tran-
sitar del estado de “jefe” de la familia a la condición de “ente” con redu-
cida o nula capacidad de decisión.

Hoy, las políticas tradicionales consideran que todos los ancianos son 
iguales o necesitan lo mismo. Muchas, si no es que todas, tienen que ver 
con la caridad o la beneficencia sin explicar la compleja red de determi-
nantes que trascienden el ámbito de enfocarse a las responsabilidades en 
los hogares como los únicos lugares en donde pueden atenderse los re-
querimientos de los adultos mayores. De esta manera, el Estado se deslin-
da de responsabilidad frente a este segmento de la sociedad, ya que las 
propuestas de atención no tienen que limitarse a la posiblidad o no de 
dedicarse a las actividades básicas.

La discusión lleva a entender que es necesario adecuar los servicios de 
salud y acceso a espacios de los adultos mayores formando por un lado a 
profesionales en su atención y capacitando, por otro, a familiares y a 
quienes se encuentran cercanos a personas mayores o en proceso de enve-
jecimiento.

La intervención del doctor Luis Miguel Gutiérrez Robledo en el Semina-
rio apunta hacia hacer conciencia de que si bien en la actualidad se extien-
de la expectativa de vida de la población en general, resultan cuestionables 
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las condiciones de vida que muestran una gran desigualdad social. Hoy es 
común que convivan cuatro o cinco generaciones cuando tradicionalmente 
eran tres.

Hubo cambios importantes y como ejemplo tenemos la imagen de la 
mujer mayor que hoy es diferente a la abuelita estereotipada de antaño. 
Mientras que la población en edad avanzada entre 80 y 85 años se ajusta 
más a la imagen tradicional y la dependencia de facto se agudiza con el 
avance de la edad. Además de esto que resulta evidente, es demostrable 
como el costo de la atención a la salud es hasta 50% mayor en adultos 
enfermos que en aquellos que participaron en actividades preventivas. 
Desde un punto de vista estrictamente económico, diferir el momento en 
que la enfermedad nos afecta permite grandes ahorros en atención a la 
salud.

Sin duda la creciente longevidad es motivo de celebración pero conlleva 
la necesidad de rediseñar la política de salud para el envejecimiento. Gutié-
rrez Robledo insiste en que es necesario asumir y promover un nuevo ros-
tro de la vejez cambiando estereotipos y paradigmas tradicionales. Señala 
que debemos trascender la autonomía e ir más allá de la simple funcionali-
dad física hacia el respeto a la capacidad de juicio y de elección.

Existen diferentes niveles de autonomía aunque el ideal consiste en el 
ser plenamente independiente. La autonomía básica tiene que ver con la 
autonomía legal cuya falta invita al paternalismo. La autonomía conlleva 
la capacidad de decisión; el paternalismo no.

Parece ser, entonces, que nos encontramos con una paradoja: vivimos 
más, pero ¿en qué condiciones?, ¿para qué?, ¿vale la pena envejecer en 
México?, ¿se puede envejecer con tranquilidad?

Resulta importante pensar en el valor intrínseco que tiene la última 
etapa de la vida que haga grato vivirla y para ello, se requiere de una re-
definición de normas y valores previendo mecanismos que permitan ejer-
cer la autonomía.

La vejez es un fenómeno complejo y a mayor desventaja social, mayor 
será la probabilidad de sufrir enfermedad y discapacidad en la edad avan-
zada. El resultado podría ser efectivamente vivir más y pasar más tiempo 
en condiciones de salud deficientes. De ahí que la prevención de la depen-
dencia deba ser el principal objetivo de las políticas públicas enfocadas a 
la problemática de los adultos mayores. Como nación, llegamos con atra-
so a la prevención haciendo poco por mejorar el entorno del adulto ma-
yor. Se requiere investigación y fondos para crear un nuevo modelo de 
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salud preventiva y atención médica moviéndose hacia un enfoque positi-
vo de la vejez que reconozca y valore el aporte que las personas de este 
grupo de edad pueden dar a la sociedad. Resulta importante demostrar 
que es posible envejecer con salud dando cabida tanto a jóvenes como 
adultos, preservando la autonomía individual y la inserción continuada 
en la sociedad.

El doctor Manuel Ruiz de Chávez se refirió a la dependencia desde el 
punto de vista de las políticas públicas y la bioética. Esta última permite 
abordar temas cambiantes como el del envejecimiento al proporcionar 
instrumentos para analizar y resolver problemáticas. Desde este punto de 
vista, resulta importante analizar la dependencia desde la vulnerabilidad 
que genera junto con la disminución de autonomía. Esta última se entien-
de como la posibilidad de moverse independientemente en lo individual y 
en la interacción con la comunidad.

Desde esta perspectiva, un adulto mayor no pierde su valía pero ello 
implica aplicar de manera selectiva procedimientos para el cuidado de la 
salud y la conservación de la integridad. Ya se ha dicho cómo actualmente 
se piensa que el adulto mayor va perdiendo el derecho de tomar decisiones, 
lo que le ubica en un grupo vulnerable asociado con la incertidumbre.

Para Ruiz de Chávez la sociedad tiene el deber moral de proteger al 
individuo incluso al final de la vida de éste, después de una vida de traba-
jo y aporte a la sociedad misma. Esto implica reorientar muchas cosas 
como respetar las decisiones respecto a la atención y cuidados que se de-
sean recibir. El objetivo es el de vivir el final de la vida con dignidad y en 
condiciones de bienestar.

En México existen más de 10 millones de personas mayores de 60 
años, cifra que se encuentra en notable crecimiento. Esto significa enor-
mes retos y acciones necesarias de emprender incluyendo la capacitación 
de personal de apoyo y la formación de recursos humanos en aspectos 
bioéticos para promover al máximo el ejercicio de la autonomía y final-
mente procurar una muerte digna.

Para ello es necesario generar información que afecte a las políticas 
públicas para que construyan alternativas que representen los intereses 
divergentes en la sociedad, pero sustentados en una perspectiva bioética 
con el objetivo no sólo de incrementar la duración de la vida, sino tam-
bién la calidad de la vida como un concepto que se construye a partir del 
contexto cultural y su sistema de valores.
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De hecho, la bioética es la rama de la ética aplicada que reflexiona, 
delibera y hace planteamientos normativos y de políticas públicas, para 
regular y resolver conflictos en la vida social, así como en la práctica y en 
la investigación médica, que afectan la vida en el planeta, tanto en la ac-
tualidad como en las futuras generaciones.

Los aspectos bioéticos en torno al envejecimiento se refieren, como 
hemos visto, a:

•	L a calidad de vida del adulto mayor.
•	L a vulnerabilidad generada a partir de la dependencia y la falta de 

oportunidades.
•	L as formas de atención médica a los padecimientos propios del enve-

jecimiento
•	L a discriminación.
•	L a pérdida de autonomía en la toma de decisiones relacionadas con la 

salud y la calidad de vida.

Algunos de los retos y acciones a emprender son:

•	 Promover la autonomía reduciendo el grado de dependencia.
•	A tender las necesidades de los adultos mayores en forma integral.
•	C apacitar personas y formar recursos humanos en aspectos bioéticos 

y en el trato con adultos mayores.
•	 Promover la coordinación y participación intersectorial.
•	 Promover el ejercicio de la autonomía en la toma de decisiones.

Las intervenciones en el Seminario, como la de la doctora Victoria 
Arango y la maestra Liliana Giraldo, entre otros, buscaban llegar a un 
entendimiento común en torno a conceptos básicos para la discusión so-
bre qué entendemos por:

•	A utonomía.
•	 Dependencia.
•	 Discapacidad.

Así como muchas veces hablar de la enfermedad se hace desde la pers-
pectiva de la salud, puede cometerse el error de hablar de la vejez desde el 
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paradigma de la juventud, resaltando las carencias del adulto mayor vien-
do a la vejez como un padecimiento. Algo que se sufre.

Es necesario abordar el estudio y práctica del adulto mayor desde una 
perspectiva de convergencia bio-psico-social que considere el estado psi-
quico, físico, de salud y de condiciones materiales cuya combinación va-
ría de persona a persona.

La funcionalidad tiene que ver con la capacidad de ser independiente y 
de autocuidarse, por ello existen distintos niveles de dependencia, desde 
la transitoria hasta la permanente. Resulta importante reconocer que to-
dos y todas somos dependientes en algún momento de nuestra vida y que 
la definición de discapacidad tiene que ver con las interrelaciones socia-
les, siendo el desempeño físico un factor importante para medir la depen-
dencia y la autonomía.

En el proceso de envejecimiento avanzado se busca evitar el estado de 
dependencia funcional que obliga a tener un cuidador externo, pero la fun-
cionalidad física no es el único parámetro de dependencia: resulta necesa-
rio considerar componentes ambientales, personales y sociales. En ese 
sentido se estima que la persona que tiene una discapacidad o que sufre de 
una dependencia, puede al mismo tiempo ser una persona plena y por eso 
se habla no de discapacidad, sino de funcionalidad. Para muchos investiga-
dores el término “discapacidad” se queda corto y resulta necesario replan-
tear el concepto de discapacidad y su diagnóstico en México.

La discapacidad surge de la interacción entre las condiciones de salud 
y los factores contextuales tanto sociales como personales. Se considera 
normal entre la población que en la vejez exista la discapacidad. Incluso, 
siendo viejo, existe tres veces mayor probabilidad de no ser detectada una 
discapacidad. Datos de una encuesta realizada por las doctoras Arango y 
Giraldo muestran que un tercio de encuestados no discapacitados, mues-
tran discapacidad real. Otra consideración que cuestiona la correlación 
vejez-discapacidad es que se puede contar con alguna discapacidad a 
cualquier edad.

El punto que desarrolla la doctora Mariana López Ortega durante su 
participación por videoconferencia desde Los Ángeles en el Seminario, 
apunta a destacar la importancia de contar con indicadores de autono-
mía y dependencia para conocer quiénes son las personas afectadas y las 
cifras específicas. Existe interés por conocer estas cifras que darían el ta-
maño y la dimensión del problema de atender las necesidades de los adul-
tos mayores. Indudablemente que estas cifras son afectadas por el 
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crecimiento de la población y el aumento en la expectativa de vida. Esto a 
su vez, lleva a la multiplicación acelerada de enfermedades crónicas y al 
aumento en lesiones. Resulta interesante la cifras del Informe mundial so-
bre la discapacidad que muestra que entre 10 y 15% de la población mun-
dial presenta algún tipo de discapacidad, estando 80% de los discapacitados 
que se tienen registrados, en los países desarrollados.

La intervención del actuario Javier Jiménez Bolón se refiere a la necesi-
dad de establecer estrategias preventivas para la atención del adulto mayor. 
Señala que es importante conocer el ciclo de la dependencia que se repre-
senta como una curva normal inversa; la dependencia comienza en el naci-
miento. Evoluciona hacia la autonomía y se acentúa en las etapas de la 
vejez avanzada. Se trata de disminuir la diferencia entre la edad de la disca-
pacidad y la edad de la muerte, por lo que la prevención de la dependencia 
debe comenzar tal vez desde el embarazo. No se trata de la acción de indi-
viduos aislados sino del diseño e instrumentación de políticas públicas 
transversales.

Como desafíos para la prevención tenemos el sobrepeso de la pobla-
ción y el envejecimiento normal de la misma. En México, un altísimo 
porcentaje de la población tiene problemas de sobrepeso, particularmen-
te entre las mujeres, siendo éste la puerta de entrada de varias enfermeda-
des como la hipertensión y la diabetes. Respecto a esto Jiménez señala 
que el problema es multicausal y que la genética explica sólo un pequeño 
porcentaje de los casos.

Para Jiménez Bolón, la dependencia es una condición que determina la 
calidad de vida del ser humano y es por lo tanto necesario orientar las 
políticas públicas hacia la prevención de los efectos sociales y económicos 
que dicha dependencia ocasiona.

En México resulta necesario comenzar por tener una clara definición 
del concepto de dependencia a partir de indicadores que permitan medir 
los efectos de la misma bajo la idea de que todo lo que se mide se puede 
mejorar.

Los problemas de dependencia que se derivan de la creciente población 
de adultos mayores, implican un alto costo económico con afectaciones 
sociales donde los actores son los sectores público, social, y privado. Ello 
debe preocupar y ocupar a todos los niveles del gobierno (federal, estatal 
y municipal). El objetivo es reducir y prevenir la dependencia y paulatina 
pérdida de funcionalidad entre la población de adultos mayores. Para lo 
anterior existen líneas de acción que incluyen:
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•	L a adecuación de un marco jurídico amplio que contemple el contexto 
del adulto mayor desde una perspectiva de calidad de vida.

•	M ejora en la disponibilidad y atención de los servicios médicos.
•	F ortalecimiento de las condiciones materiales de vida de los adultos 

mayores.
•	I ncremento en la cobertura de protección social.
•	F ortalecimiento de la educación y comunicación en relación con los 

conceptos de dependencia, autonomía y funcionalidad.

Se requiere de una orientación estratégica que oriente las políticas pú-
blicas referidas a la condición de adulto mayor en la cual se espera que el 
Estado asuma mayores responsabilidades para garantizar a la población 
una vejez con ciertos niveles de bienestar.

Jiménez Bolón propone no trabajar el concepto de “vejez” si no el de 
“envejecimiento” para construir comunidades amigables como progra-
mas transversales y no específicos que puedan por ejemplo, modificar la 
arquitectura y los diseños que permitan reducir las barreras físicas que 
hoy no se observan de manera integral.

El doctor Leoncio Lara abordó, desde la mesa del Seminario y con su 
característica juventud y lucidez, a la autonomía y la autorrealización de 
los adultos mayores como derechos humanos. El envejecimiento es un 
proceso natural e irreversible que no depende de nuestra voluntad. Señala 
el doctor Lara que “si bien envejecer es obligatorio, crecer es algo opcio-
nal” y depende de las condiciones, actitudes y circunstancia de cada adul-
to mayor. La experiencia de un adulto mayor, lleva a imaginar que “cada 
vez que un anciano muere, se cierra una biblioteca”.

Hoy día, los adultos mayores aparecen como un grupo social vulnerable 
en un contexto de ley que reconoce en su marco jurídico a personas norma-
les, discapacitadas y vulnerables. Esos últimos son reconocidos como gru-
pos con derechos bajo los principios de autonomía e independencia. Los 
derechos están relacionados con la dignidad y la seguridad dentro de un 
marco ético y con un sistema de valores que reconozca la importancia del 
respeto y el bienestar durante la última etapa de la vida humana.

Para el doctor Lara resulta importante conocer el marco jurídico así 
como las normas relativas a los derechos humanos de aquellos grupos 
sociales entre los cuales se encuentran los adultos mayores con diferentes 
estados de discapacidad y/o disfuncionalidad. Se deben reconocer los tra-
tados internacionales en la materia firmados por México y que en teoría, 
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reconocen la inserción y la equidad para con los adultos mayores ubican-
do necesidades y preferencias sin discriminación y con la protección en 
contra de toda forma de abuso y explotación. Los Estados tendrían la 
obligación de proteger los derechos reconocidos internacionalmente pro-
moviendo y sosteniendo los derechos humanos.

Nuevamente las políticas públicas fueron objeto de presentación en el 
Seminario con la aportación del maestro Juan Carlos Ruiz. Él precisa aún 
más el tema al referirse a la evolución de las políticas emitidas por el Es-
tado mexicano durante los últimos 30 años, periodo relacionado con la 
gestación de las principales instituciones y la expedición de normas a fa-
vor de la vejez. Durante ese tiempo se dio un tránsito en la cultura al pa-
sar de resaltar la dependencia a reconocer la autonomía.

En la década de 1980 se emitieron directrices importantes que recono-
cen a los ancianos que requieren de protección, para la década de 1990 se 
determina garantizar el funcionamiento de la seguridad social, pensiones y 
educación. Para la primera década del siglo XXI se hablaba del aprovecha-
miento de la experiencia del adulto mayor buscando condiciones de mayor 
participación activa en la sociedad. En estos años se marcan las directrices 
para instrumentar políticas incluyentes para personas de edad avanzada.

Hoy se habla de la Procuraduría de la Defensa del Anciano que buscaría 
defender los derechos del adulto mayor y crear conciencia en la población 
sobre esos derechos que promueven la autonomía y la autorrealización.

En el año 2002 se promulga la Ley de protección a los adultos mayores 
y el Plan vigente al 2012 contempla para este grupo social abatir la mar-
ginación, aprovechar la experiencia, promover el empleo, la producción y 
el acceso a las redes sociales. Sería necesario considerar la creación de 
Programas de atención a los adultos mayores en zonas rurales, progra-
mas de atención al envejecimiento y ampliar significativamente la cober-
tura del seguro popular.

Se propone desarrollar una “cultura del envejecimiento activo” que con-
temple la seguridad económica y la protección social. La propuesta del 
maestro Ruiz incluye trabajar con instituciones para apoyar esquemas de 
autorrealización donde los ciudadanos mayores sean “alguien” y no “algo”, 
ya que ellos constituyen un importante capital social, cultural y humano.

La discusión en el Seminario hace ver que el envejecimiento activo 
puede incidir en la formación de ciudadanos si se involucran instituciones 
públicas que ofrezcan cursos integrales y formación en la revisión del 
marco jurídico para el diseño de políticas públicas definidas.
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Lo anterior tiene mucho que ver con el Sistema de Pensiones y Ahorro 
para el Retiro que deberá constituirse como un derecho en un marco ju-
rídico que requiere distinguir entre derechos humanos, económicos, so-
ciales y culturales.

Existe, según cifras del Instituto Nacional de Geografía (INEGI), un 
rápido crecimiento de la población mayor a los 60 años, en un contexto 
de desarrollo económico lento o limitado, altas tasas de desempleo y con-
diciones generales que apuntan hacia el acrecentamiento de las desigual-
dades sociales. Es parte del proceso de la transición demográfica.

Si bien se pretende identificar la especificidad de derechos para la po-
blación de adultos mayores, una vez identificados surge el problema de la 
instrumentación de esos derechos de manera efectiva.

¿cómo garantizar la realización efectiva de los derechos?

El sistema mexicano de seguridad, pensiones y retiro actualmente se en-
cuentra en dificultades pues sólo 24% de adultos mayores de 60 años 
cuentan con pensión de retiro o vejez; difícilmente, bajo los esquemas 
actuales, será posible atender una significativa expansión de cobertura de 
servicios. La complejidad es enorme cuando se considera por ejemplo, la 
diferencia de género, hay personas mayores de 80 años que aún trabajan 
y producen, en la mayor parte de los casos por no contar con ingresos 
para sostenerse. Por otro lado, la pobreza en zonas rurales e indígenas 
muestra marcada diferencias con las condiciones en que se encuentran 
poblaciones y grupos sociales en vulnerabilidad. Resulta importante re-
gular y regularizar las condiciones de trabajo de adultos mayores, aunque 
esto es un reclamo de la población laboral en general. En la medida en 
que continúa el trabajo sin protección social, disminuye la posibilidad de 
cubrir lo necesario para contar con una pensión digna. Así, hoy contamos 
con un panorama desolador para el futuro pensionario de los trabajado-
res en general, mientras que los jóvenes no están cotizando para el retiro 
por no contar con trabajos protegidos.

El Seminario se enriqueció con las opiniones del doctor Gustavo Leal 
Fernández quien externó que el retiro hoy no representa ni júbilo ni opor-
tunidad. Significa, en la mayoría de los casos, enfrentar con magros ingre-
sos un envejecimiento precario. Las reformas a la normatividad que se 
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refiere a la protección de la vejez y adultos mayores no han fructificado 
en beneficios para ese sector.

El doctor Leal destaca evidencias de precarias condiciones que descri-
ben un panorama de jubilación y retiro poco halagador. Un primer pro-
blema principal consiste en que las decisiones en torno a la atención a los 
adultos mayores están limitadas por condiciones financieras restringidas. 
Por otro lado, resulta inquietante el incremento de asalariados sin protec-
ción social ni esquema de retiro. De igual forma, y al parecer del doctor 
Leal, el seguro popular que se impulsa en México representa no la univer-
salidad de la protección, sino un racionamiento de la cobertura. Se señala 
en el Seminario que a estas alturas no se necesitan más estudios ni diag-
nósticos sino que se requieren propuestas y acciones exigiendo un mode-
lo de atención integral.

El tema de este Seminario, “Autorrealización y derechos humanos de 
las personas mayores”, ha resultado de enorme interés. Lleno de emotivi-
dad y seriedad reflexiva se abordó un tema que concierne a todos, siendo 
el disfrute de una vejez digna una aspiración universal. Hemos visto que 
abordar la problemática del adulto mayor implica hacerlo desde una 
perspectiva transversal con políticas públicas que incidan sobre lo econó-
mico, social y cultural.

Quedó en evidencia la necesidad de contar con una Procuraduría o 
Defensoría de los Derechos Humanos de los Adultos Mayores para lo-
grar mejores condiciones de respeto, dignidad e inclusión de un porcenta-
je significativo de la población, mismo que no sólo representa un número 
sino a sujetos pensantes, con experiencias e historias de gran valía.
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cional de Rehabilitación y Punto Nacional de Contacto en Salud entre México y la 
Unión Europea, Conacyt, Secretaría de Relaciones Exteriores. Entre otros cargos 
en la Administración Pública Federal se ha desempeñado como subsecretario de 
Planeación y director general adjunto de Investigación y Vinculación Académica de 
los institutos nacionales de Salud, Secretaría de Salud Federal. Comisario y delega-
do en Salud de la Secretaría de la Contraloría General de la Federación. Director 
general del Instituto de Servicios de Salud de la Secretaría de Salud del Gobierno 
del Distrito Federal y subdirector corporativo de Servicios Médicos de Petróleos 
Mexicanos. Actualmente es presidente del Consejo de la Comisión Nacional de 
Bioética. Ha sido profesor en la Facultad de Medicina y en la ENEP Iztacala, UNAM. 
También fungió como jefe del Departamento de Medicina Familiar y Comunitaria 
y, coordinador del Programa de Medicina General Integral, ambos de la Facultad 
de Medicina de la UNAM. Presidente ejecutivo y asociado fundador de la Funda-
ción Mexicana para la Innovación y Transferencia de Tecnología en la PyME (Fun-
tec). En el 2002 fue nombrado vicepresidente ejecutivo de la Fundación Mexicana 
para la Salud, A.C. y en 2005 electo presidente ejecutivo de la misma hasta el 2009. 
Consultor de la Organización Panamericana de la Salud, Organización Mundial 
para la Salud. Su vasta producción científica incluye libros, capítulos en libros, ar-
tículos in extenso y publicaciones institucionales, tanto a nivel nacional como in-
ternacional, entre otras destacan: “El enfoque de la salud como sector social y 
económico. Gasto y financiamiento para la atención de la salud en México”, “Re-
construcción y reordenamiento de los servicios de salud en la Zona Metropolitana 
de la Ciudad de México 1986-1988”, “Descentralización de los servicios de salud. 
Avances y perspectivas del proceso”, “La salud y el municipio”, “Derecho y medi-
cina. Intersecciones y convergencias en los albores del siglo XXI”, “Innovación tec-
nológica en salud. Fundamentos y pesrpectivas”, “La salud de los mexicanos en el 
siglo XXI: un futuro con responsabilidad de todos”, “Health Technologies and De-
cision Making” y “The Role of Ethics in International Biomedical Research”. Entre 
los reconocimientos y galardones más importantes recibidos se encuentra el Premio 
“Dr. Gerardo Varela al Mérito en Salud Pública” en 2005 por el Consejo de Salu-
bridad General, Presidencia de la República. 

MARIANA LÓPEZ ORTEGA. Desde 2009 es investigadora en ciencias médicas del 
Instituto Nacional de Geriatría, de los institutos nacionales de salud; anteriormente 
también se desempeñó como investigadora en la Fundación Mexicana para la Sa-
lud, Centro de Análisis Social y Económico en Salud, CASESalud (2001-2005); Cen-
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tro de Investigación y Docencia Económicas, CIDE, División de Administración 
Pública 1999-2001; Secretaría de Desarrollo Social, Programa de Abasto Rural 
Diconsa 1997-1999. Es doctora en Salud Pública y Políticas de Salud egresada de 
la London School of Hygiene and Tropical Medicine, University of London (2005-
2009); maestra en Políticas Públicas, University of Chicago (1995-1997) y licencia-
da en Relaciones Internacionales por la Universidad Iberoamericana (1990-1995). 
Tiene por líneas de investigación: 1. Cuidados de Largo Plazo y modelos de aten-
ción para adultos mayores; 2. Costos de la Dependencia Funcional en adultos ma-
yores; 3. Determinantes sociales del envejecimiento con énfasis en su impacto en la 
dependencia funcional y mortalidad; 4. Oferta de cuidados informales a los adul-
tos mayores en México; 5. Economía de la Salud, evaluación económica de inter-
venciones en salud; modelos econométricos en salud.

VICTORIA EUGENIA ARANGO LOPERA. Médica Internista / Geriatra Clínica. 
Maestra en Bioética, con tesis Laureada. Candidata a PhD en salud pública. Subdi-
rectora de desarrollo y extensión académica del Instituto Nacional de Geriatría, 
desde agosto de 2011. Entrenada en Medicina Interna y Geriatría en la Universi-
dad de Caldas y en Bioética Clínica, en la Universidad del Bosque, ambas en Co-
lombia. Actualmente cursa el doctorado en Salud Pública a través del Pacto Andino. 
Profesora de Geriatría en pre y posgrado, desde 2001, hasta la fecha. Cofundadora 
y jefa de la Unidad de Evaluación y Manejo del Adulto Mayor, un modelo de aten-
ción ambulatorio y de cuidado a largo plazo, en la Fundación Cardioinfantil en 
Bogotá, hasta octubre de 2010. Trabajó con el Ministerio de la Protección Social en 
Colombia, como consultora, para la construcción de Política Pública en envejeci-
miento y vejez. Presidenta de la Asociación Colombiana de Geriatría y Editora en 
jefe de la revista de dicho organismo (2002-2005). Miembro principal (secretaria) 
de dos comités de ética de la investigación (durante cinco años). Líneas de investi-
gación: demencias, bioética y demencias, sarcopenia, modelos de atención para la 
vejez y el envejecimiento.

PEDRO ARROYO. Falta información

JORGE ALSINA. Falta información
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